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Resumen
La inclusión en la Ley 599 de 2000 de la figura del “interviniente” propicia discusión doc-
trinal y jurisprudencial en torno a la responsabilidad penal en los delitos de infracción de 
deber, donde la concurrencia a la realización del comportamiento delictivo, con un sujeto 
activo cualificado, como lo es el servidor público, implica que las formas de responsabili-
dad surgen cuestionables cuando el titular de deberes especiales realiza comportamiento 
delictivo en coordinación, cooperación o participación de sujetos particulares, como ocurre 
en los delitos contra la Administración Pública, de ahí la importancia de investigar el tema 
titulado “La ubicación del interviniente en los delitos que protegen el bien jurídico de la 
Administración Pública”.
Palabras clave: Interviniente, Administración Pública, responsabilidad penal, sujeto 
activo cualificado, servidor público.
Abstract
Inclusion in the Act 599 of 2000 of the figure of “intervening” fosters doctrinal and 
jurisprudential discussion about criminal responsibility for crimes of breach of duty, where 
attendance at the completion of criminal behavior, with an active subject qualified as is the 
public servant, means that the forms of involvement comes into question when the holder 
of special duties performed criminal behavior in coordination, cooperation or participation 
of particular subjects, as in offenses against public administration, hence the importance 
of investigating the item entitled “The location of intervening in crimes that protect the legal 
interest of the public administration”.
Keywords: Intervener, Public Administration, criminal, perpetrator qualified public 
servant.
Resumen y Abstract
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PRESENTACIÓN
PROBLEMA
La inclusión en la Ley 599 de 2000 de la figura del “interviniente” demarca la problemática 
que soporta la discusión doctrinal y jurisprudencial de la responsabilidad penal en los delitos 
de infracción de deber, donde la concurrencia a la realización del comportamiento delictivo, 
con un sujeto activo cualificado, como lo es el servidor público, implica que las formas 
de responsabilidad surgen cuestionables cuando el titular de deberes especiales realiza 
comportamiento delictivo en coordinación, cooperación o participación de sujetos particulares, 
como ocurre en los delitos contra la Administración Pública.
Es de conocimiento que en Colombia la tradición jurídico-penal admite, en la parte general del 
Código Penal, la figura de la autoría y la participación, o la denominada figura del concurso 
de personas en la realización de la conducta delictiva, como un dispositivo amplificador del 
tipo penal, dividiendo en dos grandes sectores dicho instituto, con las consecuencias punitivas 
propias de cada uno. Ellos son la autoría, en sus formas de autor inmediato, autor meditado 
y coautor, y la participación, compuesta por la determinación y la complicidad, espectro 
complementado en la Ley 599 de 2000, donde se incluyó la figura del interviniente (art. 30, 
inc. 4º), razón suficiente para ocuparnos de averiguar qué papel desempeña dicha figura en 
el contexto de nuestra legislación.
En efecto, es preciso determinar si la figura en cita corresponde a una tercera categoría, 
independiente de las tradicionales –autoría y participación–, o si estamos ante una nueva 
denominación aplicable sólo a ésta última o únicamente a la primera, o tanto a la autoría 
como a la participación.
En el mismo sentido, es de interés para la comunidad jurídica y académica establecer los 
parámetros punitivos que habrá de derivarse de la aplicación del instituto del “interviniente”, 
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pues de la ubicación en el código que de ella se tenga, será necesario concluir si el descuento 
punitivo previsto en el último inciso del artículo 30 del Código Penal corresponde a doble 
disminución punitiva o, exclusivamente, a una cuarta parte de la prevista para el autor.
El Código Penal de 2000 al incluir la figura del interviniente destacó un elemento desconocido 
en nuestro medio para solucionar casos en los que se debía sancionar al particular que 
realizaba aportes materiales en delitos que requerían una cualificación especial en el sujeto 
activo del comportamiento. La respuesta dada por la doctrina y la jurisprudencia universal, 
en tales casos, se veía reflejada en dos posiciones cuya inserción en la última normatividad 
penal nacional significó una avance en la teoría del delito por la forma en la que se diseñó 
la solución a los casos considerados “problemáticos”, circunstancia que avala la pertinencia 
de la investigación propuesta en este trabajo.
La primera posición entendía que cuando se estaba frente a delitos con sujeto activo 
cualificado, verbi gratia, el peculado por apropiación o el prevaricato, en el que concurría la 
actividad de un particular, se debía sancionar al servidor público como autor de peculado o 
prevaricato, mientras que el particular respondía como autor del delito de hurto agravado por 
tratarse de caudales oficiales o por constreñimiento ilegal, tesis superada ampliamente dado 
que con tal solución se irrespetaba el principio de unidad de imputación.
La segunda posición, adoptada por el código punitivo actual, fue diferenciar la responsabilidad 
del particular de la del servidor oficial para asignarle distinta consecuencia jurídica a partir 
del concepto diferenciador de autor, por lo que, en los casos señalados, el servidor público 
responderá por el delito de peculado y el particular como un partícipe, valga decir, determinador 
o cómplice, problemática objeto de la presente investigación.
En consecuencia, este ejercicio académico pretende encontrar respuesta a los interrogantes 
planteados por la doctrina y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, en torno al lugar, condición y efectos punitivos propios de la inclusión de 
la figura del interviniente en el Código Penal colombiano de 2000, cuyo enfoque se hace 
tomando como paradigma los delitos contra la administración pública.
Valga aclarar que esta investigación se enmarca conceptualmente en la figura del interviniente, 
referida al contexto de la legislación, doctrina y jurisprudencia de Colombia, razón por la cual 
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se tomará como principales fuentes los autores nacionales y la doctrina de la Sala Penal de 
la Corte Suprema de Justicia, lógicamente, con el apoyo de la abundante producción literaria 
sobre el particular de autores extranjeros quienes, con mayor autoridad, han trazado los 
límites de la figura a la que vengo refiriendo.
 
En ese orden de ideas, la propuesta se encamina a efectuar valoraciones a distintos niveles, 
siempre desde la dogmática jurídico-penal, acudiendo a los planteamientos que desde distintos 
sectores de la doctrina nacional y extranjera han expuesto sus críticas al asunto objeto de 
estudio como punto de partida a lo plasmado por la ley penal nacional y, por supuesto, a lo 
determinado por la honorable Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia.
Se intentará hacer un balance o estado del arte a partir de un criterio diferenciador de autor, 
que incluirá las principales discusiones respecto de la figura del interviniente, destacando de 
manera puntual lo expuesto por el esquema o estructura final del delito, cuyo componente 
regulador de tal instituto se analiza a través de la teoría del dominio del hecho, cuyo origen 
está en los aportes materiales de cada interviniente para establecer la responsabilidad, como 
quiera que sólo será autor quien tenga en sus manos el curso del acontecer causal, y partícipe 
quien haga aportes causales secundarios a la concreción del suceso delictivo.
En busca de tal meta se intentará establecer si conforme a dicha teoría resulta lógico, 
legal y justo asignar responsabilidad menor al particular que materialmente realiza aportes 
superiores al del sujeto activo calificado en los delitos de infracción de deber, aunque éste 
hubiera realizado actividad comportamental menor que la del particular, dado que a la luz 
de lo dispuesto en la ley penal colombiana el interviniente recibe una sanción más benigna 
que la del sujeto activo cualificado. 
 
Así las cosas, se dará una respuesta a la cuestión planteada a la luz de la teoría del delito, 
teniendo como punto de partida las teorías causales, puntualmente la del dominio del hecho, 
para proponer, como se explicará a lo largo del presente trabajo, nuestra visión sobre el 
asunto.
Presentación
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HIPÓTESIS
PregunTa guía
¿De acuerdo a la Ley Penal colombiana (Ley 599 de 2000), la asignación de responsabilidad 
que se hace para el “interviniente” en el último inciso del artículo 30, consulta los estándares 
de equidad y justicia cuando estamos frente a delitos de infracción de deber?
HiPóTesis
¿La asignación de responsabilidad del interviniente en los casos en que actúa como •	
cómplice es la propia de esta figura de la determinación disminuida en una cuarta 
parte de la pena asignada al autor en los delitos especiales?
¿La asignación de responsabilidad del interviniente en los casos en que actúa como •	
determinador es la misma de la pena asignada al autor en los delitos especiales, 
pero disminuida en una cuarta parte?
¿La asignación de responsabilidad del interviniente en los casos en que realiza •	
aportes materiales mayores que los del sujeto activo cualificado debe ser la misma 
de la pena asignada al autor en los delitos especiales?
¿La asignación de responsabilidad del interviniente conforme a lo planteado en el •	
último inciso del artículo 30 del Código Penal, admite afirmar que dicha figura es 
aplicable exclusivamente a la participación y no a la autoría?
¿La asignación de responsabilidad del interviniente conforme a lo planteado en el •	
último inciso del artículo 30 del Código Penal, admite afirmar que dicha figura es 
aplicable tanto a la autoría como a la participación?
¿La asignación de la responsabilidad del interviniente conforme a lo planteado en •	
el último inciso del artículo 30 del Código Penal, puede ser aplicable indistintamente 
en delitos dolosos y culposos?
Hipótesis
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MARCO TEÓRICO PRELIMINAR
Parte de la problemática en la concurrencia de personas a la realización de la conducta 
delictiva es establecer la calidad e importancia de la contribución que hace el interviniente 
en los delitos especiales, de ahí que resulte necesario determinar cómo responde este sujeto 
respecto a los conceptos de autor y participe.
El tema de la autoría y la participación es conocido también bajo la expresión concurso de 
personas, utilizada principalmente por los italianos. Precisamente lATAGliATA denominó así su 
obra, en la que expresa el contenido de la problemática en torno a la participación1. 
Cuando un hecho ilícito es realizado por una sola persona, y se trata de comportamientos 
denominado de propia mano, no existe mayor problema respecto del tema de la autoría, pero 
si varios sujetos ejecutan un delito, la doctrina ha expuesto dos caminos por seguir: por un 
lado, la corriente que sostiene que no hay distinción entre autor y partícipe, es decir, todos 
son autores, y la segunda posición considera que debe distinguirse entre autor y partícipe. 
Con relación a esta segunda postura varían los criterios que sustentan o fundamentan la 
separación entre autor y partícipe.
Para abordar el tema se hará un recorrido por las diversas doctrinas penales que han 
explicado el concepto de autor. FrAnz von liszT sustentó el concepto unitario de autor, en el 
que no se hace una distinción entre autor y partícipe, lo que se comprende porque, como se 
sabe, von liszT se basó en la teoría de la conditio sine qua non, y debido a que esta doctrina 
no soluciona el problema de la autoría mediata ni de la coautoría, se propuso el concepto 
extensivo de autor, postura que no encontró eco ni solución a la problemática planteada, por 
ello se llegó al concepto restrictivo de autor, fundado en el principio de legalidad, sin que 
ofrezca una alternativa al problema de la autoría mediata. 
Welzel propuso la teoría del dominio del hecho que posteriormente es aceptada y desarrollada 
por ClAus roxin, posición que será objeto de análisis en esta investigación. Los conceptos de 
1  LatagLiata, ÁngeLo RaffaeLe (1967). El concurso de personas en el delito. Buenos Aires: Editorial Depalma.
Marco Teórico Prel mi ar
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autor y de partícipe han variado según sea el criterio sobre el cual se erija la Teoría General 
del Delito, de tal manera que, concerniente a ello, se han presentado teorías puramente 
objetivas y subjetivas, y hoy en día las denominadas teorías funcionalistas atienden a la 
manera concreta respecto de cómo se concibe el derecho penal y, más estrictamente, en 
atención a saber cuáles son los principios sobre los que descansa cada elemento de la teoría 
general del delito.
El modelo de imputación penal finalista parte del análisis de la construcción de las estructuras 
jurídico-penales como medidas para atender la realidad social o, en otras palabras, desde 
esta perspectiva se entiende el derecho como herramienta diseñada para “controlar” aquellos 
fenómenos de la realidad social (de diversa naturaleza) que por su condición de lesividad 
ameritan la intervención del Estado mediante el ejercicio del ius puniendi, sin embargo, para 
cumplir esa finalidad es menester que los procesos de creación de la norma y de aplicación 
de la misma respeten las estructuras lógico-objetivas de la materia de regulación, ya que en 
ausencia de esta “condición de posibilidad” la norma podría ser considerada contradictoria 
o falaz2. 
Pues bien, toda norma jurídica es el reflejo de un bien jurídico, y por ello los tipos penales 
como normas jurídicas no son la excepción, dado que tienen como objeto a bienes jurídicos 
concretos, entendidos como instrumentos dinámicos y funcionales utilizados para la 
satisfacción de las necesidades de su titular, lo cual los ubica en una posición de riesgo 
constante, como objeto de abuso por terceros, así, es necesario regular su uso, mediante la 
restricción y/o prohibición a terceros, sin perder de vista que el derecho penal es un derecho 
tardío, ya que es aplicado cuando el bien jurídico ya ha sido vulnerado, por lo que su análisis 
se ha ampliado a los fines que se esperan de la imposición de una pena, haciendo que la 
tarea real del derecho penal sea la de reafirmar la vigencia del valor mancillado con el acto 
y así fortalecer la actitud de fidelidad y obediencia de los ciudadanos al derecho3.
2  WeLzeL, Hans (1980). Derecho penal alemán. Santiago de Chile: Ediciones Jurídicas del Sur, pp. 11-43.
3  gRacia MaRtín, Luis. Fundamentos del sistema de derecho penal (una introducción a las bases de la dogmática 
penal del finalismo. Primera parte. Fundamentos normativos, normológicos y materiales del Derecho Penal. Sin 
editar.
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OBJETIVOS
generaL
Analizar y determinar el grado de responsabilidad penal atribuible al tercero interviniente 
en los delitos de sujeto activo cualificado, denominados especiales o de infracción de 
deber, entre ellos los delitos contra la Administración Pública, en el marco de la ley penal 
colombiana (Ley 599 de 2000).
esPeCíFiCos
Determinar, si la conducta del interviniente es predicable de la categoría denominada •	
autoría en los delitos de infracción de deber, de acuerdo a la legislación nacional.
Establecer, si la conducta del interviniente puede ser ubicada en la categoría de la •	
participación de conformidad con la legislación penal colombiana. 
Identificar si el descuento punitivo otorgado al interviniente por la Ley 599 de 2000 •	
corresponde a los estándares de justicia de un derecho penal de acto. 
Establecer si el marco punitivo previsto en el Código Penal colombiano para el •	
interviniente es consistente con la teoría del derecho penal de acto.
Objetivos
La ubicación del interviniente en los delitos que protegen el bien jurídico de la Administración Pública 24
La ubicación del interviniente en los delitos que protegen el bien jurídico de la Administración Pública 25
METODOLOGÍA
La investigación propuesta es bibliográfica y para tal cometido se realizará un pormenorizado 
estudio de la figura del interviniente, para lo cual se adelantará la revisión de los textos de 
autores nacionales y extranjeros donde se haya analizado dicho instituto.
Punto de especial interés merecerá el estudio de los delitos de infracción de deber, 
diferenciándolos de los delitos comunes o de comisión ordinaria en los que no hay referencia 
a cualificación alguna en el sujeto activo, como ocurre en los delitos contra la Administración 
Pública, cometido que se abordará teniendo en cuenta las pautas diseñadas por WiTker4.
Se compondrá de tres capítulos en los que será necesario hacer una amplia explicación 
de los principales elementos que desde el punto de vista estructural han establecido las 
características y exigencias de autores y partícipes, y cómo su influencia ha irrigado al Código 
Penal de Colombia.
En efecto, el primer capítulo se denominará El concepto de conducta en derecho penal, donde 
se hará el recorrido histórico y una amplia explicación de las teorías que universalmente 
han sido hito en la formulación teórica del concurso de personas en el comportamiento 
delictivo.
Sobre el particular, debe precisarse que para llegar al concepto del interviniente la doctrina 
y jurisprudencia universales debieron construir sendas discusiones para establecer quién es 
autor, cuál el concepto que del mismo se tiene, bien como criterio unitario ora desde la vertiente 
diferenciadora, y el por qué se considera que el concepto medular en toda la discusión es 
entender el del autor, y el secundario el del partícipe.
Igualmente será objeto de ese primer capítulo establecer el grado y la importancia material 
del aporte de cada interviniente en el comportamiento delictivo, para concluir con las tesis 
objetivas, subjetivas e intermedias o mixtas, y determinar el grado de participación.
4  WitkeR, JoRge (1986). Cómo elaborar una tesis en derecho. Madrid: Editorial Civitas, p. 96. 
Metodología
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Indudablemente una construcción como la esbozada implica recorrer, suficientemente, todas 
las teorías causales hasta aproximarnos a las nuevas tendencias en materia de conducta, 
incluidas las tesis funcionalistas.
Dicho capítulo nos mostrará, decisivamente, cuál ha sido la problemática de la autoría y 
la participación, y nos dejará a las puertas de la diferencia de tales institutos cuando nos 
enfrentamos a comportamientos delictuales cuyo sujeto activo es cualificado, como es el 
caso de peculado por apropiación, en los que concurren a su realización no solo el intraneus 
sino particulares que hacen intervenciones más o menos importantes para la concreción del 
resultado.
Un segundo capítulo se denominará Los delitos de infracción de deber y la figura del 
interviniente, donde necesariamente se hará una explicación lo suficientemente enriquecedora 
como para demostrar la intimidad de esta clasificación delictiva y su importancia en el contexto 
universal, poniendo de presente las coincidencias y diferencias que pueda existir entre estos 
comportamientos y los denominados ordinarios o sin sujeto activo cualificado.
Ciertamente, tema central en los planteamientos propuestos por los manuales de Derecho 
Penal en Colombia y el exterior traen una gran discusión en torno a los delitos de infracción de 
deber y los delitos comunes, por ello es importante profundizar en los elementos estructurales 
de cada una de esas categorías, sus fundamentos, naturaleza jurídica y la punibilidad, son 
apenas algunos de institutos que robustecen la discusión y soportan la importancia e interés 
de la presente investigación.
Hablar de delitos especiales (para el caso, aquellos que protegen el bien jurídico de la 
Administración Pública) requiere un amplio espectro de posibilidades y explicaciones que 
permitan acompasar en términos de equidad las sanciones a imponer en los delitos especiales 
cuando en ellos han participado o intervenido personas distintas a quienes ostentan la calidad 
de sujetos activos cualificados.
Los delitos especiales, verbi gratia (Administración Pública), implican una serie de interrogantes, 
dada la especial condición, pues en medio de ello se debe soportar si dichos comportamientos 
merecen el mismo tratamiento que los delitos comunes o cuál la razón para que en los 
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primeros se le dé más relevancia al deber incumplido que al aporte material que conduce al 
daño del bien jurídico tutelado por la norma penal.
Así las cosas, el tercer y último capítulo de la investigación se circunscribirá a formular los 
planteamientos expresados por la doctrina nacional y extranjera sobre la figura del interviniente, 
para cotejarlos con las decisiones de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
con la finalidad de establecer el alcance que de la figura hace nuestra más alta Corporación 
de justicia ordinaria, pues de ella se extractará los elementos esenciales de la discusión, y si 
ellos consultan lo estipulado por la ley penal en torno a la figura estudiada.
En el mismo sentido, dicho estudio permitirá llegar a conclusiones definitivas sobre la figura del 
interviniente y su aplicación en nuestros medios, resaltando si de acuerdo a los planteamientos 
de la doctrina nacional, extranjera y de la Sala Penal de la Corte Suprema, se ha dado el 
correcto entendimiento y aplicación a la figura por parte de nuestros operadores jurídicos.
Metodología
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INTRODUCCIÓN
El presente trabajo de tesis para optar al título de Magister en derecho penal, intitulado “La 
ubicación del interviniente en los delitos que protegen el bien jurídico de la administración 
pública”, dentro del programa de Maestría en Derecho de la Universidad Nacional de Co-
lombia, es una investigación de carácter bibliográfica en la que se examina a profundidad 
la figura del “interviniente” en la legislación penal colombiana.
En un detenido análisis investigativo se pone de presente las características del instituto 
aludido, describiendo sus principales notas, la ubicación en el Código Penal, la problemática de 
la figura en el contexto de nuestra legislación y, por supuesto, las discusiones presentadas al 
interior de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en torno a dos aspectos 
que finalmente redundarán en la posición de la suscrita sobre los aspectos determinantes del 
tema planteado, a saber: de una parte establecer si la figura del interviniente es autónoma 
o simplemente de referencia, y de otra determinar si conforme a la ubicación de la misma y 
sus efectos jurídicos, la punibilidad de tal instituto corresponde a doble descuento o sólo a 
una cuarta parte de la pena impuesta al autor del delito especial.
Para culminar el trabajo se adelantó una investigación bibliográfica que cubrió la consulta 
informal a reconocidos penalistas del país, como guía y orientación del tema, así como un 
recorrido por diversas bibliotecas de la ciudad de Bogotá, donde pude constatar la importancia 
y complejidad de la tarea a realizar, razón suficiente para elegir como marco teórico la discusión 
que en Colombia y el exterior ha generado la figura del interviniente, por lo que debí nutrirme 
de bibliografía de autores nacionales, como los destacados profesores AlberTo suárez sánChez 
(Autoría y Participación) y mArio sAlAzAr mArín (Teoría del delito), al igual que de distinguidos 
tratadistas internacionales, entre ellos ClAus roxin (Autoría y Dominio del Hecho en Derecho 
Penal) y víCTor Gómez mArTín (Los Delitos Especiales), en cuyo conocimiento se basan las 
fuertes polémicas que en Colombia ha generado la aplicación de la figura del interviniente.
Herramienta de trabajo importantísima fue la consulta de la internet, cuya utilidad me permitió 
agilizar la búsqueda del material bibliográfico y afianzar algunos de los tópicos que constituyen 
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pilares de esta tesis, entre ellos la ubicación de las sentencias de la Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, sobre la materia objeto de investigación.
En consecuencia, fueron diseñados tres capítulos cuyo contendido describe, en los dos 
primeros, las discusiones que a nivel interno y externo vienen moviendo la aplicación del 
instituto del “interviniente”, recabando en la descripción de la figura si es autónoma o de 
referencia y en la punibilidad, todo ello dependiendo de la ubicación que se haga de la misma 
en el Código Penal, llegando a una serie de conclusiones, que precisamente hacen parte 
del tercer capítulo, donde se plantea una constelación de casos-solución a la luz de la ley 
penal colombiana y la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia.
Este estudio dio paso a establecer un estado del arte en el que se incluyó la perspectiva 
de la figura del interviniente como parte central de la discusión de la teoría del delito a nivel 
universal, aunque se quiso delimitar el marco de estudio a los delitos que atentan contra el 
bien jurídico de la Administración Pública, en un intento por ejemplificar con ellos algunos 
de los delitos especiales o de infracción de deber, propósito que le otorga mayor validez a 
la investigación.
Ciertamente, en el Capítulo Primero se partió del concepto medular en la discusión universal, 
y ese fue el concepto de acción en derecho penal al cual se llega haciendo un recorrido 
histórico-doctrinal de los esquemas del delito, método que nos permite introducir los principales 
planteamientos de la autoría y la participación, como quiera que acción o conducta corresponde 
a los seres humanos como expresión de su materialidad y racionalidad, y en tal medida, de 
la cantidad o calidad de aporte que haga cada persona en la realización delictiva dependerá 
la calidad y cuantía de sanción a imponer, aún en tratándose de delitos especiales, donde 
cobra papel determinante la participación de personas que no cuentan con las calidades 
exigidas por el tipo penal para ser autores.
Dentro del mismo capítulo se describió los sujetos activos en la conducta delictiva, sus 
especies y características en cuanto a la cualificación o no del mismo, con lo cual se demostró 
que frente a los delitos especiales la cualificación del sujeto activo es determinante para la 
imputación del comportamiento, asignación de responsabilidad y cómputo de sanción.
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Así mismo, fueron objeto de estudio las categorías pertenecientes a la autoría y la 
participación criminal, en tanto con ellas se mostraron conceptos neurálgicos para establecer 
la responsabilidad del interviniente, tales como la autoría, las clases de autor, el concepto de 
autor acogido por la ley penal colombiana, y la participación –determinador y cómplice– y la 
figura del interviniente de acuerdo a la ubicación dada por el legislador colombiano, como 
elemento central de estudio en este trabajo.
En el Capítulo Segundo fue estudiada, con el mayor detenimiento, la problemática de los delitos 
especiales, resaltando los deberes asignados a cada persona en el modelo constitucional 
adoptado por Colombia.
Se explicó suficientemente, y desde un punto de vista histórico los conceptos de intraneus y 
extraneus, como preludio a las definiciones de los delitos especiales a la luz de las tendencias 
del constitucionalismo universal, donde la asignación de deberes a ciertas personas por razón 
del rol que desempeñan en la sociedad les impone ciertos retos y obligaciones no asignadas 
a los particulares. 
Para lograr dicho cometido fue elaborada una contraposición entre delitos comunes y delitos 
especiales, entre otros, para pasar a estudiar cómo opera la autoría y la participación en los 
delitos especiales, tomando como prototipo aquellos que atentan contra el bien jurídico de 
la Administración Pública, estableciendo la forma en que responde cada participante, y en 
concreto el interviniente, de acuerdo a la teoría de los delitos especiales o de infracción de 
deber.
Finalmente, en lo concerniente al Capítulo Tercero, se debe resaltar el pormenorizado análisis 
hecho sobre la figura del interviniente desde diferentes ópticas, para establecer su ubicación 
de acuerdo a la ley penal colombiana, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y 
las posiciones de la doctrina en torno al tema.
En ese orden de cosas, fue necesario hacer una revisión crítica de la jurisprudencia de la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia para aproximarnos a lo que se puede considerar 
el aporte de mi trabajo a la ciencia del Derecho Penal colombiano, es decir una constelación 
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de casos o situaciones en donde se toma postura por una tesis que permita la solución, 
que a mi juicio sería la correcta, preservando los principios del derecho penal de acto y los 
estándares internacionales de verdad, justicia y reparación, en los casos en los que exista 
participación del extraneus en delitos especiales.
Al finalizar la investigación se consideró conveniente plantear las conclusiones generales, 
donde se establece el punto de vista de la autora de este trabajo en torno a la ubicación 
del interviniente en el sistema del Código Penal (Ley 599 de 2000), su sanción y los 
rasgos de justicia que en torno a esta figura se debaten, las cuales no necesariamente son 
coincidentes.
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CAPÍTULO I
EL CONCEPTO DE CONDUCTA 
EN DERECHO PENAL
Se pretende en este capítulo sentar las bases del marco teórico cuyo objetivo principal es 
servir de soporte para mantener las discusiones que posteriormente se presentarán entre 
las diversas posiciones, valga decir, legales, jurisprudenciales y doctrinales, acerca de la 
figura del interviniente, como quiera que del concepto de acción o conducta1 que establezca 
el Código Penal dependerá la calidad, cantidad de aporte del interviniente en la realización 
delictiva y consecuentemente la sanción a imponer.
Por su puesto se parte del estudio de la acción, para este trabajo conducta2, por ser concepto 
neurálgico en tanto los tipos penales hacen descripción de conductas humanas, y por ello en 
todos debe aparecer dicho elemento que resulta indispensable para atribuir la responsabilidad 
de quienes intervienen en el delito y la asignación de pena.
En verdad el concepto de conducta en Derecho Penal debe partir del supuesto según el cual 
dicha figura es una de las más controvertidas de esta rama del derecho, como quiera que 
de la misma se han trenzado ardientes polémicas en el contexto universal3, dado que en la 
teoría del delito se ha discutido históricamente si la acción corresponde a un concepto sobre 
el cual se predica las características de ser típica, antijurídica y culpable, o si se trata de un 
concepto intrascendente sin importar lo que se predique de ella.
1 Para los efectos de este trabajo se adopta la expresión –conducta– por ser más precisa para determinar los 
comportamientos que realizan los seres humanos, cuyo contenido se acomoda a los postulados del Derecho Penal 
de acto.
2 ibÁñez guzMÁn, augusto José (1998). Apuntes de Derecho Penal. Parte General. Bogotá: Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, p. 169.
3 agudeLo betancuR, nódieR. Curso de Derecho Penal. Esquemas del delito. 4ª ed. Medellín: Ed. Nuevo Foro. 
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Desde un punto de vista meramente conceptual se entiende por tal expresión:
“(Del lat. conducta, conducida, guiada) f. Porte o manera con que los hombres 
gobiernan su vida y dirigen sus acciones”4. 
En efecto, la expresión denota la forma de actuar del ser humano5, comprensiva de un hacer 
y de un no hacer algo, es decir, cuando nos referimos a la conducta en sentido jurídico-penal 
la entendemos de dos formas: como la posibilidad de los seres humanos de realizar un 
comportamiento positivo, es decir un hacer, o la potestad de dejar de realizar determinada 
acción, lo que es lo mismo, un no hacer, o finalmente, como lo dice velásquez velásquez, 
“la conducta en sus distintas manifestaciones no es una creación artificial de ningún 
filósofo o legislador, sino un concepto extraído de la vida real, que se expresa en 
el continuo tráfico social, pues los hombres son seres que viven y actúan en un 
determinado contexto histórico”6.
Otros exponentes del pensamiento penal, como zAFFAroni, equiparan la conducta a la 
acción, clamando por la construcción de un concepto jurídico-penal de acción como parte 
de la realidad e historia del poder punitivo del Estado que recae sobre estereotipos y con 
anterioridad al juicio de tipicidad7.
De cualquier manera la conducta se define como la forma de actuar de los seres humanos, 
y denota la manera en que ellos gobiernan sus vidas, es decir sus acciones, y como tal en la 
configuración de la conducta delictiva se tiene como cierto que a ella concurre el aporte de 
una o varias personas, y de la importancia material o jurídica del mismo depende la atribución 
de responsabilidad.
4 ReaL acadeMia españoLa (1992). Diccionario de la Lengua Española. 21ª ed. T. I. Madrid: Ed. Espasa Calpe, 
S.A.
5 WeLzeL, Hans (1979). Introducción a la Filosofía del Derecho. Madrid: Ed. Aguilar, p. 5.
6 VeLÁsquez VeLÁsquez, feRnando (1994). Derecho Penal. Parte General. Bogotá: Edit. Temis, p. 287.
7 zaffaRoni, eugenio RaúL; aLegia, aLeJandRo y sLokaR, aLeJandRo. Derecho Penal. Parte General. Buenos Aires: 
Ed. Ediar, p. 383.
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No obstante, la conducta para efectos jurídico-penales es entendida como la manifestación de 
la vida real, expresada en el tráfico social como comportamiento positivo o de acción, y como 
omisión o de un no hacer, con un contenido de voluntad, sobre el cual se han presentado 
diversas discusiones plasmadas en los esquemas del delito a partir del concepto propio de 
las ciencias naturales.
1. LA CONDUCTA COMO EXPRESIÓN DE LAS 
CIENCIA NATURALES
Una estructuración verdadera de la teoría del delito se inicia con los estudios realizados 
por la doctrina universal8 de los esquemas del delito como parte de un derecho penal más 
depurado y científico, entendido como ciencia, luego de superar las etapas de la construcción 
de un derecho penal incipiente como lo fue la creación de las escuelas del derecho penal, 
particularmente la clásica9, positiva10, la terza scuola11, entre otras, para orientarse a la 
búsqueda de una construcción verdaderamente sistemática, razonada y con rasgos de 
ciencia, lo que dio lugar al estudio del delito y en particular del derecho penal a través de los 
esquema del delito, los cuales se inspiraron en el modelo propio de las ciencias naturales, 
con el fin de hacer una mejor comprensión de los componentes del delito, por lo que crearon 
el tríptico de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, precedidos de la acción.
En efecto, bajo estos criterios se entendió como noción dominante de la construcción de un 
derecho penal y de la teoría del delito a la acción o conducta desde finales del siglo XIX y 
los años 30 del siglo XX, para lo cual se nutrieron de las ciencias naturales12, su método y 
objeto de estudio, permitiendo levantar una estructura del hecho punible, conocida hoy como 
causalista por estar inspirada en la concepción causal de las ciencias naturales13.
8 WeLzeL. Ob. cit., pp. 6 y ss.
9 Tuvo como principal exponente a fRancesco caRRaRa, quien entendió el delito como un sistema bipartito compuesto 
por un aspecto objetivo y otro subjetivo.
10 Su estandarte fue enRico feRRi, para quien el derecho penal era sólo una parte de la sociología criminal.
11 ManueL caRneVaLe fue uno de sus principales voceros, al proclamar un sistema mixto entre los clásicos y 
positivistas.
12 WeLzeL. Ob. cit., pp. 110 y ss.
13 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 292.
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En ese contexto se entendió que la acción o conducta14 debía estar presente siempre a la 
hora de definir la estructura típica del comportamiento delictivo, y por lo mismo tal elemento 
sería considerado medular en esa construcción en tanto sólo se podía ser responsable de una 
conducta que tuviera las características de ser típica, antijurídica y culpable, con lo cual se 
perfiló un causalismo naturalista, para luego dar paso a uno causal-valorativo y más adelante 
a un concepto final de acción, sin desconocer que las modernas teorías funcionalistas, valga 
decir la teoría de la imputación objetiva, parten igualmente de conceptos causales como 
piedra angular del modelo de conducta.
Fue así como se estructuraron los esquemas clásico, neoclásico o causal naturalista y el 
finalismo, cuyos contenidos resultan de ineludible mención para establecer lo determinante 
en la estructura del hecho punible y en especial en lo que refiere a la configuración de la 
conducta, como se observa en lo que sigue de esta investigación.
1.1 La ConduCTa en eL esquema CLásiCo deL deLiTo
La transformación de la estructura del derecho penal y con él del delito hizo que se construyera 
un tríptico del cual hoy es usual hablar, pero que en su recorrido histórico debió soportar una 
serie de críticas y tropiezos, para la época insuficiente o incapaz de dar respuesta a todas 
las situaciones que en el mundo social se presentaban.
En este orden de ideas, es necesario revisar someramente las principales características 
de este modelo para entrar a determinar las propiedades, elementos e importancia de la 
conducta de acuerdo a los postulados de tal esquema.
En consecuencia, el modelo clásico del delito, denominado también Liszt-Beling, por ser 
creación de estos importantes juristas15, muestra las características del delito como elementos 
14 RanieRi, siLVio (1975). Manual de Derecho Penal. T. I. Parte General. Bogotá: Edit. Temis, p. 288.
15 Von Liszt fRanz y eRnest Von beLing, respectivamente.
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independientes y totalmente deslindables. Dividieron el esquema en cuatro partes o elementos: 
en el primer segmento se encontraba la acción y en los restantes la tipicidad, la antijuridicidad 
y la culpabilidad16.
Consideró los elementos del delito en dos secciones: una meramente objetiva y otra 
exclusivamente subjetiva. Lo objetivo estaba conformado por la acción, la tipicidad y la 
antijuridicidad, y lo subjetivo lo configuraba la culpabilidad, por manera que a lo objetivo 
pertenecía una acción típica y antijurídica cuya característica esencial era ser exclusivamente 
objetiva, es decir, que frente a ellos no había elementos valorativos con los cuales se 
estructuraba la primera exigencia del comportamiento delictivo.
Así, la conducta es presentada como un hecho de la naturaleza, fría, sin ninguna característica 
distinta a su expresión natural, siendo suficiente un movimiento corporal acompañado de un 
fragmento de voluntad humana que se concreta en un simple impulso.
En tal esquema se define la acción como “una mutación del mundo exterior”17, ya que el 
resultado debe ser causado por “un movimiento corporal; el movimiento corporal y el resultado 
deben estar en relación de causa a efecto”.
En tal caso, el propulsor de la teoría le otorgó a la acción tres condiciones: a) ser manifestación 
de voluntad; b) el resultado, y c) la relación de causalidad.
En consecuencia, la acción entendida de esta manera le imprime vida al tipo penal, haciendo 
de la tipicidad la característica de ser objetiva, permitiéndole asumir un papel netamente 
descriptivo, sin ningún elemento valorativo ni subjetivo, lo cual significaba que a la tipicidad 
únicamente le importaba la existencia del resultado como consecuencia de la acción y el 
nexo entre ésta y aquél.
Así, se dirá que la acción es simple modificación del mundo exterior perceptible por los 
sentidos, cuya valoración le corresponde a la antijuridicidad, siendo ella un elemento objetivo 
16 Von Liszt, fRanz (1917). Tratado de Derecho Penal. T. II. Madrid: Ed. Reus, p. 292
17 Von Liszt. Ob. cit., p. 292.
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valorativo que no tiene en consideración ningún elemento subjetivo. Es decir, que en tanto 
la tipicidad es objetiva, sin elementos valorativos y subjetivos, la antijuridicidad aprecia a la 
tipicidad con elementos valorativos subjetivos, y en consecuencia las acciones o conductas 
que interesa y valora el derecho penal son sólo aquellas antijurídicas, o sea las que están 
objetivamente en contradicción con el orden jurídico del Estado18.
En este esquema la acción constituye un concepto medular, pues posee una doble función: 
por una parte, limitadora, dado que sólo importa para el derecho penal lo que sea acción, 
en consecuencia no todos los acontecimientos que pudieran darse en el mundo exterior son 
de interés para el derecho penal, tan sólo los que constituyan acción, y por otra la acción 
cumple un papel de concepto base, fundante o piedra angular en la construcción dogmática, 
puesto que constituye un eje sobre el cual giran los demás elementos del delito, o sea, la 
acción típica y la acción antijurídica.
Efectivamente, a las otras características del delito se les asigna una función limitadora del 
espacio de la acción, en tanto el injusto (acción típica más acción antijurídica) es objetivo, 
pues comprende además lo objetivo-descriptivo de la tipicidad, lo objetivo-valorativo de la 
antijuridicidad, reservando lo subjetivo a la culpabilidad.
Ahora bien, en torno a la culpabilidad se debe partir del concepto de voluntad sobre la cual 
hay una división, dado que en la acción típica queda un simple impulso, llamado comúnmente 
voluntariedad, es decir, un comportamiento corporal voluntario que podía consistir en un hacer, 
un no hacer u omisión, pero es en la culpabilidad donde se acredita la relación psicológica, 
pues ella consiste en una relación psicológica-subjetiva entre el sujeto y el hecho típico y 
antijurídico mediante dolo y culpa. En consecuencia la culpabilidad es la relación subjetiva 
entre el acto y el actor, la cual se agotaba en el dolo y la culpa que son sus grados.
Puestas así las cosas, podríamos condensar lo expuesto diciendo que para este modelo 
de pensamiento la estructura del delito está conformada por una acción típica, antijurídica y 
culpable, de donde la acción es simple inervación muscular perceptible por los sentidos, de 
la cual se predica un contenido meramente objetivo, cuya compañía es la antijuridicidad para 
18 Von beLing, eRnest (1994). Esquema del Derecho Penal. La doctrina del delito tipo. Buenos Aires: Ed. Depalma, 
pp. 21 y 22.
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hablar de acción típicamente antijurídica con componentes exclusivamente objetivos en la 
acción típica, y objetivo-valorativos en la antijuridicidad, lo cual significa que en la acción hay 
un plus de voluntad, llamado voluntariedad, para dejar lo subjetivo del delito en la culpabilidad. 
Es decir que para que exista acción es suficiente con que el sujeto haya querido algo, pero 
ese algo querido no es un asunto que se averigua en la acción sino en la culpabilidad, dado 
que el delito es acción típica, antijurídica y culpable, y sólo en la culpabilidad se estudia el 
elemento subjetivo del delito19.
Bajo tal premisa se parte entonces de un concepto causal en el que cualquier aporte a la 
conducta delictiva se consideraba indispensable, suficiente y equivalente para la producción 
del resultado, por ello el criterio de responsabilidad penal partía de la equivalencia de las 
condiciones, moderada posteriormente con la denominada conditio sine qua non. 
Ciertamente la teoría defendida por sTeFAn GlAser y von buri partía de un concepto causal 
natural, según el cual todas las condiciones del resultado tienen idéntica y equivalente calidad 
causal, debido a que todas las causas, desde la creación de la humanidad, son trascendentes 
para la producción del resultado, de tal manera que frente a esta concepción todos los 
aportes materiales del comportamiento delictivo tienen igual valor y, por lo mismo, todos los 
intervinientes se consideran autores de la conducta delictiva.
Dado el absurdo de una tal concepción, se requería limitar la extensión al infinito de la 
cadena causal, por tal razón se acudió a la “teoría de la condición” o conditio sine qua non, 
a través de la cual se distinguió entre las condiciones positivas (acciones) y las negativas 
(omisiones). Sobre las primeras, se decía, entonces, que una acción es causa de un resultado 
si, suprimida mentalmente su realización, éste no se hubiere producido. Por ejemplo, así 
sucede cuando:
“Pedro acomete con un puñal a Diego y éste sufre una lesión que le ocasiona un 
mes de incapacidad, basta con suprimir mentalmente la acción de lesionar (hipo-
téticamente) para inferir que sin ella no hay resultado, de donde puede predicarse 
que la acción de Pedro es causa de la lesión de Diego”20.
19 agudeLo betancuR, nódieR (2010). Curso de Derecho Penal. Esquemas del Delito. Medellín: Ediciones Nuevo 
Foro, p. 57.
20 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 334.
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Sobre las segundas, es decir las omisiones, se dijo que debía realizarse un procedimiento 
inverso para establecer la causalidad, de conformidad con la cual una omisión sería causa 
del resultado si, supuesta mentalmente la realización de la acción omitida, aquél hubiera sido 
evitado, como cuando el guardavías no baja la vara del tren y se produce un choque con un 
vehículo de pasajeros quienes perecen, en cuyo ejemplo basta con suponer mentalmente 
que si el guardavías hubiera bajado la vara el resultado muerte no se hubiera producido, de 
lo cual se concluye que la omisión del guardavías es causa del accidente y, por ende, de la 
muerte de los pasajeros del vehículo.
1.1.1.  Críticas al esquema clásico del delito
No obstante la solidez que inicialmente soportaba este modelo conceptual, fueron abundantes 
y demoledoras las críticas formuladas a liszT y belinG, dado que los sucesores de los padres 
del causalismo demostraron que la composición de la estructura del delito no se daba en 
campos perfectamente separados, en tanto acción, tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad 
no eran totalmente independientes sino fenómenos entrelazados.
Efectivamente, explicaron que los elementos del delito en campos perfectamente delimitados 
no existe, ya que no era posible señalarle estancos o mojones totalmente infranqueables a 
lo descriptivo, lo valorativo y lo subjetivo, inclusive se llegó a la conclusión que la estructura 
del delito era unitaria, tal como lo afirmara edmund mezGer.
En realidad la composición del esquema clásico del delito era bastante simple y eso le permitió 
presentarse como un modelo ciertamente claro y sólido, con la suficiencia conceptual como 
para solucionar todos los casos posibles, dado que, en estricto sentido, el esquema planteaba 
lo objetivo en el tipo y lo subjetivo en la culpabilidad, lo que le daba certeza y confiabilidad, 
pero esa firmeza pronto se vio debilitada cuando se le cuestionó sobre la omisión, puesto 
que ella no se podía determinar mediante la constatación de la realidad empírica, sino a partir 
de valoraciones. En igual sentido, no podía ese modelo explicar los ingredientes subjetivos 
y normativos del tipo penal, por lo tanto el tipo no siempre puede establecerse con base en 
criterios meramente objetivos; desde el ángulo de la antijuridicidad se le criticó por ser un 
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concepto objetivo, e igualmente se criticó a la culpabilidad, en tanto no se aceptó que se 
tratara de un nexo puramente psicológico, dado que no podía explicar fenómenos como la 
culpa inconsciente.
Ante tal panorama, el esquema clásico no tuvo alternativa distinta a dar paso al modelo causal, 
neoclásico o causal valorativo, quien se encargó de aproximar soluciones a las contundentes 
críticas planteadas al paradigma del causalismo naturalista, como se verá a continuación.
1.1. La ConduCTa en eL esquema neoCLásiCo o CausaL deL deLiTo
Como se mencionó en párrafos anteriores, el resquebrajamiento de sistema Liszt-Beling, surge 
de una consideración elemental, cual era que la acción no podía ser tenida como un concepto 
superior en la estructura del delito, dado que ella no comprendía tanto los comportamientos 
positivos como los negativos, porque de ser así se tendría a las dos nociones como realidades 
iguales, en tanto, si la acción es un comportamiento positivo y la omisión es negativo, la 
noción de acción no puede abarcar a las dos, pues ellas no pueden ser colocadas bajo un 
concepto superior común, y por ende acción y omisión deben permanecer independientes 
una junto a la otra21.
Obsérvese que para el esquema clásico la acción constituyó “piedra angular”, puesto que se 
consideró el eje de la construcción dogmática y, desde ella, se reputaba ciertas características 
de la misma, como las de ser esa acción típica, antijurídica y culpable. No obstante, en el 
nuevo modelo dicha acción ya no podía ocupar ese papel superior, porque cuando se comparó 
su definición con la naturaleza de ciertos delitos en los cuales no había cambio en el mundo 
exterior perceptible por los sentidos, de todas formas había acción típica y antijurídica.
Explicaron, lo sucedido en el delito de injuria, pues en tal caso el concepto de acción se 
desdibuja, debido a que allí no hay propiamente una modificación del mundo exterior 
perceptible por los sentidos, aunque los causalistas consideraban que en ese evento había 
unas “vibraciones de aire y de procesos fisiológicos en el sistema nervioso”22, a lo cual 
21 Roxin, cLaus (1997). Derecho Penal. Parte General. Madrid: Civitas, p. 244.
22 Von Liszt. Ob. cit., p. 63.
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respondieron los neoclásicos que en verdad en esos casos lo que se debía observar no 
era modificación del mundo exterior, sino un ataque a la integridad moral de la víctima, una 
manifestación de desprecio al honor de la persona ofendida, es decir, lo que debía reprochar 
el derecho penal no eran simples modificaciones naturalísticas, sino fijar su atención en las 
valoraciones.
Igualmente fueron demoledoras las críticas relacionadas con la omisión, llegando a la 
conclusión que era imposible constatar la omisión a partir de la simple modificación del 
mundo exterior, porque el sólo actuar no era suficiente para atribuir responsabilidad en tanto 
lo irreprimible para el derecho penal era el no actuar teniendo el deber jurídico de hacerlo, 
componente que escapa a lo empírico y se incrusta en lo valorativo. Sirva el caso de la omisión 
de denuncia como ejemplo, pues allí lo que se debe demostrar no es el comportamiento 
negativo del autor sino la violación al deber de actuar. Es decir que para este esquema la 
esencia de la omisión no es el simple no hacer, sino en no evitar algo que se tenía el deber 
jurídico de impedir, lo cual demuestra que lo determinante en la responsabilidad no es lo 
fenomenológico, sino lo valorativo.
Entendieron también los neoclásicos lo incorrecto de la teoría anterior expresando que 
lo objetivo de la estructura del delito era la tipicidad y la antijuridicidad porque dichos 
estancos debían tener elementos subjetivos y normativos, de tal manera que la tipicidad era 
prevalentemente objetiva, pero con la presencia de algunos elementos subjetivos para la 
existencia de la antijuridicidad, porque si el tipo penal es la descripción de lo que se considera 
socialmente dañoso, en los casos en los que lo socialmente dañoso dependa de ciertos 
elementos subjetivos, ellos deben quedar incluidos en el tipo.
Con dicha posición se comprendió que la constatación de tipicidad y antijuridicidad no es 
asunto a definir desde la órbita exclusiva de la modificación del mundo exterior perceptible por 
los sentidos, tal como era aceptado para las ciencias naturales, sino que con la influencia del 
neokantismo23 se demostró que eran las valoraciones las que podía determinar la existencia 
de un comportamiento típico y antijurídico, por eso el tipo penal debía contener ingredientes 
23 El neokantismo fue un movimiento filosófico europeo, de origen predominantemente alemán, que preconizó un 
retorno a los principios filosóficos de la doctrina de iMManueL kant.
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que demostraran la subjetividad del autor de la conducta, al igual que elementos valorativos, 
a partir de los cuales se constataría el daño.
Tómese varios ejemplos para ampliar la idea propuesta. Objetivamente el acto de privar 
de la libertad a una persona puede o no describir la conducta de secuestro, pero es sólo a 
partir de las valoraciones que de esa acción se haga cuando se puede establecer si estamos 
ante un delito de secuestro o de abuso de autoridad por privación ilícita de la libertad. Es la 
existencia de ciertas valoraciones y subjetividades en donde podemos encontrar la tipicidad 
y antijuridicidad del comportamiento.
En el delito de hurto la constatación material del acto de apoderamiento de una cosa mueble 
ajena no permite derivar un juicio de tipicidad, y menos de antijuridicidad, pues éste únicamente 
se podrá constatar mediante la inclusión de un elemento subjetivo, o lo que es lo mismo, un tal 
apoderamiento debe realizarse con la finalidad de obtener provecho para sí o para un tercero; 
de no constatarse dicho elemento o ingrediente subjetivo, la conducta deriva en atípica.
En general podemos concluir, de acuerdo con los neoclásicos, que no siempre que estemos 
frente a modificación del mundo exterior nos encontramos ante un comportamiento típico, 
en tanto la existencia de ingredientes subjetivos y normativos en ciertos eventos determinan 
o no la existencia de un tipo penal. 
En el terreno de la culpabilidad este modelo conceptual derrumbó la tesis del esquema clásico 
que entendía dicha categoría dogmática como una relación eminentemente psicológica, para 
llevarla a una concepción psicológico-normativa.
En el modelo anterior se presumía que siempre que existiera relación psicológica en el autor 
y el hecho había culpabilidad, pero para los neoclásicos dicha tesis resultaba insuficiente 
porque demostraron que en ciertas ocasiones en que había nexo psicológico entre el autor 
y el hecho, aún así, no existía culpabilidad24, significando con ello que frente a un mismo 
hecho podría haber diversas formas de vinculación psicológica y, en consecuencia, diferentes 
24 ReinHaRd, fRank (2004). La estructura del concepto de culpabilidad. Montevideo-Buenos Aires: Ed. B de F. 
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grados de culpabilidad. Así, explicaron el manido ejemplo traído por la doctrina, pero que 
permite visualizar con mayor claridad lo planteado, se trata del caso de dos mensajeros que 
cometen delito de apropiación indebida de dineros25. Veamos:
El mensajero de un banco se apropia de determinada suma de dinero debido a que su esposa 
se encuentra gravemente enferma, tiene muchos hijos y una serie de problemas personales y 
de salud que afectan su situación económica. En el mismo banco hay otro empleado que tiene 
una situación económica buena, no tiene problemas familiares ni de salud, pero se apropia de 
la misma suma dineraria, la cual utiliza en fiesta y paseo. Frente a esos dos individuo existe 
una idéntica vinculación psicológica, pero el nivel de culpabilidad es diverso porque, como es 
obvio, no se puede reprochar en la misma medida el comportamiento del mensajero que se 
apropia de los dineros llevado por las carencias familiares y de salud, pues aunque existe dolo 
de apropiación del dinero, el grado de culpabilidad es menor en atención a las motivaciones 
que rodearon su comportamiento. En cambio en el caso del mensajero “sibarita” el grado de 
culpabilidad es mayor que el de su colega, aunque existe idéntico vínculo psicológico.
Este pensamiento llevó a que se tuviera por establecido que la culpabilidad no era un nexo 
psicológico entre el autor y el hecho, sino el resultado de una valoración que hace el juez al 
momento de analizar la conducta del individuo, y en ese sentido se concluyó que sólo había 
culpabilidad cuando el sujeto de derecho estaba frente a una situación normal de motivación 
de obediencia hacia el derecho y no lo hizo, es decir que la culpabilidad ya no es un mero nexo 
psicológico sino ella es un vínculo psicológico-normativo, pues para que exista culpabilidad 
se requiere que se reproche la conducta.
En conclusión, podemos afirmar sobre este esquema del delito que la acción no se puede 
mirar exclusivamente como algo netamente naturalístico, sino como un concepto causal de 
acción, dado que el contenido de voluntad se debe examinar en sede de culpabilidad. Por 
otra parte, ya no se habló de acción, tipicidad y antijuridicidad, sino de injusto para denominar 
la tipicidad y la antijuridicidad, aspecto catalogado como objetivo-valorativo y en ocasiones 
también subjetivo, lo cual significa que en la tipicidad y en la antijuridicidad hay elementos 
valorativos y subjetivos, pero continúan siendo prevalentemente objetivos, y frente a la 
25 agudeLo betancuR. Ob. cit., p. 76.
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culpabilidad ya no es exclusivamente subjetiva como lo tenían establecido los clásicos, sino 
ella es subjetiva pero igualmente valorativa. Es así que la culpabilidad continúa siendo un 
nexo psicológico entre el autor y la conducta, pero introduciéndole el elemento de reproche 
al que se llega vía valoraciones que debía hacer el juez al examinar el comportamiento.
1.2. La ConduCTa en eL esquema FinaLisTa deL deLiTo
La construcción de un modelo de pensamiento lo suficientemente sólido en el campo del 
naturalismo hizo que lentamente se fuera desechando los postulados del esquema clásico 
y se optara por superar inclusive el causalismo valorativo; particularmente, el concepto de 
acción fue concebido de forma totalmente novedosa para estructurar un nuevo sistema que 
se denominó esquema finalista del delito.
La “revolución copernicana”26 de la ciencia del derecho penal producida por el finalismo 
permitió superar las discusiones entre iusnaturalistas y positivistas, para dar paso a un 
objetivismo metodológico y guiado por estructuras lógico-objetivas.
hAns Welzel, padre y guía del finalismo, educado bajo las corrientes del neokantismo, la 
fenomenología y la historia, transformó el derecho penal contemporáneo a partir del concepto 
medular que lo denominó “la existencia de dos estructuras lógico objetivas: el concepto final 
de acción y el concepto de culpabilidad”27.
Al estructurar su pensamiento equipara al derecho penal con las ciencias naturales cuando 
se ocupan de estudiar la conducta humana, pero las observa de modo distinto porque a 
aquéllas les interesa la acción como un fenómeno sometido a leyes causales, y al derecho 
penal le importa la idea de la finalidad presente en la acción, por tal motivo se aparta de 
los esquemas clásico y neoclásico debido a que para ellas lo esencial en la acción era la 
causalidad, concepto prejurídico que obliga al legislador.
26 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 179.
27 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 181.
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El concepto de acción para este esquema no se agota en la voluntariedad, siendo necesario 
averiguar por el contenido de la acción, es decir la voluntad. En efecto, en la acción es decisiva 
la finalidad al decir que acción es ejercicio de actividad final,28 debido a que la actividad 
humana es vidente, mientras que el proceso causal es ciego.
Conforme a tal concepto, la acción es final y no puramente causal, la acción es ejercicio de 
acontecer final, esto porque el hombre gracias a su saber causal puede prever, dentro de 
ciertos límites, las consecuencias posibles de su actividad, proponerse por tanto fines diversos 
y dirigir su actividad conforme a su plan, a la consecución de estos fines.
Al definir la acción como ejercicio de actividad final se describe el actuar humano como 
un proceso en el que el individuo se propone metas antes de actuar, por ello mentalmente 
define el fin que se propone, se fija los medios para realizar el fin propuesto, y mentalmente, 
también, realiza la acción, transportándose en el tiempo y en el espacio para retornar a la 
realidad, y efectivamente cometer la acción propuesta.
Consecuente con lo dicho, si la voluntad está en la acción, ella debe ubicarse en el tipo, 
quedando la culpabilidad despojada de ésta, a diferencia del esquema clásico y neoclásico 
que conservan la voluntad en la culpabilidad, elemento esencialmente subjetivo para ellos; 
por lo tanto para los finalistas hay en el tipo penal elementos objetivos y subjetivos que en los 
esquemas anteriores estaban repartidos en la tipicidad –los objetivos– y en la culpabilidad 
–los subjetivos–.
Así las cosas, los finalistas le dieron un giro de 180 grados al esquema del delito en tanto la 
tipicidad estaba conformada por un tipo objetivo integrado por los sujetos, activo y pasivo, la 
conducta, los ingredientes, el objeto jurídico y el objeto material; por otra parte, el tipo también 
era subjetivo, conformado por el dolo y la culpa.
28 MauRacH, ReinHaRt y zipf, Heinz (1994). Derecho Penal. Parte General. Buenos Aires: Ed. Astrea, p. 255.
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Esta característica lleva a concluir que para el finalismo la acción es ejercicio de actividad 
final, la tipicidad es objetiva y subjetiva, la antijuridicidad es material y la culpabilidad quedó 
conformada por la imputabilidad, la no exigibilidad de otra conducta y la conciencia de la 
antijuridicidad, pues en realidad ella queda reducida a un juicio de reproche.
1.4. La ConduCTa en Las nuevas ConCePCiones deL deLiTo
Con lo expuesto hasta este momento he descrito la importancia que ha tenido para el derecho 
penal el concepto de acción, al punto que ella se ha estudiado en todos los esquemas del 
delito, teniendo a la acción como elemento común de discusión entre el causalismo y el 
finalismo.
Modernamente se ha comprendido que el concepto de acción juega un papel determinante 
desde el punto de vista social, como se aprecia en diversas tesis de raigambre funcionalistas, 
como la teoría de la imputación objetiva29, donde el concepto de acción se basa en la creación 
de un riesgo jurídicamente relevante de lesión típica de un bien jurídico, es decir que el principio 
general de tal teoría consiste en que la acción humana haya creado un riesgo jurídicamente 
desvalorado y éste se haya realizado en el resultado30.
Partiendo de heGel, el concepto de acción para jAkobs consiste en:
“La exteriorización de la voluntad en tanto que subjetiva o moral, (…) sólo la ex-
teriorización de la voluntad moral es acción.
”La ventaja de un concepto de acción, así configurado reside en que la acción 
no se determina por sus aspectos externos (movimiento corporal o resultado), 
sino por su relación de sentido con la norma. Lo que quiere decir para la acción 
delictiva: Lo grave no es el suceso externo, sino la actitud del autor ante la norma 
29 Jakobs, güntHeR (1995). Derecho Penal. Parte General. Fundamentos y teoría de la imputación. Madrid: Ed. 
Marcial Pons, pp. 153 y ss.
30 Reyes aLVaRado, yesid (1994). Imputación Objetiva. Bogotá: Edit. Temis, pp. 85 y ss.
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(o sea, ante el ordenamiento en general) puesta de manifiesto en la ejecución de 
la acción. De nuevo Hegel: en la acción del autor «considerada como acción de 
un ser racional, reside el hecho de que es algo general, que mediante ellas se 
establece una ley que él ha reconocido en ella para sí, bajo la cual se le puede 
subsumir como bajo su derecho». Este concepto de acción de adecúa a una teo-
ría de la pena en la que ésta no sirve a un estado externo, sino a la existencia de 
las normas; la concepción de Hegel al respecto es conocida: en la punición se 
trata de «la anulación del delito, que de otro modo prevalecería» y ello a fin de 
«restablecer el derecho»”31.
En ese orden de ideas, un resultado sólo se puede imputar objetivamente cuando se parte de 
la causalidad natural, es decir, de la equivalencia de las condiciones y el resultado producido 
sea la realización de un peligro jurídicamente desaprobado, el cual ha sido creado por la 
acción.
A manera de conclusión, sobre lo expresado podemos decir que en el casualismo naturalista el 
concepto de autor es unitario, al igual que en el neoclásico, pero en el final, y particularmente 
en la teoría de la imputación objetiva, hay una aproximación a un concepto diferenciador de 
autor, bajo la teoría de la causalidad adecuada, sobre las cuales no profundizamos por ser 
ajenas al objeto de este trabajo. Por manera que allí no interesa ni la cantidad de aporte a la 
conducta delictiva, ni la calidad o importancia de dicho aporte, porque al ser equivalentes las 
condiciones todos los aportes tienen el mismo valor e idéntica consecuencia jurídica. Así, si se 
cometiera un delito de fraude mediante cheque, serían responsables como autores del mismo 
tanto quien elaboró los formularios de la chequera, como los funcionarios del banco que no 
cancelaron el valor y el propio cuentacorrentista que extendió el título valor sin la suficiente 
provisión de fondos, pues todos ellos habrían colocado una condición con idéntico valor y 
por lo mismo todos serían autores del comportamiento delictivo. Si se tratara de delitos con 
sujeto activo cualificado, entre ellos los de infracción de deber, valga el caso del peculado 
por apropiación, no interesaría si quienes hacen aportes materiales al hecho tienen o no la 
calidad, cualificación o condición exigida por el tipo penal para producir el resultado, en tanto 
31 Jakobs. Ob. cit., p. 159.
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al considerarse equivalentes las condiciones, todas tendrían igual valor y en consecuencia 
todos los concurrentes serían autores del delito de peculado.
2. SUJETOS EN LA CONDUCTA DELICTIVA
Como se ha venido mencionando, el comportamiento delictivo requiere de unos elementos 
indispensables para su configuración que la doctrina y la jurisprudencia ha denominado 
elementos esenciales bajo el tríptico de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, en los 
que la conducta aparece como elemento determinante para la estructuración de la 
responsabilidad32.
Es lo cierto que a través de la historia del derecho penal acción o conducta, tipicidad, 
antijuridicidad y culpabilidad han sido elementos constantes estudiados por cada modelo del 
delito, pero lo que ha cambiado en cada uno de ellos ha sido el contenido de sus elementos, 
lo cual ha generado un estudio particular por cada elemento integrante de la estructura del 
delito, como se esbozó en los párrafos anteriores. Ahora nos ocuparemos de estudiar una 
parte de la estructura típica, concretamente a los sujetos presentes en la conducta delictiva, 
con la finalidad de identificar quiénes son los autores de la conducta, clasificación que nos 
permitirá llegar más adelante a la discusión central de esta tesis, como es qué papel ha 
desempeñado y, por lo mismo, cuál responsabilidad le corresponde al interviniente.
2.1. sujeTo aCTivo
Tanto doctrina como jurisprudencia han diseñado diversas clasificaciones del sujeto activo 
al margen del modelo o esquema del delito en el que nos encontremos, para decir que el 
sujeto activo de la conducta delictiva tiene varias denominaciones tales como actor, victimario, 
32 feRRé oLiVé, Juan caRLos; núñez paz, MigueL ÁngeL y RaMíRez baRbosa, pauLa andRea (2010). Derecho Penal 
Colombiano. Parte General. Bogotá: Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, p. 235.
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autor o protagonista, lo cual ha generado la necesidad de aclarar que es la persona que con 
dominio del hecho realiza la conducta descrita en la ley penal.
2.1.1. Clases de sujeto activo
Así como todo tipo penal describe una conducta, es necesario precisar que toda descripción 
típica muestra quién ha realizado o debe realizar ese comportamiento que lesiona o pone en 
peligro un bien jurídico del cual otra persona es titular33.
Como la conducta delictiva es realizada por una persona humana, se llama sujeto activo, es 
decir, es el autor de la conducta típica, también llamado actor, agente o sujeto-agente, y se 
trata de una persona individualmente considerada, esto es, una persona natural, ya que las 
jurídicas no tienen capacidad delictiva.
Según esta referencia, el sujeto activo puede ser singular, como cuando el legislador determina 
en cada tipo penal que el comportamiento puede ser realizado por una sola persona, y se 
denomina sujeto activo indeterminado, como cuando utiliza la expresión “el que, o quien”. En 
otras ocasiones el legislador exige la concurrencia de varias personas para la realización del 
comportamiento delictivo, casos en lo que se utiliza expresiones como “los que”, “quienes”, 
“cuando dos personas o más”, para especificar que en esos tipos penales la exigencia en 
cuanto al número de personas que pueden cometer el delito es plural.
Sujeto activo indeterminadoa) 
Respecto de la calidad del sujeto activo se tiene establecido que cuando el legislador no hace 
una exigencia particular o concreta sobre el sujeto que verifica la conducta descrita en el tipo 
penal, se denomina un tipo penal con sujeto activo indeterminado, pues el código no hace 
ninguna exigencia en particular sobre ese sujeto, como en los casos en que el legislador utiliza 
33 Reyes ecHandía, aLfonso (1990). Derecho Penal. 2ª reimp. de la 11ª ed. Bogotá: Edit. Temis, p. 98.
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expresiones como “el que”, o “los que”34. En el primer caso, es un sujeto activo indeterminado 
singular y, en el segundo, indeterminado plural.
Sujeto activo cualificadob) 
También se debe decir que en ciertas descripciones típicas hay exigencias especiales en 
el sujeto activo para la configuración de la conducta típica. Es decir, debe tener cualidades 
especiales, de tal forma que sólo pueden cometer ese delito quienes tengan la calidad 
especialmente exigida por la ley penal, como ocurre, por ejemplo, en el delito de peculado o 
en el prevaricato, los cuales sólo pueden ser cometidos por aquellas personas que posean 
la calidad de servidor público.
3. AUTORÍA, COAUTORÍA, PARTICIPACIÓN E 
INTERVINIENTE
Uno de los temas de mayor trascendencia en materia de derecho penal sustancial es el 
relativo al concurso de personas en la realización del comportamiento delictivo, en tanto las 
descripciones típicas pueden ser cometidas por uno o varios individuos, siendo en algunos 
eventos cualificados y en otros indeterminados. Como tal, cuando un tipo penal exige sólo la 
presencia de un individuo para su consumación hablamos de tipos unipersonales, y en los 
casos en que la condición es de dos o más individuos el tipo penal se denomina pluripersonal; 
en uno y otro evento puede el legislador exigir en el sujeto activo cualificaciones o condiciones 
especiales, y desde ese punto de vista decimos que se trata de tipos penales con sujeto activo 
cualificado y, en tal medida, se concluye que cuando el hecho delictivo es realizado por varias 
personas es necesario distinguir la responsabilidad que le corresponde a cada individuo, lo 
cual depende del nivel de aporte que haga cada persona, por lo que unos pueden ser autores, 
otros partícipes y algunos intervinientes, dependiendo del caso concreto, motivo por el que 
en este segmento me ocuparé de estudiar las diversas categorías con miras a definir los 
conceptos necesarios para demostrar la hipótesis de trabajo objeto de esta investigación.
34 Reyes ecHandía, aLfonso (1990). Derecho Penal. Bogotá: Edit. Temis, p. 104.
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3.1. asPeCTos generaLes
La codificación que hace el legislador de los tipos penales obedece a criterios extraídos 
de la realidad social en la que se describe la naturaleza del comportamiento que pretende 
llevar a la categoría de delito, y dentro de él determina los demás elementos del tipo penal, 
en particular lo concerniente al autor o sujeto activo del mismo.
En ese proceso descriptivo puede establecer si se trata de un tipo penal en el que se requiere 
para su consumación la presencia de uno o de varios individuos y, dependiendo de ello, la 
doctrina y jurisprudencia han discutido largamente para encontrar puntos de acuerdo sobre 
cuál concepto de autor es el que consulta con mayor nitidez los criterios de justicia y equidad 
en la atribución de la responsabilidad y, por ende, de la pena35. 
Básicamente, las posiciones han girado entre el criterio unitario de autor y el criterio 
diferenciador de autor; de ellos se han definido las categorías de autor inmediato o directo, autor 
mediato, coautor y el autor accesorio, pero antes de llegar a tales definiciones es necesario 
recorrer los contornos de la discusión básica orientada a establecer cuál es el concepto de 
autor predominante, y si el mismo consulta los derroteros del Código Penal colombiano.
3.2. La auToría
Autor es la persona que realiza la conducta típica36,
“aquella que efectúa la acción u omisión a que se refiere el verbo rector, ya sea 
en forma directa (Pedro falsifica moneda nacional y extranjera), o indirecta valién-
dose de un instrumento (medios mecánicos, animales o personas), como cuando 
el actor deja armada una trampa mortal que la propia víctima acciona, o utiliza 
35 feRRé oLiVé, núñez paz y RaMíRez baRbosa. Ob. cit., p. 507.
36 Reyes ecHandía. Ob. cit., p. 131.
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un perro amaestrado para herir a su enemigo, o se apodera de un maletín ajeno 
que alguien ha descuidado, utilizando engañosamente a un transeúnte para que 
se lo alcance”. 
Autor es el que realiza directamente todos los elementos descritos en el tipo penal. Dividiendo 
el concepto en inmediato y mediato, se explica el concepto de la siguiente manera37:
“En efecto, de un lado se consideran autores: el autor inmediato, entendiendo por 
tal el que realiza por sí mismo todos los elementos del tipo penal; el autor mediato, 
o sea el que comete el hecho por intermedio de otro, quien actúa como instrumento 
en manos de aquél; el coautor, o sea la persona que en unión de otra o de otras 
realiza conjuntamente la conducta típica; y, finalmente, el autor accesorio, esto es, 
el que interviene en un mismo hecho como autor, pero con absoluta independencia 
de otra u otras personas, (…)”. 
Otros autores, a nivel internacional38, plantean sobre el tema: 
“(a) autor individual es el ejecutor propiamente dicho, cuyo concepto se obtiene de 
cada tipo, aplicando el criterio del dominio del hecho como dominio de la acción; 
(b) autor paralelo o concomitante, es el que también realiza toda la acción típica y, 
por ende, su concepto tiene la misma base que la del autor individual; (c) coautor 
por reparto de tareas, es un concepto que tiene su base legal en la referencia a 
los que tomasen parte en la ejecución del hecho, y el dominio del hecho asume 
a su respecto la forma de dominio funcional del hecho; (d) autor directo que se 
vale de otro que no realiza conducta, es un autor individual y su concepto tiene 
la misma base legal, pero también es válido a su respecto el fundamento que se 
halla en la figura del determinador, en la que el autor conserva el dominio del he-
cho en la forma de dominio del acto; (e) autor mediato, es quien se vale de quien 
actúa atípica o justificadamente, y su fundamento también se halla en la figura de 
37 VeLÁsquez, VeLÁsquez. Ob. cit., p. 533.
38 zaffaRoni, eugenio RaúL (2000). Derecho Penal. Parte General. Buenos Aires: Ed. Ediar, p. 745.
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determinador, pues el autor mantiene el dominio del hecho en el modo de dominio 
de la voluntad; y (f) por último, restan los supuestos en que el determinador tiene 
el dominio del hecho, que puede ser en la forma de dominio del acto (se vale de 
quien no realiza conducta) o de dominio de la voluntad (se vale de otro que actúa 
atípica o justificadamente), pero el determinador no tiene los caracteres típicos del 
autor (en los delicta propia) o se trata de un delito de propia mano (…)”.
3.2.1. Concepto unitario de autor
Una larga e histórica discusión de los autores internacionales y nacionales ha servido para 
establecer los principales criterios encaminados a entender tales categorías, a partir de la 
discusión entre un concepto restrictivo y uno extensivo de autor, así:
 “Uno de los mayores problemas que se plantea en el tema de la coparticipación es hallar 
una definición del concepto de autor. La doctrina no ha sido uniforme en la delimitación 
de tal noción y es así como se han perfilado básicamente tres conceptos: el unitario 
(al cual se antepone el diferenciador), el extensivo y el restrictivo, sobre los cuales las 
distintas legislaciones han apoyado sus construcciones (...)”.
 “El concepto unitario de autor, al partir de la premisa de igualdad de contribuciones de 
todos los intervinientes, renuncia a hallar diferencia entre el autor y el partícipe, lo cual 
hace que se caracterice por la negación de la accesoriedad, pues considera que la 
responsabilidad de uno no puede depender de la del otro. Mientras que su contradictor, 
el concepto diferenciador, sí delimita cada una de las formas de intervención, al señalar 
marcos penales distintos y apoyarse, además, en el principio de la accesoriedad. 
 ”El concepto extensivo parte de supuestos bastante parecidos al del unitario, al aceptar 
la igualdad del aporte causal de todos los protagonistas activos del hecho, pero ante la 
existencia de dispositivos que diferencian al autor del partícipe la ley crea la necesidad 
de señalar criterios que sirvan de norte y guía para delimitar tal distinción, para lo cual 
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acude a lo subjetivo; ello hace necesario entrar a especular sobre el animus con el cual 
se actúa, pues es autor quien obra con animus auctoris y partícipe quien lo hace con 
animus socii. De manera que las normas que definen las actividades de los partícipes 
simplemente tienen la función de reducir el campo de acción de la punibilidad, siendo 
entonces constitutivas, por cuanto en ellas se señalan marcos penales inferiores a los 
asignados al autor, pues de no existir éstas a todos se les formularía el mismo valor y 
se les aplicaría pena similar.
 ”El concepto restrictivo de autor, a diferencia de los anteriores, reconoce una marcada 
distinción entre la conducta del autor y la del partícipe, y considera autor solamente 
a quien realice el hecho, siempre y cuando en él concurran las exigencia objetivas y 
subjetivas reclamadas por el tipo penal”39.
A continuación me ocuparé de cada uno de estos conceptos, dada la importancia histórica 
y el papel jugado en la construcción del concepto de autor.
Diversos han sido los planteamientos de la doctrina universal para establecer la condición 
de autor a partir de la causalidad, en tanto se ha considerado, por una parte, un concepto 
incluyente que abarca a todo el que pone una causa para la producción del resultado40. 
En este concepto no existe diferencia alguna entre las personas que acuden a la realización 
de la conducta delictiva, independiente del grado o la importancia del aporte con que cada 
individuo concurre al perfeccionamiento del delito, lo cual equivale a decir que bajo este 
criterio todo interviniente es autor41.
Buscando los ancestros de esta teoría es previsible entender que la misma se basa en las 
teorías de la causalidad42, puntualmente la equivalencia de las condiciones, ampliamente 
39 suÁRez sÁncHez, aLbeRto (1998). Autoría y Participación. Bogotá: Ed. Universidad Externado de Colombia, p. 
39.
40 zaffaRoni. Ob. cit., p. 739.
41 suÁRez sÁncHez. Ob. cit., p. 45.
42 Según ella, para poder atribuir un resultado a una persona como producto de su acción se requiere antes establecer 
si aquél aparece ligado a ésta por una relación de causalidad.
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acogida por el esquema clásico del delito, defendida por GlAser y von buri, según la cual todas 
las condiciones del resultado tienen idéntica y equivalente calidad causal, porque cualquier 
comportamiento que se presente en el curso causal es trascendente para la producción 
del resultado43, de tal forma que para esta teoría es indiferente cuál fue el aporte causal del 
interviniente ni la calidad del mismo, y menos la cantidad, porque en cualquier caso todo 
el que realice un aporte material al comportamiento delictivo será autor del mismo en tanto 
todos los actos tienen idéntico valor.
De tal manera de pensar se tendría que convenir que en un delito de peculado serían autores 
del comportamiento desde los legisladores que crearon la norma penal hasta los propios 
ejecutores materiales que son los que se apropian de los caudales oficiales.
Como se evidencia, la característica fundamental de este modelo está en la equivalencia 
causal de todos los que aportan “algo” al delito, concepto que expone dos versiones: una 
clásica o estricta que sostiene que todo participante en el hecho es autor del mismo, sin 
señalar ninguna clasificación de la autoría, y la otra denominación es un sistema funcional 
o material de la autoría el cual, a pesar de partir del mismo supuesto de la tesis estricta, al 
admitir la igualdad del aporte causal de todos los intervinientes, aunque permite diferenciar 
algunas figuras, como las de autor inmediato y mediato, autor por determinación y autor por 
apoyo o colaboración, lo cierto es que todos los concurrentes tienen la calidad de autores por 
estar en el mismo rango o nivel y a todos se les aplica, por ende, la misma sanción, porque 
en definitiva al ser todos autores la dosificación punitiva tampoco admite estratificación.
En últimas, se comprende que la diferenciación señalada es simplemente formal en tanto lo 
único que se logra es diferenciar entre quien realiza la conducta directamente, por inducción 
o utilizando a otro como un instrumento o distinguiéndolo por la subjetividad que le imprima 
al delito como en la autoría por apoyo o colaboración, pero en cualquier caso estamos 
hablando de un autor, y como tal, todos los que intervienen son merecedores de la misma 
consecuencia punitiva.
43 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 334.
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Ahora bien, en los delitos especiales o de infracción de deber44 se debe tener en cuenta 
que el tipo penal tiene una exigencia o cualificación en el sujeto activo (calidad de servidor 
público en el delito de peculado), persona o sujeto a quien se le denomina intraneus, y cuando 
concurren personas que no tienen tal calidad por ser particulares se les denomina extraneus, 
lo cual significa que si se acoge un concepto unitario de autor el extraneus debe ser castigado 
como un autor, por cuanto al no haber distinción de aportes ni aportantes en su calidad ni 
cantidad, todos los que concurren al comportamiento delictivo tienen la misma calidad o están 
al mismo nivel y por lo mismo serían todos autores y se les impondría la misma sanción, tesis 
que a mi entender resultaba comprensible para el positivismo naturalista, pero descabellada 
en la actualidad, como quiera que no hay diferencia entre ninguno de los aportes ni de las 
responsabilidades a asignar a cada interviniente, y al no haber diferenciación en el plano 
valorativo mal podría asignarse responsabilidades diversas, pues al partirse de la equivalencia 
de condiciones se derivan importantes consecuencias en la participación al no permitir hacer 
distinciones entre los diversos actores porque todo el que interviene en la producción de un 
resultado es causa de ese resultado, y siendo ese el rasero para medir la situación, todos 
tienen la calidad de autores, sin interesar si uno u otro aporte resultó más o menos importante 
para la producción efectiva del hecho, o si un aporte siendo menos importante fue el que 
finalmente desencadenó la consumación del comportamiento delictivo.
Por otra parte, no hay que olvidar que para el positivismo o esquema ferriano del delito45 el 
derecho penal es de autor, y aquél no se dirige contra el delito, sino contra el delincuente y 
la sanción no está determinada por el resultado sino por la actitud interna del agente, por lo 
que resultaría poco práctico hacer distinciones en el plano de las formas de participación del 
delito, en tanto que al delincuente se le juzga no por lo que haga, sino por lo que es, por su 
forma de ser y de sentir, luego, en tal caso, no habría lugar a plantear valoraciones desde la 
óptica del resultado teniéndose que evaluar es el pensamiento siendo innecesaria cualquier 
distinción para responsabilizar a los intervinientes.
En últimas, resulta incongruente un modelo como el unitario para adoptar el concepto de autor, 
como quiera que en el mundo del derecho son igualmente válidas las valoraciones como las 
transformaciones, es innegable que no es lo mismo “A” que “NO A” como no es igual “hacer” 
44 feRRé oLiVé, núñez paz, RaMíRez baRbosa. Ob. cit., p. 506.
45 feRRi, enRico (1933). Principios de Derecho Criminal. Madrid: Ed. Reus. 
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que “ayudar a hacer”, lo cual implica que el concepto unitario de autor desconoce la propia 
realidad social y por lo tanto impide valorar adecuadamente los aportes de cada persona así 
como la asignación de responsabilidad queda en un idéntico plano: la ser todos autores.
3.2.2. Concepto diferenciador de autor
Al concepto unitario de autor se antepone uno diferenciador de autor, cuyas características 
permiten llegar a conclusiones de mayor claridad conceptual y de justicia, dadas las falencias 
de la teoría unitaria, como quiera que resulta inadmisible sostener una tesis en la que se 
desconozca la realidad social y las valoraciones que entran en juego en el comportamiento 
de los seres humanos.
Un concepto diferenciador de autor parte del supuesto según el cual los comportamientos de 
las personas son diferentes cualitativa y cuantitativamente, el cual admite valoraciones que 
dan lugar a calificar a unos como autores y a otros como partícipes a partir de un criterio de 
accesoriedad.
En este sentido, la accesoriedad cuantitativa se explica porque el hecho del partícipe depende 
de la cantidad de acción del autor, lo cual equivale a decir que dicho partícipe únicamente 
responde desde la realización de los actos ejecutivos del autor, de tal manera que los actos 
del partícipe resultan sancionados en la medida que los actos del autor lleguen por los menos 
al estadio de la tentativa, sin que se sancione la instigación ni la ayuda hechas al autor cuya 
conducta se quede en los actos preparatorios46.
En el modelo aludido se tiene en cuenta una estratificación de las personas que intervienen 
en el comportamiento delictivo, de tal forma que unos tienen mayor importancia y se les 
denomina “protagonistas” que son los autores, mientras que hay otros con menor importancia 
denominados partícipes, que son “actores de reparto” en la construcción del delito; los primeros 
son autónomos y responden por su acto y no dependen de ninguna persona, mientras que 
46 suÁRez sÁncHez. Ob. cit., p. 52.
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los segundos son subordinados y su responsabilidad está ligada a la de los autores, es decir 
que estos últimos, al ser considerados accesorios, su responsabilidad se origina en el nivel de 
aporte que haga al hecho, dependiendo de la accesoriedad clasificada en mínima, limitada, 
extrema e hiperaccesoria.
 “La accesoriedad es mínima cuando sólo se necesita que el autor realice comportamiento 
típico para hacer responsable de su acto al partícipe, beneficiando a éste únicamente 
la atipicidad de la conducta del autor. La accesoriedad es limitada, cuando el 
comportamiento del partícipe depende del injusto típico del autor, de manera que si 
éste realiza conducta típica pero no antijurídica el apoyo o la instigación dados son 
irrelevantes para el derecho penal. La extrema hace depender el hecho punible del 
partícipe de la culpabilidad del autor, pues si éste está amparado por una causal de 
inculpabilidad resulta aquél igualmente beneficiado con ella, mientras que si al autor 
no lo cobija tal causal el partícipe también responde penalmente. La hiperaccesoriedad 
beneficia al partícipe con la exclusión de punibilidad del autor, siendo sancionada su 
acción si lo es la del autor” 47.
Con lo dicho se demuestra que una característica medular de un concepto diferenciador de 
autor es la accesoriedad cualitativa, pues permite formas de intervención subordinadas; aquí 
opera el concepto de ajenidad del hecho por cuanto el aporte de los partícipes depende del 
grado dogmático-cuantitativo y dogmático-cualitativo del desempeño cumplido por el autor.
En los delitos de infracción de deber o especiales se tiene por cierto que frente a un modelo 
diferenciador de autor no es posible asimilar la conducta del intraneus y el extraneus, el único 
que puede ser autor es el intraneus, pues el hecho es de él, mientras que el extraneus sólo 
puede ser un partícipe (instigador-determinador o cómplice).
Como corolario del planteamiento de la teoría o concepto diferenciador de autor encontrarnos 
que en la realidad social es posible distinguir las diferentes formas de intervención en un 
hecho delictivo y, por lo mismo, es posible diferenciar las responsabilidades, como también 
es viable distinguir entre autores y partícipes (determinadores y cómplices).
47 suÁRez sÁncHez. Ob. cit., p. 53.
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Dependiendo del grado o nivel de aporte cualitativo y cuantitativo estamos ante un autor o 
un partícipe, y de ello dependerá, igualmente, el marco punitivo a imponer. En Colombia, 
por ejemplo, se tiene una excepción a este concepto, desde el punto de vista cualitativo es 
diferente el aporte del autor respecto del determinador, pero cuantitativamente la situación 
se equipara porque se le asigna la misma pena al determinador que al autor.
3.2.3. Autor directo
Esta categoría obedece a los diversos criterios utilizados universalmente que toman como 
sinónimo las expresiones autor directo, inmediato, principal, autor propiamente dicho, ejecutor, 
autor material48, pero que en todo caso describen a aquél sujeto que realiza la conducta 
descrita en el tipo penal correspondiente49 ya sea realizando el hecho directamente o utilizando 
a otro como instrumento.
Ciertamente, el concepto de autor no aparece solitario en el contexto de la discusión dogmática 
y jurisprudencial, dado que él surge del propio modelo de Estado, entendiéndose que en 
los modelos totalitarios nace un concepto unitario de autor, mientras que en los modelos de 
Estado, como el nuestro, éste concepto es restrictivo porque las garantías fundamentales de la 
persona son de mayor respeto y, consecuentemente, la interpretación de la ley es restrictiva, 
liberando del tipo penal comportamientos que resulten de dudoso encuadramiento típico.
48 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 540.
49 En el presente trabajo se acoge un criterio abierto adoptado por el Código Penal colombiano, en el sentido 
de establecer una fórmula nominadora del concurso de personas en la realización de la conducta delictiva 
que impida la rigidez del criterio. “Artículo 29. Autores. Es autor quien realice la conducta punible por 
sí mismo o utilizando a otro como instrumento. Son coautores los que, mediando un acuerdo común, 
actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte. También es autor quien 
actúa como miembro u órgano de representación autorizado o de hecho de una persona jurídica, de 
un ente colectivo sin tal atributo, o de una persona natural cuya representación voluntaria se detente, y 
realiza la conducta punible, aunque los elementos especiales que fundamentan la penalidad de la figura 
punible respectiva no concurran en él, pero sí en la persona o ente colectivo representado. El autor en 
sus diversas modalidades incurrirá en la pena prevista para la conducta punible”.
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3.2.4. Autor accesorio
Aunque es poco mencionada esta figura por la doctrina universal50, se entiende por tal “el 
que interviene en un mismo hecho como autor, pero con absoluta independencia de otra u 
otras personas”51, es decir que el comportamiento delictivo se presenta como obra de varias 
personas que lo realizan de manera independiente, sin conocimiento la una de la otra, pero 
ocasionando el mismo resultado.
En tal forma de autoría la voluntad es única e individual, por lo tanto no se puede hablar 
de una situación de coautoría, porque en este caso no hay acuerdo entre los realizadores 
de la conducta, sino un acto de voluntad individual que coincide con otro acto autónomo e 
individual, sin acuerdo y absolutamente independiente, en el que el sujeto activo quiere y 
sabe la realización del comportamiento que está cometiendo.
Se presenta esta figura en casos en los cuales, por ejemplo, dos servidores públicos, 
separadamente, de manera autónoma y sin conocimiento el uno del otro se apropian de 
caudales oficiales, siendo ambos titulares de la función de salvaguarda de los mismos y 
dando lugar a la pérdida de tales dineros. En tal supuesto la autoría es accesoria por cuanto 
nada hay de común entre uno y otro individuo, diferente a ser servidores públicos y tener 
ambos relación funcional con el acto de apropiación, pues por lo demás no hay acuerdo 
de voluntades para el desfalco, como tampoco existe conocimiento entre uno y otro para la 
defraudación, dado que cada autor lo hace autónoma e independientemente.
3.2.5. Autor mediato
50 No es mencionada esta especie de autor por autores como eugenio RaúL zaffaRoni, Juan bustos RaMíRez, cLaus 
Roxin, HeRnÁn HoRMazÁbaL, aLfonso Reyes, aLbeRto suÁRez, entre otros.
51 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 533.
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En esta forma de autoría52 el sujeto activo comete la conducta valiéndose de la actividad de 
otra persona a la que utiliza como instrumento53, cuyo punto de partida es la existencia de 
dos sujetos que concurren a la realización de la conducta, pues existe un hombre de atrás 
y otro de adelante, aquél determina y guía la ejecución del acto, mientras que éste realiza la 
conducta descrita en el tipo penal, pero con una voluntad viciada.
Partidarios de la teoría del dominio del hecho54, entienden que en tal forma de autoría el 
hombre de atrás controla la voluntad de quien actúa directa y personalmente, es decir la del 
sujeto de adelante.
 “Autor mediato es quien, reuniendo las exigencia contenidas en el tipo, realice el hecho 
utilizando a otro”55. 
En esta forma de autoría siempre hay dos concurrentes: el de atrás, quien domina el hecho, 
porque decide el cómo, cuándo, y en general el todo del delito, es decir el autor mediato, 
y el hombre o persona de adelante, quien realiza el hecho, esto es, el instrumento o más 
precisamente el ejecutor instrumental.
La figura en cita plantea el interrogante si estamos ante una forma de autoría directa en 
tanto que el hombre de atrás es el que determina y guía el acontecer causal, de manera que 
quien realiza materialmente el acto no lo hace con voluntad y, por lo tanto, se trata de un 
instrumento utilizado por el hombre de atrás, como cuando A utiliza a B para apropiarse de 
bienes del Estado, aduciendo ser dueño de los mismos y llevando al hombre de adelante a 
la realización del comportamiento por medio del engaño.
52 saLazaR MaRín, MaRio (2007). Teoría del Delito. Bogotá: Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, pp. 463 y ss.
53 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 540.
54 cLaus Roxin.
55 suárez sánChez. Ob. cit., p. 228. “Como ya se dijo, en este concepto estriba (dominio del hecho) el 
fuerte de dicha teoría, hasta el punto que difícilmente otras puedan explicar con mayor felicidad y sin 
contradicciones su alcance, aunque en el seno de la formal-objetiva es superable dicho escollo, al 
lograr plantear soluciones (como ya se vio) con el entendimiento de que los tipos penales no excluyen 
ni la realización de la conducta de otro que actué detrás del instrumento, ni el concurso de varios como 
coautores, debilitándose así la crítica que se formula a tal autoría de no explicar bien ni la autoría mediata 
ni la coautoría” (resalto y subrayo fuera de texto).
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zAFFAroni pone de presente el punto advirtiendo que:
 “2. La autoría mediata plantea una serie de problemas. Pareciera que el autor 
medito supone la existencia de un autor inmediato, lo que no es cierto, puesto que 
hay casos en que el determinado actúa sin dolo, por lo que no puede ser consi-
derado autor de un tipo doloso. El prejuicio de que siempre debe haber un autor 
detrás del autor, tiene origen en que la autoría mediata se creó como un expe-
diente práctico para resolver huecos de punibilidad que surgían del requerimiento 
de que el instigado actúe con culpabilidad, puesto que se sostenía la tesis de la 
accesoriedad extrema, que la llevaba hasta la culpabilidad, hoy abandonada. De 
cualquier manera el nombre se suele atribuir a Stûbel –quien lo abría acuñado 
en 1828– y el problema ya había sido planteado por los prácticos italianos. De 
todas formas, la falsa idea de un autor mediato detrás del directo impide identificar 
algunos aspectos de la autoría mediata, que desaparecen cuando el determina-
dor puede determinar al propio sujeto a una auto lesión o a la propia muerte. Por 
supuesto que si una incapacidad psíquica le impide al determinado dar sentido a 
su conducta, como cuando el sujeto no tiene capacidad para reconocer el poder 
letal de un arma, el caso queda abarcado por la autoría directa y no como autoría 
mediata, y menos aun como simple instigación”.
No se entra a analizar todos los supuestos conductuales del autor mediato por no ser objetivo 
de esta investigación, como cuando se actúa por desconocimiento o engaño del objeto de 
la prestación o cuando se encuentra violentada la voluntad –vis absoluta–. Por lo pronto, se 
infiere, que en la autoría mediata el único y verdadero autor es el hombre de atrás por ser 
quien determina y guía el comportamiento criminal, utilizando a otro como si fuera el arma 
para matar, o el medio fraudulento para engañar, como si fuera un instrumento por error, 
coacción o por utilización de quien no es capaz de acción penalmente relevante.
Vale la pena aclarar que la responsabilidad del autor mediato es la de un autor directo en 
los delitos de resultado, como en los ejemplos propuestos por suárez sánChez, como en el 
caso del médico que subsume su conducta directamente en el delito de homicidio, cuando56 
56 suÁRez sÁncHez. Ob. cit., p. 239.
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engañando a la enfermera le ordena aplicar una inyección cuando en verdad lo que contiene 
la jeringa es veneno, pues allí hay una subsunción directa en el tipo penal de homicidio y 
el único, directo y verdadero responsable como autor directo es el médico, dejando de lado 
cualquier responsabilidad de la enfermera.
No obstante en los delitos especiales, entendidos por tales aquellos en los que sólo puede 
ser autor quien tenga unas calidades especiales exigidas por el ordenamiento jurídico y, por 
lo tanto, es sujeto de deberes especiales, como ocurre con el servidor público en el delito 
de peculado, de tal manera que quien no tenga la calidad exigida por el tipo penal jamás 
podrá ser autor de delito especial, por adolecer de ese requisito especial, para el ejemplo, 
la condición de servidor público no basta para que la condición especial se presente en el 
autor mediato, utilizado como instrumento.
En otras palabras, si el extraneus utiliza al intraneus (servidor público) como instrumento, 
no puede convertirse en autor mediato del delito especial, por faltarle la calidad exigida 
especialmente para ese tipo penal, aunque el intraneus sí puede ser autor mediato de un 
delito especial, excepto cuando se trate de delitos de propia mano, como en el incesto, donde 
el contenido del injusto está dado por una actividad y no por una determinada relación, tema 
sobre el cual profundizaré en el segundo capítulo de esta investigación.
En conclusión, sobre la autoría mediata se requiere para su presencia que: a) el dominio del 
hecho lo tenga el hombre de atrás; b) el instrumento debe encontrarse subordinado al hombre 
de atrás, la cual debe proceder por coacción, error, incapacidad de culpabilidad o por buena 
fe; c) debe tratarse de un hecho doloso, cuya comisión no requiera realización personal o 
corporal de la acción, y d) que el instrumento realice conducta penalmente relevante57.
57 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 541.
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3.3. La CoauToría
Se trata de un dispositivo amplificador del tipo penal58, cuya naturaleza entraña un asunto 
de técnica legislativa, como quiera que dichos institutos son ubicados por el legislador en 
la parte general del Código Penal con el fin de que sean aplicables a todos los tipos de 
la parte especial, evitando un desgaste inconveniente y redundante en la redacción de la 
norma, como sería describir el comportamiento prohibido y a continuación hacer la referencia 
correspondiente a la autoría y la participación. 
Con tal filosofía, el legislador del 2000 incluyó en la Ley 600 de ese año los artículos 28, 29 y 
30, donde se describe el concurso de personas en la realización de la conducta delictiva, los 
autores y los partícipes (dispositivo amplificador), incluyendo obviamente al interviniente en el 
inciso final del último artículo citado, cuya naturaleza jurídica refleja la preocupación del Estado 
colombiano para concebir un puñado de normas lo suficientemente coherentes como para 
admitir una propuesta en materia de autores y partícipes que despejara los vacíos detectados 
en la legislación anterior en busca de una propuesta más ajustada a nuestra realidad jurídica 
y social en procura de sancionar a aquéllos particulares que concurrían a la realización de 
delitos especiales. A pesar de tan loable fin, el intento no resultó del todo apropiado con 
la sistemática del Código Penal, ni con la estructura de los delitos de infracción de deber, 
debiendo entrar la H. Corte Suprema de Justicia a matizar la deficiencia del legislador, como 
lo desarrollaré más adelante en este trabajo.
Esta figura tiene hondas repercusiones en la responsabilidad de la conducta delictiva, como 
quiera que se presenta cuando en la realización de un hecho converge una pluralidad de 
sujetos y cada uno de ellos realiza la totalidad de la acción típica, o cuando se hace con 
división de la tarea delictiva59.
58 Sobre el punto puede consultarse a los profesores aLfonso Reyes ecHandía, feRnando VeLÁsquez VeLÁsquez, 
augusto ibÁñez guzMÁn, HeRnÁn HoRMazÁbaL MaLaRé, Juan bustos RaMíRez, entre otros.
59 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 544. Este autor plantea como requisito el acuerdo mancomunado a partir de la 
teoría del dominio del hecho.
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Frente a las dos posibilidades de coautoría es necesario indicar que la consecuencia jurídico-
punitiva es la misma para todos los que toman parte en el ilícito, independiente del aporte 
material y subjetivo al hecho, puesto que en ambos casos hay comunidad de realización.
Esta figura nace “Cuando varios sujetos actúan como autores en la realización de un mismo 
hecho típico, surge el fenómeno de la coautoría”60. Por lo tanto, puede ser propia o impropia 
como la cataloga la mayoría de la doctrina y jurisprudencia. Los pormenores de estas 
categorías se esquematizan a continuación. 
Partidarios de la teoría del dominio del hecho como suárez sánChez entienden el fenómeno 
diciendo que coautor es quien, reuniendo los elementos objetivos y personales reclamados 
por el tipo penal, con otros u otro, ejecute la acción descrita. 
 “El derecho penal, al reconocer la coautoría, está extrayendo la consecuencia lógica de 
que sea posible la división de trabajo. La coautoría concurre cuando, según el plan de 
los intervinientes, se distribuyen las aportaciones necesarias para la ejecución, sea en 
todos los estadios del delito o en el de ejecución. El dominio material del hecho e incluso 
el formal están, pues, distribuidos; el resultado es un hecho de varios intervinientes, todos 
los cuales son plenamente responsables de la obra total en concepto de autores, siempre 
y cuando puedan serlo, es decir, si ostentan las cualificaciones de autor específicas del 
delito” 61.
3.3.1. Coautoría propia
Se define como tal la concurrencia plural de sujetos en la conducta delictiva en donde cada uno 
desarrolla de manera integral y simultánea la misma conducta típica acordada por ellos.
Es decir, habrá coautoría propia en aquellos eventos en que los múltiples sujetos activos 
desarrollen plena e integralmente la conducta o las conductas previstas en el tipo penal 
60 Reyes ecHandía. Ob. cit., p. 133.
61 suÁRez sÁncHez. Ob. cit., p. 248.
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correspondiente, previos acuerdos de quienes realizan la acción, como cuando A, B y C, 
siendo miembros de un tribunal plural, acuerdan proferir providencia judicial manifiestamente 
contraria a la ley, en tal caso todos han cometido delito de prevaricato por acción y todos 
recorren el tipo penal correspondiente en tanto cada uno ha proferido decisión manifiestamente 
contraria a la ley.
 “Cuando en la realización de un hecho converge una pluralidad de sujetos y cada uno 
de ellos realiza por sí la totalidad de la acción típica, se trata de un supuesto de autoría 
plural, que se conoce con el nombre de autoría concomitante o paralela, cuyo concepto 
emerge del autor individual, conforme a cada uno de los tipos en particular”62.
De tal manera que son presupuesto de esta especie de coautoría: a) la existencia de varios 
sujetos activos, aun cuando el tipo penal correspondiente sea unipersonal; b) la realización 
de la o las conductas típicas descritas en el tipo, y c) el acuerdo de voluntades de los plurales 
sujetos para actuar simultáneamente.
3.3.2 Coautoría impropia
Con tal denominación se entiende la figura mediante la cual un mismo hecho típico realizado 
mancomunadamente y con división de trabajo por varias personas que lo asumen como 
propio, aunque la intervención de cada una de ellas tomada separadamente, no se adecue 
por sí misma al tipo penal63.
Encuentra dicho concepto64 una división de trabajo como elemento característico, a través 
del cual se comprende que, en tal concepto, no todos los concurrentes al comportamiento 
delictivo realizan la conducta o conductas previstas en el tipo penal, sino que sólo algunos de 
ellos verifican el verbo rector y los otros realizan aportes decisivos para la consumación del 
62 zaffaRoni. Ob. cit., p. 752.
63 El actual Código Penal colombiano (Ley 599 de 2000) acoge en al artículo 29 las formas de autoría y coautoría 
expuestas en este trabajo.
64 Roxin, cLaus (2000). Autoría y Dominio del Hecho en Derecho Penal. Madrid: Ed. Marcial Pons, pp. 308 y ss.
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mismo y previo acuerdo deciden repartirse las funciones o tareas de un acto que le pertenece 
a todos y por lo mismo es asumido como propio por quienes participan en el mismo.
 “Otra forma de coautoría, con problemas por completo diferentes de la simultánea, 
se presenta cuando por efecto de una división de tareas, ninguno de quienes toman 
parte en el hecho realiza más que una fracción de la conducta que el tipo describe, o 
sea, ninguno de los intervinientes realiza la totalidad del programa, sino que éste se 
produce por la sumatoria de los actos parciales de todos los intervinientes. Se trata de 
la coautoría caracterizada por el dominio funcional del hecho”65.
Con lo dicho se concluye que la coautoría impropia se caracteriza por imputar mutua e 
inmediatamente todos los aportes al hecho en el marco de un plan común, y en esa medida 
cada aporte se entiende como necesario o importante, sin consideración a su cantidad para 
la consumación de delito en tanto todos son necesarios e importantes para lograr el resultado 
acordado y querido por todos los intervinientes.
En los delitos especiales o de infracción de deber el problema de la coautoría, tanto propia como 
impropia, genera varios interrogantes, no fáciles de responder, dado que en tal concepción al 
entenderse como aquella tipicidad en la cual sólo puede ser autor quien ostente las calidades 
especiales exigidas por el tipo penal, diré preliminarmente que en dichos eventos es factible 
la coautoría propia, siempre y cuando cada uno de los intervinientes en el hecho delictivo 
ostente la calidad demandada por la norma, como en el peculado o en el prevaricato, siempre 
que cada interviniente se apropie de bienes del Estado o profiera decisión manifiestamente 
contraria a derecho, respectivamente, teniendo la calidad de servidor público.
Respecto a la coautoría impropia las posibilidades de configuración se darían dependiendo 
de si los intervinientes tienen o no la calidad exigida por el tipo penal especial, porque si se 
tratara de sujetos que no revisten la exigencia del sujeto activo, valga decir servidor público, 
no sería factible esta forma de coautoría en tanto coautor sólo puede ser quien ostente la 
calidad expresamente exigida por la norma. 
65 zaffaRoni. Ob. cit., p. 752.
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3.4. La ParTiCiPaCión 
Bajo tal rúbrica se entiende la voluntaria contribución a la realización del delito ajeno, 
conformada por dos categorías: la complicidad y la determinación.
 “Partícipe es todo interviniente que no puede ser autor, bien porque su realización 
sólo entraña una aportación atenuada al delito (le falta el dominio del hecho) o 
porque le faltan requisitos de la autoría específicos del delito”66.
velásquez velásquez expresa que la participación es:
 “El aporte doloso que se hace al injusto doloso de otro, trátese de una instigación 
o de una complicidad; por ello, el partícipe se caracteriza de manera negativa, 
dado que no ejecuta la acción típica, pues de hacerlo sería autor”67.
Para zAFFAroni, 
 “La participación es el delito cometido por vía de un injusto doloso ajeno, consis-
tente en un abuso al mismo, hecho en la forma de instigación o de complicidad. 
Expresado en forma negativa, puede decirse que el partícipe es quien es alcanzado 
por la pena sin ser autor. Como cualquiera de las formas de participación –insti-
gación y complicidad– configura un concepto de referencia, permanece ligada a 
un hecho ajeno, lo que le otorga un inevitable carácter de accesorio”68.
En atención a que la problemática del concurso de personas en la realización del hecho 
punible surge como un dispositivo amplificador del tipo penal dispuesto en la parte general del 
código, por lo que es necesario averiguar por las especies de la participación –determinación y 
66 suÁRez sÁncHez. Ob. cit., p. 307.
67 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 548.
68 zaffaRoni. Ob. cit., p. 758.
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complicidad–, pues siendo conceptos de referencia, suponen una ampliación de la punibilidad, 
por lo que resulta importante mirar someramente su esencia para referirnos más adelante 
a ellas69.
3.4.1. La determinación
Consiste en influir en la voluntad de otro para la realización de un delito. Es incidir en la 
persona para la ejecución de un comportamiento delictivo, cuya configuración ostenta dos 
elementos: la persuasión y la voluntad de determinación.
En la persuasión existe concurrencia de dos voluntades: la del determinador o instigador 
y la del determinado o instigado. El primero mueve la voluntad del segundo a través de la 
exteriorización de la idea criminal que la lleva hacia un fin, la voluntad del segundo, porque 
acogiendo la idea suministrada por el instigador ejecuta el hecho.
Se trata de la persona que induce a otro a que realice un hecho punible70. Siendo una forma 
de coparticipación, requiere la presencia de dos extremos: el determinador, quien gesta o 
crea la idea criminal, transmitiéndola o reforzando la que apenas nacía en otra persona, y el 
ejecutor o autor o autor material que la realiza y convierte en comportamiento típico. En últimas, 
la determinación es inducir dolosamente a otro a realizar un hecho doloso o culposo.
Había mencionado dos elementos de la determinación: 
La persuasión que juega entre las voluntades de determinador y determinado. El a) 
determinado es quien tiene el dominio del hecho, en tanto a partir de la creación o 
reforzamiento de la idea criminal es él quien decide si ejecuta el comportamiento.
La instigación que es una forma de determinaciób) n, en la que el determinador no 
tiene el dominio del hecho. Determinar significa hacer surgir en el autor la decisión 
de cometer un delito, es provocar que el autor se decida71.
69 Roxin. Autoría y Dominio del Hecho en Derecho Penal. Ob. cit., p. 516.
70 Reyes ecHandía. Ob. cit., p. 131.
71 zaffaRoni. Ob. cit., p. 768.
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La conducta del instigador o determinador72 implica que ontológicamente ella es distinta a 
la del autor material, pues, en tanto aquél mueve o persuade la voluntad de otro hacia un 
fin, es decir, que no realiza conducta materialmente hablando, este autor material es quien 
ejecuta directa y concretamente la conducta prevista en la norma penal, para lo cual la misma 
ley asigna idéntica pena sin que ello signifique que estructuralmente determinador y autor 
material estén en el mismo plano, pues el primero como partícipe es un “actor secundario”, 
mientras que este es “actor principal”.
El determinador instiga a través de la persuasión, los consejos, el pago, los ruegos, o el 
ofrecimiento de cualquier prestación en la que se relieve las posibles ventajas del delito, 
acción que debe ser eficaz para realizar el hecho.
En el determinador también se presenta el propósito abierto, deliberado de crear en otro la 
voluntad de cometer el delito, o sea que el instigador debe obrar dolosamente para que su 
conducta sea punible, guiando la voluntad del instigado a la realización de un hecho punible 
concreto y contra una persona determinada.
3.2.4. La complicidad
Es la colaboración que se le presta al autor de un injusto penal73. Es ayudar voluntariamente a 
otra persona a ejecutar un delito ajeno74. Se trata de la persona que, sin realizar directamente 
la conducta descrita en el tipo penal, coadyuva a ella mediante colaboración más o menos 
importante o eficaz75.
72 En esta investigación se prefiere la expresión “determinador”, debido a que la instigación es una forma de 
determinar.
73 zaffaRoni. Ob. cit., p. 770.
74 suÁRez sÁncHez. Ob. cit., p. 344.
75 Reyes ecHandía. Ob. cit., p. 134.
La ubicación del interviniente en los delitos que protegen el bien jurídico de la Administración Pública 72
La complicidad consiste en la cooperación dolosa, que se presta a otro en la realización de 
su hecho dolosamente antijurídico, por lo tanto el cómplice se limita a favorecer un hecho 
ajeno sin tener el dominio del hecho76.
Dos son los elementos de la complicidad: la causalidad y la voluntad de ayuda. En cuanto la 
primera, se dice que el cómplice aporta un segmento de la conducta que le servirá de apoyo 
al autor para materializar su obra. Se trata de una ayuda que puede ser material (como cuando 
alguien presta el arma con la que se cometerá el homicidio) o moral (como en los casos en 
que contribuye a la resolución criminal, apoyando la decisión ya tomada haciéndole ver al 
autor las ventajas del crimen).
Son tres los momentos en los que se puede prestar la contribución: antes de la realización 
del delito, durante la comisión del mismo y después de su agotamiento, necesariamente por 
acuerdo previo expreso o tácito, lo que implica que es un comportamiento doloso para realizar 
el hecho de otro que puede ser doloso o culposo.
Todo el fenómeno de la participación está referido a los criterios medulares de la responsabilidad 
de las personas en el delito, en tanto esta forma de interactuar delictivamente es secundaria 
frente a la autoría que es la principal, criterios que operan igual para todos los delitos sin 
importar las calidades del sujeto activo del comportamiento, de lo cual se desprende que en 
los delitos especiales o de infracción de deber las figuras de determinador y cómplice son 
aplicables plenamente, dado que las exigencias especiales que hace el legislador en esa 
clase de comportamientos delictivos son predicables del autor, en este caso, el sujeto activo 
cualificado (como se ha dicho –servidor público– en el peculado) y no en los partícipes, en 
tanto determinador y cómplice no son los protagonistas de esta clase de delincuencia. Esto 
es, un particular, extraneus, puede ser determinador de un delito especial pues, como se 
advierte, él puede incidir en la voluntad del servidor público quien es el sujeto activo cualificado 
y, por tanto, el único que puede ser autor de delito especial.
Sucede igual con el cómplice, quien válidamente puede tildarse de colaborador de delito 
especial, como quiera que en él no se requiera las exigencias del sujeto activo cualificado. 
76 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., p. 552.
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Es decir que un extraneus puede ser cómplice de delito especial en tanto la cualificación sólo 
se exige del autor y no del partícipe. Sobre este y otros temas relacionados con los delitos 
especiales me ocuparé en el siguiente capítulo.
3.5. eL inTervinienTe
Dentro de las figuras universalmente afines con la problemática de la autoría y la participación 
y, en general, con el concurso de personas en la realización de la conducta delictiva, 
aparece la figura del interviniente77 como un elemento adicional en la determinación de la 
responsabilidad penal.
Es así como las legislaciones de casi todos los países del mundo, incluida por su puesto la 
nuestra, se veía avocada a una serie de incongruencias desde el punto de vista punitivo en 
aquellos casos en los que se enfrentaba a comportamientos delictivos en los que concurrían 
varias personas con aportes disímiles desde la órbita de lo material, pero con connotaciones 
jurídicas diferentes, cuyos efectos punitivos parecían similares, pero que en el fondo no podían 
tener tratamiento similar.
Doctrina78 y jurisprudencia debieron tratar de establecer unas pautas seguras desde el 
punto de vista jurídico en los casos de delitos en los que estaban involucrados agentes del 
Estado y otro tipo de delincuencia en la que la ley penal exigía una cualidad especial en el 
sujeto activo, cuando actuaban mancomunadamente con personas que no tenían dichas 
cualificaciones pero que materialmente actuaban en similar o con mayor aporte material que 
aquellos en quienes concurría la calidad especial exigida por la norma. Se enfrentaban allí los 
especialistas a un gran interrogante, puesto que no había una fórmula clara para sancionar 
a sujetos cualificados, verbi gratia, servidores públicos y particulares cuando desarrollaban 
comportamientos delictivos con la participación de ambos; el interrogante era cómo sancionar 
a cada cual y por qué delito.
77 góMez MaRtín, VíctoR (2006). Los Delitos Especiales. Buenos aires: Ed. EDOSOFER. 
78 feRRé oLiVé, núñez paz, RaMíRez baRbosa. Ob. cit., p. 507.
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En realidad, la pauta existente hasta ese momento era que en casos en los que se investigaba 
delitos como el peculado, en donde concurría el servidor público con un particular cuyos 
aportes se consideraran similares, a este último se le sancionaba por el delito contra la 
Administración Pública, mientras que al particular se le castigaba por un delito contra el 
Patrimonio Económico, conclusión típica y punitiva esquiva a la tradición dogmática por cuanto 
tal determinación vulneraba el principio de la unidad de imputación del injusto, según el cual el 
ordenamiento jurídico-penal sólo puede adelantar una investigación por cada comportamiento 
delictivo, resultando equivocado investigar y sancionar al servidor por peculado y al particular 
por hurto.
Otra tesis sostenía, también, a partir del principio de unidad de imputación, que el intraneus 
respondía como autor y el extraneus como cómplice de delito de infracción de deber, y se 
plantearon varias subhipótesis para determinar la responsabilidad, así, el extraneus que 
determina al intraneus a cometer delito especial es determinador del mismo. Igualmente, 
la ayuda que presta el extraneus al intraneus en fase diferente a la ejecución del hecho 
constituye complicidad del delito de infracción de deber. Así mismo, el intraneus puede utilizar 
como instrumento de delito especial al extraneus, mediante coacción o inducción en error o 
en virtud de estructuras de poder organizadas.
No obstante la novedad del planteamiento, quedaron interrogantes en torno a otras 
posibilidades como la utilización del intraneus como instrumento del extraneus, ni la situación 
de la determinación del intraneus por parte del extraneus a la realización del delito de infracción 
de deber79.
De esta problemática se ocuparía el Código Penal de 2000, al incluir en el artículo 30 un 
último inciso que incorpora la figura del interviniente para quien no teniendo las calidades 
especiales exigidas por el tipo penal concurra a su realización, se le rebajaría la pena en 
una cuarta parte.
79 suÁRez sÁncHez, aLbeRto (2001). “El Interviniente”. En: Revista Derecho Penal y Criminología.  Nº 72. Bogotá: 
Ed. Universidad Externado de Colombia.  
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3.5.1. Ubicación en el Código Penal colombiano (Ley 599 de 2000)
Para el año 1980 las normas relacionadas con el tema de la institución del concurso de personas 
en la realización de la conducta delictiva estaba regulada en tres artículos: el 23 que describía 
a los autores y los determinadores, el 24 cuya nomenclatura correspondía a los cómplices, 
y una tercera norma, el art. 25, que refería a la comunicabilidad de circunstancias.
Como se puede observar, en el Código Penal anterior no existía una norma que regulara 
la figura del interviniente, dado que se vinculaba como autores a quienes tradicionalmente 
tenían tal investidura y a los determinadores, mientras que el cómplice correspondía a quienes 
contribuyen a la realización del hecho punible o prestaran ayuda posterior, cumpliendo promesa 
anterior al mismo, y un último artículo que refería a la comunicabilidad de circunstancias, 
según el cual tanto las circunstancias personales del autor que agravaban la punibilidad 
como las materiales del hecho se comunicarían al partícipe que las hubiere conocido, pero 
en cambio las circunstancias personales que disminuían o excluían la punibilidad sólo se 
tendrán en cuenta respecto del copartícipe en quien coocurrieran, o del que hubiere actuado 
determinado por esas mismas circunstancias80.
3.5.2. La teoría del dominio del hecho
Se incluye en este apartado un extracto de la teoría del dominio del hecho, con la finalidad de 
ubicar al lector en el contexto de la tesis que mayoritariamente domina el escenario dogmático 
en materia de autoría y participación, como quiera que en él se encuentra el Código Penal 
actual, cuyo efecto será el contraste con la teoría de los delitos especiales o de infracción 
de deber.
80 MeJía escobaR, caRLos eduaRdo (2008). “El interviniente en el Código Penal colombiano”. En: Revista Derecho 
Penal Contemporáneo. Nº 22. Bogotá: Legis.
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Su esencia está en una caracterización restrictiva de la participación y, por ende, diferencia 
entre autores y partícipes de la conducta delictiva81. Para esta teoría sólo puede ser autor 
de un delito de dominio aquél de quien pueda afirmarse que es la figura central del hecho 
delictivo82, quien decide el sí y el cómo de su realización. Desde el terreno de lo subjetivo, el 
autor debe tener el conocimiento fundamentador del dominio.
Gran parte de la problemática del derecho penal ha surgido a raíz de la forma de castigar 
y cómo castigar de acuerdo a la proporción de acto que realice cada persona que participa 
en un delito. Es así como históricamente diversas teorías se han encargado de estudiar y 
definir a quién se le considera autor, bajo qué parámetros y cuál la sanción a imponer, y en 
ese criterio también se debió establecer si todos los aportes hechos a la configuración de un 
delito eran idénticos desde el punto de vista material y por lo mismo a quienes los realizaran 
se les consideraba autores. Posteriormente se estableció que en la realización delictiva no 
todos ocupaban el mismo estatus, y por tanto unos eran autores y otros acompañantes de la 
conducta delictiva, a quienes se les llamaba partícipes, que tenían rango secundario, y por 
lo que respondían en menor grado que los autores.
En busca de la configuración de una teoría suficientemente sólida para establecer desde 
el punto de vista objetivo y subjetivo a quién se le asignaba la categoría de autor y a quién 
la de partícipe, surgió como una síntesis de elementos objetivos y subjetivos la teoría del 
dominio del hecho, que entiende al autor como aquella persona que tiene en sus manos las 
riendas del acontecer causal, es decir, quien tiene el dominio del hecho, y partícipe a todo 
aquél que no lo tiene.
Las formas en que se realiza o concreta esta teoría, cuyo mejor exponente resulta ser 
roxin83, son el dominio de la acción, autoría inmediata unipersonal, dominio de la voluntad, 
autoría mediata, dominio funcional, en la coautoría, cuya somera explicación se vierte a 
continuación:
81 feRRe oLiVé, Juan caRLos: núñez paz, MigueL ÁngeL y RaMíRez baRbosa, pauLa andRea (2010). Derecho Penal 
Colombiano. Parte General. Bogotá: Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, pp. 499 y ss.
82 Roxin, cLaus (2000). Autoría y Dominio de Hecho en Derecho Penal. Madrid: Ed. Marcial Pons, p. 44.
83 Roxin. Autoría y Dominio del Hecho en Derecho Penal. Ob. cit., pp. 155 y ss.
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Dominio de la acción cuando el hombre libremente realiza los elementos señalados 	
en el tipo es autor.
Dominio de la voluntad es la autoría mediata en tanto no versa sobre la ejecución 	
inmediata, sino en el poder de voluntad conductora. La divide en: i) dominio de la 
voluntad por virtud de la coacción; ii) dominio de la voluntad por error en el ejecutor 
instrumental; iii) dominio de la voluntad por utilización de inimputables y jóvenes, y 
iv) dominio de la voluntad a través de aparatos organizados de poder.
Dominio funcional: implica la concreción del plan global siempre y cuando cada 	
individuo interviniente actúe conjuntamente, teniendo en cuenta que se puede dar 
matizando el concepto de figura central, aún en los casos en los que un interviniente 
no posea el dominio de la acción o de la voluntad.
Dada la importancia de dicha teoría, por demás acogida mayoritariamente por la doctrina, 
jurisprudencia nacional y extranjera, y principalmente por el Código Penal colombiano (Ley 
500 de 2000), hacemos una sinopsis de sus principales características, a pesar de no ser 
el objeto central de esta investigación:
Se niega un carácter subjetivo a la teoría del dominio del hecho en cuanto no exige 	
en el autor un animus auctoris, ya que el elemento subjetivo se concreta en la finali-
dad, es decir el conocimiento que se tiene de que se domina la acción material que 
desencadena el resultado no querido por la ley84, en tanto el autor debe conocer 
las circunstancias del hecho y ser consciente de las circunstancias fácticas que 
fundamentan su dominio sobre el acontecimiento.
Aunque algunos la tienen por teoría ecléctica, lo cual no es correcto, porque si 	
así fuera se tendría que afirmar que sólo es autor quien actúa objetivamente –con 
animus auctoris–, puesto que para esta tesis resulta indiferente el animus con el 
cual se interviene, si se tiene el domino del hecho.
84 díaz y gaRcía conLLedo, MigueL (1991). La Autoría en Derecho Penal. Barcelona: Ed. PPU, p. 575.
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El carácter material de la teoría del dominio del hecho la caracteriza, deducida de la 	
circunstancia de que para catalogar a alguien como autor no es requisito indispen-
sable que realice el hecho formalmente descrito en el tipo, ni que quiera el hecho 
de cierta manera, porque, aunque no realice el hecho directamente o no lo quiera 
para sí, lo que se exige es que tenga el dominio del hecho.
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CAPÍTULO II
LOS DELITOS DE INFRACCIÓN DE DEBER 
Y LA FIGURA DEL INTERVINIENTE
Abordados en el primer segmento de esta tesis los principales aspectos que históricamente 
trazaron las pautas de la conducta en el derecho penal1, y establecido el concepto de autor 
imperante en la doctrina, jurisprudencia y ley penal colombiana, me propongo, en el presente 
capítulo, describir qué son los delitos de infracción de deber, su problemática en el seno de 
la discusión de la teoría del dominio del hecho2 y la determinación de la responsabilidad para 
quienes tienen los deberes especiales (intraneus) y para los que no poseen tales deberes, 
pero concurren a la realización de un delito especial (extraneus).
En busca de dicho objetivo he considerado indispensable hacer una sinopsis histórica 
y conceptual del intraneus y el extraneus con apoyo en doctrina nacional3 y extranjera4, 
describiendo los diversos modelos de deberes consagrados constitucionalmente5, pasando 
por la definición de delito especial y su diferencia con otros que también pudieran tener tal 
característica, como los de propia mano, ejemplarizando con algunos comportamientos 
considerados especiales, para finalmente “aterrizar” el asunto en cómo debe responder el 
extraneus en la comisión de un delito especial o de infracción de deber6.
 
1 Reyes ecHandía. Ob. cit., p. 105.
2 Roxin. Autoría y Dominio del Hecho en Derecho Penal. Ob. cit., pp. 305 y ss.
3 feRRé oLiVe, núñez paz y RaMíRez baRbosa. Ob. cit.
4 Roxin. Autoría y Dominio del Hecho en Derecho Penal. Ob. cit., pp. 385 y ss.
5 naRanJo Mesa, VLadiMiRo (2000). Teoría Constitucional e Instituciones Políticas. 8ª ed. Bogotá: Edit. Temis. 
6 Para los efectos de esta investigación he tomado, conforme a la doctrina universal, como sinónimos las expresiones 
delitos especiales o de infracción de deber.
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1. LOS DEBERES EN EL MODELO CONSTITUCIONAL 
COLOMBIANO
En la Constitución Política de 1991 son múltiples los postulados desde el punto de vista 
axiológico incluidos en su cuerpo, y dentro de ellos se observa con gran admiración el paso 
de un modelo de Estado a otro7, en tanto la de 1886 demarcaba un modelo de Estado de 
derecho, al paso que la actual describe un modelo de Estado social del derecho, cuyo referente 
indica, desde el Preámbulo, una serie de valores8 que la propia Carta trata de asegurar para 
los integrantes de la comunidad.
 
En el modelo constitucional actual se concretó un gran paso entre lo formal y lo real o material, 
como quiera que a partir de dicha filosofía los referentes de Estado, en materia de valores, 
partieron de la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la 
libertad y la paz, cuyo contenido resume la aspiración del Constituyente de 1991.
A pesar de la importante evolución desde el punto de vista axiológico también en la nueva 
estructura constitucional se produjeron cambios en otros órdenes, con los cuales se le dio 
identidad al modelo de Estado implementado, en tanto el centro de atención para tales 
efectos no eran las instituciones sino el hombre, el ser humano, inmerso en la sociedad, lo 
cual hizo que se tuviera como norte el respeto por las garantías y derechos fundamentales9, 
consignados en la Carta como la vida, la libertad, el trabajo, y en general todo un catálogo de 
garantías a las que se les asignó unos instrumentos igualmente de carácter constitucional para 
materializarlas, entre ellas las acciones de tutela, populares, de grupo, y otros instrumentos 
que permiten hacer efectivos y proteger de manera real los derechos fundamentales.
Bajo el concepto de democracia participativa, lo cual implica que las decisiones que 
involucran a la comunidad parten del supuesto de la inclusión de ella en todas las esferas 
de la democracia, se implementó un nuevo orden, de modo que para legitimar la actuación 
del gobernante se incluyeron instrumentos como la revocatoria del mandato y la moción 
7 naRanJo Mesa. Ob. cit., p. 509.
8 MadRid-MaLo gaRizÁbaL, MaRio (1995). Nuevas siluetas para una historia de los Derechos Humanos. Bogotá: 
Ed. Defensoría del Pueblo. 
9 MadRid MaLo-gaRizÁbaL, MaRio (1997). Derechos Fundamentales. Bogotá: Ed. 3R. 
Los delitos de infracción de deber y la figura del interviniente 81
de censura10, que dan lugar a estructurar un nuevo orden en la vida de la nación, todo ello 
desarrollado por el Congreso de la República, a quien se le facultó con amplios poderes para 
configurar la norma11 en los diversos aspectos del acontecer patrio a través de la Comisión 
Especial Legislativa o Congresito.
No obstante el amplio catálogo de derechos y garantías fundamentales de la persona en la 
Constitución Política de 1991, también el Constituyente previó unos deberes cuyo cumplimiento 
resultan obligados para el normal funcionamiento de la sociedad. En efecto, la Carta Superior 
indica:
“Artículo 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la 
comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El 
ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en ésta Constitución implica 
responsabilidades.
”Toda persona está obligada a cumplir la constitución y las leyes.
”Son deberes de la persona y del ciudadano:
”1. Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios;
”2. Obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones 
humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las 
personas;
”3. Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas 
para mantener la independencia y la integridad nacionales;
”4. Defender y difundir los derechos humanos como fundamento de la convivencia 
pacífica;
10 Constitución Política de 1991, art. 135, num. 9.
11 sieRRa poRto, HuMbeRto antonio (1998). Concepto y tipos de ley en la Constitución colombiana. Bogotá: Ed. 
Universidad Externado de Colombia. 
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”5. Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país;
”6. Propender al logro y mantenimiento de la paz;
”7. Colaborar para el buen funcionamiento de la administración de la justicia;
”8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación 
de un ambiente sano;
”9. Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de 
conceptos de justicia y equidad”.
De tal manera que en el modelo de Estado social de derecho12, si bien es cierto la Constitución 
Política consagró un catálogo amplísimo de derechos y garantías fundamentales, también 
estableció ciertos deberes, cuyo cumplimiento, por parte de los ciudadanos, permite un 
ambiente de tranquilidad y seguridad en el tráfico social, en el que influye decisivamente el 
ordenamiento jurídico, encargado de matizar cada derecho y deber, entendiéndose que en 
determinadas circunstancias o a ciertas personas por condiciones específicas se les privilegia 
o impone obligaciones especiales, y en tal medida podrían ser más o menos responsables 
para efectos penales.
 
En ese orden de ideas hay algunos sectores de la población a los cuales se les impone 
deberes o exigencias que no son atribuidas a los particulares, como acontece con los 
servidores públicos, sobre quienes pesan una serie de obligaciones y exigencias impuestas 
por la condición especial que ocupan en la sociedad, y eso les hace mucho más reprochables 
frente a determinados actos y, por lo mismo, la responsabilidad impuesta a ellos es diversa a 
la de los particulares, en tanto al servidor público se le imponen determinados deberes cuyo 
incumplimiento genera una sanción más drástica13.
12 díAz, elíAs (1972). Estado de derecho y sociedad democrática. 4ª ed. Madrid: Ed. Cuadernos para el 
diálogo, S.A.
13 beRnaL aceVedo, gLoRia (2002). Iniciación al Nuevo Saber Penal. Bogotá: Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 
p. 98.
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1.1. deberes Por insTiTuCión y Por organizaCión 
Tal como se dejó dicho en el capítulo anterior, la determinación del autor en derecho penal 
no ha sido asunto de poca monta14, dados los conceptos diferenciador y unitario de autor15, 
de lo cual depende si hay o no estratificación en la definición de la responsabilidad cuando 
varias personas han concurrido a la realización de la conducta delictiva. Por tal motivo se 
dejó en claro que para los efectos de este trabajo se adopta un criterio diferenciador de autor, 
según el cual cada persona que participa en el delito ocupa un lugar especial, pudiendo tener 
la condición de autor, coautor, determinador o cómplice16.
 
Efectivamente, cuando se trata de delitos comunes no se observa ningún problema en tal 
denominación para asignar a cada participante su rol, bajo el criterio del dominio del hecho, 
y como tal dependiendo de su aporte, la calidad del mismo y su cantidad, determinamos qué 
corresponde a cada quien en materia de responsabilidad y sanción.
No ocurre lo mismo en los delitos de infracción de deber o delitos especiales17 dada la 
complejidad del asunto en el cambio de paradigma, pues allí la teoría del dominio del hecho 
amerita una interpretación diversa a la utilizada en los delitos comunes, dado que en éstos 
quien tenga el dominio del hecho será autor y los demás serán partícipes, mientras tanto, en 
los delitos de infracción de deber el punto de definición de la responsabilidad no se construye 
exclusivamente a partir de quien tenga el dominio del hecho, sino de quien tiene la calidad 
especialmente exigida por el tipo, o lo que es lo mismo, en quien concurre la circunstancia 
del deber especial para poder ostentar la condición de autor de un comportamiento delictivo, 
tal como lo veremos en desarrollo del presente capítulo.
Así, en los delitos especiales la determinación de la condición de sujeto activo deviene por 
conducto de dos variables. La primera es por la organización y la segunda es por la institución, 
tal como lo explica jAkobs en su Teoría de la imputación objetiva.
14 saLazaR MaRín. Ob. cit., pp. 407 y ss.
15 suÁRez sÁncHez. Autoría y Participación. Ob. cit., pp. 180 y ss.
16 JescHeck, Hans HeinRicH (1993). Tratado de Derecho Penal. Parte General. Granada: Ed. Comares, pp. 583 y 
ss.
17 saLazaR MaRín. Ob. cit., p. 482.
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Recordemos que la teoría de la imputación objetiva surge de las tesis de heGel18, al entender 
que las consecuencias generadas por un comportamiento son de dos clases: unas hacen 
parte de la configuración misma de la acción, mientras que otras son externas a ella, al 
tratarse de la modificación que produce en el mundo exterior un comportamiento, por lo 
tanto sólo las consecuencias que pertenecen a mi conducta como modificación del mundo 
exterior pueden serme imputadas, es decir, que a una persona sólo le puede ser imputado 
lo que sea consecuencia de su obra.
En tal sentido, el funcionalismo implica la distribución o asignación de roles, y el cumplimiento 
de los mismos genera situaciones funcionales, así como el incumplimiento de cualquiera de 
las tareas es propulsor de inconsistencias sociales generadoras de delito. Así, la sociedad 
debe marchar como una máquina, en la que cada una de sus piezas debe cumplir el papel 
o “rol” para el cual fue creado y, como tal, cuando todas las “piezas del reloj” cumplan su 
cometido el reloj marcará el tiempo de manera precisa. 
Se supone que la sociedad debe marchar de la misma forma que un reloj, y por lo tanto cada 
individuo tiene asignados unos roles que cumplidos cabalmente impedirían las disfunciones 
sociales, por lo que no habría lugar a la comisión de delitos, pues el conglomerado social 
parte de riesgos controlados o permitidos y sólo genera responsabilidad penal la creación 
de riesgos jurídicamente desaprobados que se concretan en la producción de un resultado 
típico19.
En consecuencia, en esa tarea de tratar de establecer cuál es el criterio de atribución o 
imputación, a quién y cómo se debe atribuir un comportamiento al tratase de delitos comunes, 
o bien de delitos especiales, se debe observar de dónde surgen los deberes.
En realidad hay dos fuentes de imputación que corresponden a las utilizadas por los delitos 
especiales o de infracción de deber. Así, hay una atribución de deberes en virtud de la 
18 heGel, GeorG Wilhelm FriedriCh (1966). Fenomenología del Espíritu. México: Ed. Fondo de Cultura 
Económica. 
19 Jakobs, güntHeR (1994). La Imputación Objetiva en Derecho Penal. Bogotá: Ed. Universidad Externado de 
Colombia, p. 85.
Los delitos de infracción de deber y la figura del interviniente 85
organización, y otra por conducto de las instituciones20. La primera refiere a los efectos que 
se producen por un ámbito de los deberes de relación, es decir de asegurar frente a peligros 
derivados de objetos o actividades empresariales para que su ámbito de organización no 
tenga efectos externos dañinos. La segunda se trata de la conexión de ámbitos vitales de un 
mundo que idealmente se ha de configurar en parte conjuntamente, tales como las relaciones 
provenientes de los vínculos familiares, como la paterno-filial, el matrimonio, etc.
1.2. La resPonsabiLidad PenaL de quien no osTenTa deberes 
esPeCiaLes y de quien osTenTa TaLes deberes
Llegar a esta afirmación implica desbrozar las diversas posiciones que históricamente ha 
creado la doctrina para establecer si en realidad la responsabilidad es una sola, o si ella 
depende de la posición que ocupe el participante en los diversos momentos de la realización 
de la conducta delictiva, razón por la cual haré un paneo de la doctrina para alcanzar un 
punto de referencia que sirva de apoyo al momento de tomar partido en lo que sigue de esta 
investigación, teniendo en cuenta los conceptos analizados en el capítulo primero, donde se 
estableció el concepto de acción y autor.
Efectivamente, en los delitos especiales se debe partir del concepto esencial de la problemática, 
cual es que en ellos el legislador sólo permite catalogar como autores a sujetos que poseen 
determinadas cualidades, calidades o condiciones. En tal evento es preciso señalar, según 
se viene afirmando por la doctrina mayoritaria, que un particular que actúa en coordinación 
con un sujeto activo cualificado no puede ser coautor de delito especial, por trascendente 
que sea su contribución material, aún siendo más importante el aporte del extraneus que el 
del intraneus, así sea consciente y voluntaria, porque careciendo de la calidad especial, no 
podría ser autor ni coautor.
Dice roxin, sobre el aspecto en mención:
20 Jakobs, güntHeR (1995). Derecho Penal. Parte General. Fundamento y teoría de la imputación. Madrid: Ed. 
Marcial Pons, pp. 987 y ss.
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“Con arreglo a lo dicho está claro que el que, cooperando en división de trabajo con otro, 
realiza el tipo de un delito de infracción de deber, no por eso tiene que ser coautor. El 
particular que en el delito de tortura en ejercicio de cargo (ss 343 StGB) apunta a la víctima 
con la pistola, sólo es cómplice, aunque sea co-sustentador del dominio del hecho. Lo 
cual coincide en cuanto al resultado con la doctrina dominante, si bien no encaja con la 
teoría del dominio del hecho” 21.
El acuerdo de voluntades entre un intraneus y un extraneus que se traduce en dominio de 
la parte objetiva, en la que éste realiza la conducta descrita en el delito especial, resultando 
más importante desde lo material que lo hecho por el intraneus, no constituye coautoría de 
delito especial, precisamente por adolecer el particular de la calidad exigida por el legislador 
para darle la calidad de autor o coautor.
En realidad, lo acontecido en estos casos es que el sujeto activo cualificado quebranta unos 
deberes especiales, atribuidos a él por tener dicha condición (como en el caso de los servidores 
públicos, catalogados como únicos sujetos activos de delitos contra la administración 
pública, verbi gratia, el peculado o el prevaricato) y, en consecuencia, el injusto no radica 
exclusivamente en lo material u objetivo del comportamiento, sino en eso y un plus, es decir, 
en lo objetivo del tipo, pero más allá de eso en la condición especial exigida para el sujeto 
activo, lo cual es de singular importancia pues no es un simple capricho dogmático para 
endilgar responsabilidad, sino de una precisa concepción del Estado frente a los deberes 
impuestos en el modelo social de derecho a ciertas personas por razón de la posición que 
ocupan dentro de la sociedad, para el caso propuesto se trataría de la violación a la confianza 
dispensada por el Estado a sus servidores públicos, y en el desconocimiento y traición a la 
confianza y lealtad debida por dichos funcionarios hacia el Estado.
La situación es bien clara si se le mira desde esta óptica, en tanto se considera elemento 
medular para la autoría la condición especial impuesta por el legislador, pues fue esa su 
voluntad por considerar que en ciertos tipos penales el autor debe ser sólo aquél considerado 
único, exclusivo, y es a él a quien le impone unas cargas especiales que no podrían ser 
desconocidas bajo ningún punto de vista, por loable que pareciera.
 
21 Roxin. Autoría y Dominio del Hecho en Derecho Penal. Ob. cit., p. 388.
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Contextualizando esta opinión, es procedente decir que si el deseo del legislador no fuera 
hacer una exigencia tal en el sujeto activo para poder ser autor de delito especial, habría 
acomodado la conducta en otro sector del código, dado que el comportamiento desde el 
punto de vista fáctico podría ser idéntico a otro u otros descritos en títulos del ordenamiento 
penal distintos, pero por tratarse de ciertos actores y bienes jurídicos específicos determinó 
que sólo podrían ser cometidos por quien tiene la condición especial.
Hemos incluido el ejemplo del peculado o el prevaricato; si fuera este el caso, se tendría que 
concluir que tal comportamiento desde el punto de vista fáctico es idéntico al hurto –delito 
contra el patrimonio económico–, y en tal evento, no tendrían distinción porque el legislador 
lo hubiera podido incluir como tal y darle una circunstancia de agravación o calificación 
específica, sancionándolo como tal, pero ese no fue el objetivo de la ley penal en este tema, 
por considerar que la conducta peculadora contaba con características singulares por la 
importancia del bien jurídico tutelado, la entidad del daño causado y especialmente por la 
calidad del sujeto activo, entre otras, motivo para incluirlo en los delitos contra la administración 
pública y no en el título de los delitos que atentan contra el patrimonio económico, al punto 
que no basta siquiera la condición de servidor público para ser autor de este atentado, sino 
además tener la relación funcional, es decir, que el servidor público tenga asignado dentro 
de sus funciones el manejo, administración o custodia de bienes o caudales estatales, de 
lo contrario, aún teniendo el sujeto activo cualificado la condición especial exigida por el 
tipo, podría no ser autor de delito especial, si no tiene dentro de sus funciones las precisas 
exigencias para la realización de la conducta, por cuanto actuaría como un particular, y en 
dicho evento, aún siendo servidor público no podría ser autor de delito especial.
Conforme a estos planteamientos, se debe iterar que autor de delito especial será sólo quien 
tenga la cualidad especialmente exigida por el tipo penal, y como consecuencia de ello el 
particular que interactúa en la comisión de delito especial a lo máximo que puede aspirar es 
a recibir la condición de partícipe, determinador o cómplice, pero no la de autor ni coautor.
Sobre este puntual aspecto es preciso señalar que el aporte de extraneus en delito especial 
puede ser material o fácticamente mayor que el del intraneus, y aún así no adquiere la 
condición de autor o coautor, se repite, por adolecer de la condición especialmente exigida 
por el tipo penal. Vale decir que en estos casos el particular viola el deber jurídico impuesto en 
la norma correspondiente, mientras que el sujeto activo calificado viola además los deberes 
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jurídicos especiales de fidelidad a la norma o de sujeción, a su función, a su rol, en el caso 
de traición a deberes institucionales, aunque también se da en la infidelidad a los deberes 
impuestos por organización.
Igualmente se debe recordar que aquí cobra valor la teoría del dominio del hecho, puesto 
que el intraneus domina el hecho y el particular únicamente puede hacer una contribución al 
hecho, y consecuente con ello sólo adquiere la condición de partícipe, pero nunca de autor, 
aunque el aporte material sea superior al del intraneus.
1.2.1. Reseña histórica del intraneus y el extraneus
 
En Colombia una serie de factores incidieron para incluir una norma, como la que trajo 
el Código Penal de 2000, referida al interviniente, con la finalidad de establecer la forma 
como debía responder el extraño que realizaba comportamiento delictivo con sujeto activo 
cualificado, ya que en el Estatuto Penal de 1980 una figura de esta naturaleza no existía; 
en cambio, en aquella época la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, avalaba la responsabilidad a título de autor en delito especial del particular 
–en el caso del peculado– al estimar que para ser autor de dicho comportamiento no se 
requería una disposición del bien expresamente autorizada por la ley, es decir, una actividad 
manifiestamente atribuida al agente como parte de sus funciones22, con lo cual se le daba 
tratamiento de autor a un particular en delito especial, lo cual resultaba abiertamente inexacto 
desde el punto de vista dogmático.
Anteriormente, la misma Alta Corporación ya había revelado la adopción de un criterio unitario 
de autor en el tema propuesto, cuando al estudiar la expresión “por razón de sus funciones” 
aseguró que ese ingrediente normativo del tipo penal no podía entenderse en el sentido de la 
adscripción de una competencia estrictamente legal y determinada por una regular y formal 
investidura que implique una íntima relación entre la función y la facultad de tener el bien del 
22 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de julio 15 de 1982. Gaceta Judicial. T. CLXX. N° 
2408. M.P.: Luis Enrique Romero Soto.
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cual se dispone23, de donde se infiere que la Corte entendía como único requisito para ser 
autor de delito especial –peculado– la condición de empleado oficial, pero dejaba de lado el 
otro elemento esencial para la imputación de un delito contra la administración pública, cual es 
la relación funcional, criterio modificado en buena hora a mediados de la década del ochenta 
cuando la misma Corte Suprema dejó ver que la alusión a la relación funcional en los delitos 
contra la Administración Pública se refería a una disponibilidad jurídica y no exclusivamente 
material, la cual adquiere el servidor no sólo por ese hecho sino por la atribución específica 
de la función24, posición con la que la Corporación adoptó un criterio diferenciador de autor 
en tanto en delitos especiales es imposible que un extraneus pueda ser autor, como ocurre 
en el delito de peculado.
Lo cierto es que antes de la expedición del Código Penal de 198025 se presentó una fuerte 
tensión en doctrina y jurisprudencia para llegar a un consenso sobre el concepto de autor 
admitido para establecer quién podía serlo en delitos especiales. Sería el Código Penal de 
2000 (Ley 599 de ese año) el encargado de incluir una norma que describiera quién puede ser 
autor en delito especial y cuál la responsabilidad del particular que coopera en la realización 
de dicho delito. Esa norma corresponde en tal nomenclatura al último inciso del artículo 30, 
cuando advirtió:
“Al interviniente que no teniendo las calidades especiales exigidas en el tipo penal concurra 
en su realización, se le rebajará la pena en una cuarta parte”.
Con esa disposición se dejaba en claro por lo menos una situación, y es que en todo caso 
el particular que intervenía en la realización de delito especial no respondía en las mismas 
condiciones del autor, pues su pena estaría rebajada en una cuarta parte, aunque la norma 
resultó polémica porque no dice si se trata al particular como autor o partícipe, aunque está 
ubicada en el enunciado de la participación. 
La inclusión en el Código Penal actual de una norma como la referida obedeció a la necesidad 
de solucionar una recurrente problemática que se presentaba en nuestro país en delitos 
23 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de 3 de agosto de 1976. Gaceta Judicial. T. CLII. N° 
9393. M.P.: Jesús Bernal Pinzón.
24 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Casación de 10 de octubre de 1985.
25 cancino MoReno, antonio. El delito de peculado en el nuevo Código Penal. Bogotá: Edit. Temis, p. 99.
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especiales como los que atentaban contra la administración pública, precisamente el peculado, 
en los que se conjugaban las fuerzas de servidores estatales y particulares, porque no había 
claridad sobre el proceso de adecuación típica ni sobre la sanción a imponer, en tanto algunos 
consideraban que el sujeto calificado respondía por el delito especial (peculado), mientras 
que el particular respondía por otro delito (hurto), a pesar de haber intervenido en un delito 
especial, lo cual era francamente descabellado por cuanto dicha solución rompía el principio 
de unidad de imputación, ya que el delito cometido es uno sólo y, por lo mismo, no se puede 
iniciar dos investigaciones derivadas del mismo hecho, pues, con tal manera de pensar, al 
servidor se le sancionaría por peculado y al particular por hurto.
Al no ser consistente dicha postura, se acudió al criterio de tener como autores del delito 
especial tanto al servidor público como al particular, cuya consecuencia punitiva era idéntica, 
pues se les colocaba en el plano de coautores y merecedores de la misma pena. Es decir 
que para tal planteamiento se acogía un criterio unitario de autor, porque tanto el funcionario 
como el servidor cometían delito especial y respondían en igualdad de condiciones.
Una tercera alternativa la marcó la tesis según la cual la solución jurídica para los casos de 
delitos especiales o de infracción de deber consistía en aceptar que al particular interviniente 
se le calificara como un cómplice de delito especial, con independencia de la modalidad en 
que concurría a la realización del delito especial, lo cual aparecía un tanto descontextualizado 
de la teoría del delito, dado que siendo el derecho penal una infracción sancionable por el 
acto, en estos eventos se castigaba a un particular por un acto de mayor reproche social y 
punitivo al cual no debía sometérsele, como quiera que cuando el particular interviene como 
cómplice su aporte causal debe ser secundario y no principal; por lo demás, si actuaba con 
animus autoris, mal hacía el derecho en sancionarlo como alguien que actuó con animus 
socci, en fin, esto implicaba que se trataba de una tesis poco práctica y por lo tanto llamada a 
ser reemplazada, pues resultaba poco claro sancionar como cómplice a quien hacía aportes 
causales de autor y tenía ánimo de autor.
Se precisa que los diversos planteamientos de la doctrina y la jurisprudencia nacional no han 
sido pacíficos al momento de interpretar la ubicación dentro de la sistemática de la Ley 599 
de 2000, en tanto algunos consideran que el propósito del legislador fue incluir una figura 
capaz de aliviar la responsabilidad de quien no tenía la calidad especial exigida por el tipo 
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penal para ser autor de delito especial y como tal, al adolecer de esa característica, tan sólo 
podría ser partícipe, razón por la que fue incluido en el inciso final del artículo 30 del Estatuto 
punitivo.
Otros consideran que la inclusión de tal figura en dicho artículo sirve apenas de marco de 
referencia, y por lo mismo, en una interpretación sistemática del código, se debe llegar a la 
conclusión contraria y es, precisamente, entender que la figura se ubicó en ese último inciso 
del artículo 30, pero no está referida a los partícipes, sino a los autores, y que siendo tal el fin 
del legislador, el instituto fue concebido propiamente para atribuir la responsabilidad de quien 
realizaba materialmente el comportamiento delictivo especial pero no ostentaba la calidad 
exigida por la norma, debiéndose sancionar a tal interviniente por delito especial, pero no 
como autor, sino como interviniente, aunque disminuida la pena en una cuarta parte. 
La discusión de la doctrina y la jurisprudencia sobre esta problemática sigue tan ardiente 
como en el año 2000, en atención a los giros dados por la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, hecho que de por sí genera interés académico que amerita ser visto con mayor 
detalle, tal como los presentaré en el capítulo III de esta investigación.
1.2.2. Legislación nacional y extranjera
En el recorrido histórico presentado sobre la figura del interviniente se ha incluido su decurso 
en el acontecer de la legislación nacional, nada alejado de la realidad internacional, pues 
también en países como Alemania, Argentina y España la discusión ha sido enconada, 
dando como resultado soluciones cuyo debate no concluye. En Colombia la discusión no ha 
sido menos enfrentada, en tanto hay una norma que aparentemente regularía las diversas 
hipótesis en materia de interviniente, cual es la comunicabilidad de circunstancias, que en la 
actualidad aparece descrita en el artículo 62 de la Ley 599 de 2000, así:
“Artículo 62. Comunicabilidad de circunstancias. Las circunstancias agravantes 
o atenuantes de carácter personal que concurran en el autor de la conducta no se 
comunican a los partícipes, y sólo serán tenidas en cuenta para agravar o atenuar 
la responsabilidad de aquellos que las hayan conocido. 
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”Las circunstancias agravantes o atenuantes de índole material que concurran en 
el autor, se comunicarán a los partícipes que las hubiesen conocido en el momento 
de la planeación o ejecución de la conducta punible”. 
Sobre esta disposición, en Colombia se ha presentado una gran confusión debido a su 
deficiente y anti técnica redacción, lo cual ha dado lugar a despejar dos grandes interrogantes, 
como es establecer si esa disposición tiene que ver, en general, con el intercambio de 
circunstancias entre autores y partícipes, o si la comunicabilidad se da a partir de los autores 
hacia los partícipes.
Lo primero es que la comunicabilidad se tiene que dar entre coautores y partícipes, en atención 
a la comunicabilidad de ánimo, el reparto de trabajo y la unidad de imputación, elementos que 
exigen que ellos voluntaria y conscientemente estén ejecutando un injusto en el cual aportan 
en alguna medida, si esta es la comunicabilidad sería el intercambio de circunstancias entre 
autores y/o partícipes.
Pero si a la idea del instituto tratado se le otorga un sentido diferente, más restringido, la 
respuesta al interrogante es que la comunicabilidad sólo se da del autor al partícipe, porque 
la comunicabilidad se desprende del carácter accesorio de la participación.
Esto otro, si en Colombia se ha adoptado un criterio diferenciador de autor, como en efecto ha 
ocurrido, y en tal caso, se ha entendido que definido el concepto de autor, se puede estratificar 
y, por lo mismo, entender que siendo el autor la figura principal del acontecer delictivo, los 
partícipes serán accesorios y, por lo tanto, siendo el autor la figura central del comportamiento, 
es éste quien comunica las circunstancias a lo accesorio que son los partícipes.
En Hungría, por ejemplo, el Código Penal de 1978, en el artículo 74 establecía: 
“Las calidades o circunstancias personales que concurran en un autor o cómplice y que 
hagan desaparecer la criminalidad del hecho, o disminuyan o aumenten la pena imponible, 
no tendrán aplicación a los demás autores o cómplices en quienes no concurran”26.
26 zaffaRoni. Ob. cit., pp. 375 y ss.
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Dicha norma es general, ya que cita tanto a autores como a partícipes, diferencia las 
circunstancias que hacen desaparecer el delito de las que disminuyen o aumentan la pena 
y que significan un aumento o una disminución del injusto, pero no hace mención a las 
calidades que fundamentan lo ilícito y por tanto la pena, situación que resulta predicable del 
Código Penal de Italia de 1889, descrita en el artículo 65, y en Argentina en al artículo 48 
del Código Penal de 1971.
En Colombia una respuesta sobre este asunto lo entrega sAlAzAr mArín, quien resume, en 
algunas líneas, lo acontecido sobre el asunto tratado:
“Hay que advertir que la ley colombiana incurre en evidente impropiedad lingüística cuando 
se refiere a «circunstancias materiales y personales», porque siendo lo circunstancial algo 
que está alrededor de lo esencial, o sea algo accesorio a lo injusto, no ha debido referirse 
a lo sustancial con la expresión «circunstancias».
”No ha de hablarse por eso de «circunstancias» cuando se trata de la conducta misma que 
es inherente al injusto, sino cuando se hace referencia a algunas situaciones de tiempo, 
modo o lugar del comportamiento que agravan o atenúan la pena, pero cuya presencia 
o no suele dejar inalterada la figura del injusto básico.
”Y por lo mismo, no ha de denominarse «circunstancia personal» algo constitutivo del 
fundamento del injusto como lo es la condición de intraneus o de sujeto activo cualificado 
para algunos delitos.
”Solo es circunstancial, pues, algún componente de tiempo, modo o lugar que hace parte 
de la descripción del injusto y que da lugar a un incremento o disminución de pena, pues 
si se trata v. gr. de una condición personal que fundamenta el injusto o de una causal 
que lo excluye, es ya algo esencial. Circunstancial es por tanto aquello accesorio que 
generalmente no compromete lo injusto básico, aunque la ley a veces condiciona su 
realización dentro de algunas circunstancias.
”En esta materia hay una regla fundamental según la cual son los ingredientes del injusto 
los que se comunican. Estos componentes son por supuesto objetivos y subjetivos, que 
se reflejan en los elementos descriptivos, normativos y subjetivos del tipo y que en la 
medida en que se compartan y puedan compartirse entre los cooperadores en el ilícito 
son sumamente orientadores para el intérprete. La distinción ya antigua entre elementos 
y componentes materiales y personales no es hoy lo suficientemente idónea, pues 
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los materiales por sí solos no dicen lo suficiente, dada la necesidad de que éstos se 
incorporen a los elementos descriptivos, normativos y subjetivos, que los llevan más allá 
de lo meramente material hasta llegar a lo objetivo, que es algo más amplio (…)”.
“La ley colombiana decía que los elementos personales que «excluyan la punibilidad» 
sólo se tenían en cuenta «respecto del copartícipe en quien concurran o del que hubiere 
actuado determinado por estas mismas circunstancias» (art. 25, C.P. de 1980). Pero el 
planteamiento que habíamos hecho en torno a que en tales eventos no hay cooperación en 
delito alguno ni interviene la comunicabilidad, puesto que autoría y participación suponen 
un delito común, encuentra ahora respaldo en la ley, pues el Código Penal de 2000 (art. 
62) suprimió esa regulación.
”En el estatuto actual los elementos personales que agravan o atenúan la pena que 
concurran en el autor no se comunican a los partícipes, pero sí deben ser tenidos en cuenta 
cuando el cooperador los conozca, lo cual implica poca claridad, pues es obvio que si no 
se conocen no afectan, pero si se conocen sí, después de decir que no se comunican.
”Veamos: tanto el hijo, que como autor intelectual mata a su padre, como el autor sico-
físico, reciben la misma pena de acuerdo con la ley penal colombiana. No obstante, esa 
calidad de hijo no se comunica al autor sico-físico, no obstante lo cual se le impone la 
misma pena si conoce la calidad del autor intelectual (hijo de la víctima) (…)”.
1.2.3. ¿Quién es intraneus?
En el lenguaje del Derecho Penal colombiano, el juicio de tipicidad viene dado por un análisis o 
examen que debe hacer el intérprete de la norma para cotejarla con la conducta ocurrida en el 
contexto social27 y de esa manera comparar, y finalmente establecer si dicho comportamiento 
se acomoda a la exigencia que hizo el legislador desde el punto de vista objetivo-valorativo. 
Allí se observará quién o quiénes son los sujetos activos del comportamiento y particularmente 
se determinará si el legislador hizo alguna mención o exigencia especial en el tipo penal para 
ser autor. Cuando el resultado de dicha operación mental es positivo, nos encontramos ante 
delitos especiales o de infracción de deberes, en los cuales hay una exigencia, cualificación 
27 HuLsMan, Louk y de ceLis J., beRnatM (1984). Sistema Penal y Seguridad Ciudadana: Hacia una alternativa. 
Barcelona: Ed. Ariel, S.A., p. 69. 
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o cualidad especial exigida por el tipo penal para poder ser autor, y cuando ello ocurre a ese 
sujeto activo le llamamos intraneus.
1.2.4. ¿Quién es extraneus?
Partiendo de un concepto diferenciador de autor, como lo es el acogido por la legislación 
penal colombiana, tal como se dejó sentado antes, es cierto decir que los intervinientes en 
la realización del comportamiento delictivo pueden ser autores o partícipes, y que éstos se 
aproximan a la responsabilidad a partir de lo real y materialmente realizado por el autor, 
dependiendo de si se trata de un determinador o de un cómplice, bajo el entendido que aquél 
no realiza acto material directamente, sino que su conducta consiste en guiar la voluntad del 
autor material a través de la instigación, el mandato, la promesa remuneratoria, la orden o el 
pago, entre otra formas, para que el autor realice la conducta descrita en el tipo y como tal, 
aunque el determinador no ejerce actos materiales, sí responde en las mismas condiciones 
punitivas del autor material.
Por otra parte, el cómplice es un partícipe que contribuye a la realización delictiva de otro, 
mediante acuerdo anterior, concomitante o posterior con acuerdo anterior a la conducta típica, 
y por lo mismo su participación, al ser secundaria, amerita una sanción más benigna frente a 
la del autor y el determinador, pero este lenguaje es propio de la delincuencia ordinaria, mas 
no en los delitos especiales o de infracción de deberes, pues en ellos aquél que no tenga la 
calidad o condición especial establecida por el tipo penal no puede ser autor y, por lo mismo, 
a ese sujeto se le denomina extraneus.
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2. ¿CUÁLES SON LOS DELITOS ESPECIALES 
QUE PROTEGEN EL BIEN JURÍDICO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA?
2.1. PersPeCTiva generaL
El concepto de delito especial, como se ha dicho, está referido a los comportamientos en los 
que se presenta una infracción a los deberes establecidos por el ordenamiento jurídico, bien 
por institución o por organización, de tal forma que su configuración se genera por el simple 
incumplimiento a los deberes especiales que ostenta la persona del sujeto activo.
Por otra parte, los delitos contra la administración pública entrañan los comportamientos que 
afectan la actividad estatal en sus distintas manifestaciones28, de tal forma que en ellos se 
observa violación a unos deberes especiales adjudicados a los servidores públicos y que la ley 
espera sean cumplidos a cabalidad, que no son otros que los principios y valores encarnados 
por la Constitución Política, como son eficacia, eficiencia, igualdad, transparencia, moralidad 
y honestidad en el ejercicio de la función estatal.
En general, se puede afirmar que los delitos contra la Administración Pública son aquellos 
que atentan contra el normal desarrollo de las actividades de los órganos públicos en el 
ejercicio de sus funciones29.
Igualmente, es oportuno decir que en los delitos contra la Administración Pública el bien jurídico30 
no se circunscribe a la rama ejecutiva del poder público, es decir como tradicionalmente lo 
ha entendido el derecho francés31, sino que los delitos que componen este título se refieren a 
28 góMez Méndez, aLfonso (1987). “Delitos contra la Administración Pública”. En: Derecho Penal. Parte Especial. 
T. I. Bogotá: Ed. Universidad Externado de Colombia, pp. 23 y ss. 
29 RanieRi, siLVio (1956). Manuale di diritto penale. Padova: Ed. Casa Editeire Antonio Milani, p. 233.
30 beRnaL pinzón, Jesús (1965). Delitos contra la Administración Pública. Bogotá: Edit. Temis, p. 1.
31 VidaL peRdoMo, JaiMe (1980). Derecho Administrativo. Bogotá: Ed. Biblioteca del Banco Popular, p. 106.
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cualquiera de las ramas del poder público32, valga afirmar la ejecutiva, legislativa y judicial33, 
según la premisa de una colaboración armónica en los fines del Estado, pero con funciones 
separadas.
Desde la órbita de los objetivos perseguidos con la implementación de los delitos contra la 
administración pública en el Código Penal, se puede mencionar la clasificación adoptada 
por la doctrina mayoritaria de los delitos que integran dicho bien jurídico. Así, según el bien 
jurídicamente lesionado o puesto en peligro con la conducta del autor, pueden distinguirse 
tres clases de infracciones a la ley penal:
Los bienes, toda vez que para el normal desarrollo de las actividades del Estado a) 
se requiere unos bienes y de ellos depende el éxito o no de la gestión estatal. En 
tal supuesto se incluye el delito de peculado en sus diversas facetas.
La función pública propiamente dicha cuando se ataca valores tales como la ho-b) 
nestidad, eficiencia o legalidad. En este segmento se incluye los tipos penales de 
concusión, cohecho en sus distintas modalidades, el enriquecimiento ilícito y la 
celebración indebida de contratos34.
En lo relativo a la eficiencia en el ejercicio de la función pública se puede considerar c) 
el abuso de autoridad en cualquiera de sus formas.
En lo relacionado con la legalidad se incluye conductas como el prevaricato en sus d) 
diversas modalidades.
Hay igualmente delitos en este título dirigidos al resguardo de los funcionarios, e) 
donde se protege a la persona pero en su condición de servidor estatal en ejercicio 
de funciones oficiales, entre ellos se encuentra el cohecho, por dar u ofrecer, y la 
violencia contra servidor público.
32 MoLina aRRubLa, caRLos MaRio (1995). Delitos contra la Administración Pública. Medellín: Ed. Diké, p. 7.
33 cancino MoReno, antonio José (2004). “Delitos contra la administración pública”. En: Lecciones de Derecho 
Penal. Parte Especial.. Bogotá: Ed. Universidad Externado de Colombia, pp. 91 y ss.
34 santofiMio gaMboa, JaiMe oRLando (2001). Delitos de celebración indebida de contratos. Bogotá: Ed. Universidad 
Externado de Colombia. 
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Final y principalmente, según la calidad del agente de la infracción contra la admi-f) 
nistración pública se debe distinguir entre los delitos cometidos por los servidores 
públicos contra la administración pública y los delitos cometidos por los particulares 
contra la administración pública35.
En consecuencia, podemos concluir que la Administración Pública puede ser lesionada por 
la conducta delictiva de sus propios representantes, o sea desde dentro de ella, y su autor 
será un intraneus, o también puede ser perjudicada desde afuera, en sus relaciones con los 
terceros o particulares, y en ese caso el autor de la infracción será un extraneus.
CLasiFiCaCión de Los deLiTos
En una antigua clasificación de los tipos penales elaborada por la doctrina36, se aprecia 
su estructura formal pudiendo ser básicos, especiales y subordinados; elementales y 
compuestos; autónomos y en blanco:
Tipos básicos.a)  Conocidos igualmente como fundamentales. Son los que 
describen de manera independiente un modelo de comportamiento humano y 
por eso se aplican sin sujeción a ningún otro.
Son especialesb)  aquellos que, además de los elementos propios del 
básico, contienen otros nuevos o modifican requisitos previstos en el tipo 
fundamental.
Tipos subordinadosc)  son los que, refiriéndose a uno básico o especial, señalan 
determinadas circunstancias o aspectos que cualifican la conducta, los sujetos 
o el objeto descrito en éstos; su vida jurídica depende de la existencia del tipo 
básico o especial. 
Tanto los tipos especiales como los subordinados pueden ser privilegiados o 
35 MoLina aRRubLa. Ob. cit., p. 13.
36 Reyes ecHandía. Ob. cit., p. 112.
Los delitos de infracción de deber y la figura del interviniente 99
agravados; aquellos prevén una sanción más leve que la de los básicos o los 
especiales, y éstos, una de mayor gravedad.
Elementalesd)  son los tipos que sólo describen un modelo de conducta; únicamente 
tienen un verbo rector.
Tipos penales compuestose)  son aquellos que describen una pluralidad de 
conductas, cada una de las cuales podría conformar un tipo distinto, aunque 
referido al mismo bien jurídico, es decir, se trata de tipos penales que describen 
una pluralidad de conductas a través de varios verbos rectores.
Son f) tipos autónomos aquellos que describen un modelo de comportamiento 
al cual puede adecuarse directa o indirectamente la conducta del actor, sin que 
el intérprete deba acudir al mismo u otro ordenamiento jurídico para completar 
su significado.
Los g) tipos penales en blanco son aquellos cuya conducta no está integralmente 
descrita en cuanto el legislador se remite al mismo o a otro ordenamiento jurídico 
para actualizarla o precisarla; mientras tal concreción no se efectúe, resulta 
improbable realizar el proceso de adecuación típica. Desde el punto de vista 
formal, pueden ser completos o incompletos, pero sustancialmente muestran 
un vacío conceptual que ha de ser llenado por otra disposición legal.
Con relación a sujeto activo, los tipos penales pueden ser monosubjetivos o plurisubjetivos, 
atendiendo a la cantidad de personas que exigen para su realización: monosubjetivos son 
aquellos tipos que describen conductas realizables por una sola persona, como homicidio, 
mientras los tipos plurisubjetivos son aquellos que exigen la presencia de por los menos dos 
personas para la realización de la conducta en ellos descrita, como el concierto para delinquir, 
o de un número considerado de personas, como la rebelión, la sedición o la asonada. 
En cuanto a la calidad de los actores, se dividen los tipos en sujeto activo indeterminado y 
sujeto activo cualificado. Son de sujeto activo indeterminado aquellos en los que no se exige 
ninguna condición especial para ejecutar la conducta en ellos descrita, y en cuanto a los 
tipos penales con sujeto activo cualificado se conocen los que requieren del sujeto agente 
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una cualidad o categoría especial, sin la cual la conducta no es típica o se adecúa a otro tipo 
penal; dicha cualificación puede ser natural, jurídica o profesional. La primera se relaciona con 
la edad, el sexo o cualquiera otra condición biosíquica del actor; la segunda se refiere a una 
condición personal con relevancia jurídica inmediata, como la de ser funcionario o empleado 
público –peculado o prevaricato–, y la última hace referencia a la actividad profesional que 
debe realizar el sujeto activo37. 
Es esta la categoría que interesa a este trabajo por cuanto de aquí se deriva la responsabilidad 
atribuible al interviniente que no posee la cualificación exigida por el tipo penal.
2.3. deLiTos de inFraCCión de deber o esPeCiaLes: ProPios e imProPios
En la problemática de los delitos especiales encontramos que ellos constituyen una categoría 
dentro de la cual se fundamentan los comportamientos realizados por quienes tienen 
determinadas y específicas características para ser catalogado como autor38.
Tal concepto ha sido propio de la teoría general del delito, generando su inclusión como 
categoría válida en casi todos los ordenamientos del mundo, aunque son diversos los términos 
en que es referida esta categoría tales como en Alemania donde se llama Verbrechen, 
besonderes Verbrechen, Sonderverbrechen, o términos como Delictum sui generis, Delictum 
proprium o delito autónomo, entre otros, aunque las mismas no resulten ser finalmente 
37 VeLÁsquez VeLÁsquez. Ob. cit., pp. 347 y ss.
38 Corte Constitucional. Sentencia C-1122 de 2008. M.P.: Rodrigo Escobar Gil. “Son delitos de sujeto activo 
calificado, o especiales, aquellos delitos que sólo pueden ser cometidos por los sujetos que reúnan 
las calidades especiales previstas en el tipo penal. De este modo, a diferencia de lo que ocurre en los 
delitos comunes, en los especiales no cualquier persona puede ser autor. La doctrina ha distinguido 
entre delitos especiales propios e impropios, siendo los delitos especiales propios aquellos respecto de 
los cuales no existe ningún delito común paralelo. En estos delitos, la calidad especial del sujeto activo 
es determinante para la existencia del delito, de manera que, en ausencia de la misma, la conducta 
sería atípica. Por su parte, los delitos especiales impropios, son aquellos respecto de los cuales existen 
delitos comunes paralelos, pero que por virtud de la especial cualificación normativa del sujeto activo 
constituyen tipos penales autónomos. De este modo, en los delitos especiales impropios, la conducta 
descrita en el tipo es susceptible de llevarse a cabo por cualquier persona, pero cuando en ella concurren 
las especiales calidades previstas en la norma, se modifica el título de imputación, puesto que ya no se 
tratará de un delito común sino de uno especial impropio. Tales delitos tienen, de ordinario, el alcance 
de establecer una pena mayor que la prevista para el delito común subyacente. Esta distinción resulta 
relevante cuando se trata de determinar los criterios aplicables al interviniente que no tiene las calidades 
especiales previstas en el tipo (extraneus)”.
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sinónimas, lo cual no es de interés para esta investigación, porque inclusive la denominación 
en un momento determinado fue utilizada para referir los delitos militares.
En España la terminología utilizada hasta hace muy poco (1982) se refería a la expresión 
delicta propia, para denominar aquellos delitos que únicamente podían ser cometidos por 
una clase determinada de ciudadanos, los militares, distinguiéndolos así de los delitos que 
podían ser ejecutados por cualquier individuo. Esta denominación venía inclusive del derecho 
romano, porque los glosadores creyeron que no había motivo para circunscribir el ámbito de 
dichos comportamientos únicamente a los militares, sino que también debía ser extendido 
a los delitos de funcionario, y a los delitos cometidos por religiosos. Inclusive, en la edad 
media fueron los juristas italianos los encargados de abordar con cierta frecuencia la cuestión 
relativa a si la influencia de las cualidades o relaciones del autor, agravantes o atenuantes de 
la pena, podría extenderse a la punibilidad del mandante (inductor) y del partícipe.
Igualmente, el derecho alemán común asumió la clasificación de delitos en delicta propia y 
delicta conmunia, heredada del Digesto del Corpus Iuris del derecho penal romano: 
“La doctrina que se ocupó de comentar esta recepción observó que la principal 
novedad aportada por la legislación alemana clásica a esta materia vino represen-
tada por una voluntad de destacar en mayor medida la relevancia de la infracción 
de deberes especiales como fundamento de los delitos de funcionario”39.
En últimas, se debe decir que, a pesar de la tradición jurídica de los delitos especiales en el 
plano universal, hay una constante predicable también al Código Penal colombiano, cual es 
la ausencia de un precepto que defina el concepto de delito especial, el cual puede provenir 
más de la jurisprudencia y la doctrina que de la propia ley, como también son predicables 
de estas la condición de delitos especiales por organización o por institución, tal como ya 
fue explicado.
39 góMez MaRtín. Ob. cit., pp. 3 y ss.
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3. LA AUTORÍA EN LOS DELITOS ESPECIALES 
QUE PROTEGEN EL BIEN JURÍDICO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
A lo largo de este trabajo se ha explicado la intimidad de los delitos especiales afirmando 
que siendo ellos los que infringen deberes asignados por el ordenamiento jurídico, bien sea 
por organización o por institución, sólo podrá ser autor de tales comportamientos aquél que 
cumpla las exigencias del tipo penal.
Autor, hemos dicho, es quien cumple las expectativas del tipo penal, es decir, la persona o 
personas que realizan la conducta prevista en el tipo penal de manera directa o utilizando a 
otro como instrumento.
Partiendo de un criterio diferenciador de autor, es aquél que hace distinción entre los distintos 
desempeños en la realización del delito, en tanto a unos los considera autónomos o principales, 
y a los otros como accesorios o subordinados.
En tal concepto se tiene al autor individual, el mediato y el coautor, como protagonista principal, 
por lo tanto este criterio renuncia a la teoría de la equivalencia de las condiciones y acepta la 
accesoriedad. En tal entendido, se acepta que sólo son autores los protagonistas del hecho 
punible y, por lo tanto, bajo ninguna consideración se puede tener como autor al cómplice o 
al determinador, porque ellos no son ni autónomos ni principales en la realización delictiva.
En los delitos especiales, a diferencia de los comunes, se señalan ciertas condiciones 
personales en el sujeto activo, como ocurre en las descripciones legales que se refieren tan 
solo a personas discriminadas normativamente por razón de la exigencia de ciertas cualidades, 
indispensables para que sean tenidas como sujetos activos, como las de “el servidor público”, 
“la madre”, “quien no siendo comerciante”, “el comerciante”40, etc., las cuales reducen el círculo 
de personas que tienen aptitud para realizar el tipo penal.
40 suÁRez sÁncHez. El Interviniente. Ob. cit., pp. 18 y ss.
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En consecuencia, en los delitos especiales o de infracción de deber sólo puede ser autor quien 
infrinja los deberes específicos, como quiera que en ellos lo único esencial para la autoría 
es el incumplimiento de un deber especial que interesa a un círculo de sujetos, como los 
servidores públicos en los delitos de servidores, o a los “garantes”, quienes están obligados 
a la producción de manera especial de un bien jurídico, respecto del cual tienen una posición 
especial de garantía de su incolumidad.
Se reitera que en los delitos de infracción de deber o especiales la cualificación que los 
caracteriza debe darse tanto en el autor como en el coautor, porque si quien participa en 
el delito con división del trabajo no infringe deber especial no puede ser autor, aunque 
materialmente sea dominador o codominador del hecho.
El planteamiento se redondea en Colombia al decir que en los delitos contra la administración 
pública no todos se pueden considerar especial o de infracción de deber, por cuanto sólo 
algunos de ellos conllevan la condición o cualificación de servidor público y su realización 
dentro del marco de la función o el cargo desempeñado, como ocurre, entre otros, con el 
peculado en sus diversas modalidades, el cohecho propio e impropio, prevaricato por acción 
y omisión, algunos abusos de autoridad, donde es indispensable en el autor la condición de 
servidor público y la relación funcional.
4. LA PARTICIPACIÓN DEL EXTRANEUS EN 
DELITOS QUE PROTEGEN EL BIEN JURÍDICO DE 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
Dentro de la teoría del delito se ha dicho que la participación está integrada por la determinación 
y la complicidad, que la primera entraña una responsabilidad igual a la del autor material 
desde el punto de vista punitivo, aunque ónticamente sea diverso el comportamiento del 
determinador y el autor; la segunda, es decir la complicidad, indica que quien actúa en tales 
condiciones lo hace como colaborador del delito de otro, “trabaja” para la consolidación del 
delito ajeno, prestando una colaboración más o menos importante mediante acuerdo anterior, 
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concomitante y aún posterior a la perpetración del delito, en todo caso sin tener el dominio 
del hecho.
En los delitos de infracción de deber sólo es autor quien defrauda la concreta materia jurídica 
de comportarse adecuadamente, lo cual quiere decir que el extraneus adquiere la condición de 
partícipe con independencia del momento en el cual preste su contribución para la realización 
del delito, aunque dependiendo del aporte causal o la naturaleza del mismo puede actuar 
como cómplice o determinador.
Hipotéticamente, el extraneus puede constituirse en determinador de delito especial o de 
infracción de deber, como en el peculado, cuando persuade al intraneus a que infrinja el 
deber especial, evento en que el intraneus es autor del delito de peculado.
Igualmente el extraneus puede ser cómplice de delito especial cuando de manera voluntaria 
ayuda al intraneus a la ejecución de delito especial, mediante acuerdo anterior, concomitante 
o posterior al delito.
Preciso es recordar, a esta altura de la investigación, que la figura del interviniente se presenta 
sólo cuando estamos tratando los delitos de infracción de deber o especiales, respecto de los 
cuales el extraneus no podría ser autor ni coautor por no tener las calidades específicamente 
exigidas por el tipo penal.
Es, ciertamente, sobre este punto concreto que versa el capítulo siguiente de esta tesis, 
brindando los elementos de juicio suficientes y necesarios, utilizados por la jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia y por la doctrina universal, para llegar a un estadio que pueda 
soportar un marco jurídicamente seguro de interpretación respecto a la responsabilidad, su 
estratificación y el nivel punitivo que a la luz de la ley penal colombiana merece la figura del 
interviniente.
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CAPÍTULO III
EL INTERVINIENTE
1. GENERALIDADES
Se presenta en este último capítulo una visión de la figura del interviniente a la luz del Código 
Penal colombiano (Ley 599 de 2000) y de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
en donde se deja perfectamente claro cuál es la problemática de dicho instituto y los efectos 
de su aplicación.
En ese propósito se desarrolla la visión de la doctrina sobre la aplicación del dispositivo 
enunciado, al tiempo que se alterna con la interpretación asumida por la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, destacando una constelación de circunstancias 
en las que la participación del interviniente genera posiciones encontradas a efectos de 
establecer la verdadera posición que ocupa en el Estatuto Penal, hecho reflejado al momento 
de individualizar la responsabilidad en diversas situaciones en las que concurre un particular 
en un delito especial. 
En dicho sentido y a efectos de hacer un verdadero análisis de la aplicación e interpretación 
de la figura, se trae la línea jurisprudencial seguida por la Corte Suprema de Justicia, desde 
el año 2002 hasta el presente, lo cual facilita el entendimiento de la institución e ilustra con 
argumentos de autoridad la problemática, llevando la investigación al terreno de la realidad 
judicial, al tiempo que da lugar a formular algunas personales consideraciones que estimo 
pertinentes al tema.
Al finalizar el capítulo se hacen las conclusiones generales de la investigación con la pretensión 
de aportar algunas soluciones a varios puntos, cuya discusión es permanente, pero que, 
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con la aproximación hecha en este trabajo de tesis, aspiro a contribuir con la comunidad 
académica dejando nuevos puntos de reflexión a la problemática estudiada.
2. DEFINICIÓN
Para llegar a una puntual definición del interviniente es preciso recordar cómo estaba regulado 
en el Código Penal de 1980 el dispositivo amplificador del tipo penal del concurso de personas 
en la realización de la conducta delictiva, donde se recogía en el Capítulo III del Título III, 
referido al hecho punible, tres artículos identificados con la rúbrica de “La participación”.
El primer artículo era el 23, donde definía a los autores como aquellos que realizaban el 
hecho punible o determinaban a otro a realizarlo, indicando que incurrían en la pena prevista 
para la infracción.
A su turno, el artículo 24 preveía la figura de los cómplices, señalando que quienes contribuían 
a la realización de la conducta punible o prestaran una ayuda posterior, cumpliendo promesa 
anterior al mismo, incurrirán en la pena correspondiente a la infracción, disminuida de una 
sexta parte a la mitad.
En un tercer artículo, el 25, se diseñaba la comunicabilidad de circunstancias, para establecer 
que tanto las circunstancias personales del autor que agravaban la punibilidad como las 
materiales del hecho se comunicaban al partícipe que las hubiere conocido, pero las 
circunstancias personales que disminuían o excluían la punibilidad sólo se tendrían en cuenta 
respecto del copartícipe en quien concurrieran, o del que hubiere actuado determinado por 
esas mismas circunstancias.
En tales condiciones se establecía una regla bien clara para el momento, como era considerar 
y/o equiparar al autor y al determinador de la conducta delictiva, con lo cual se precisaba que 
el concepto de autor era el tradicionalmente reconocido por la doctrina y la jurisprudencia, es 
decir le daba tal calidad a quien realizaba el hecho punible, pero incorporaba una novedad, 
cual era darle esa misma condición a un partícipe, como lo es el determinador.
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Tampoco se encontraba en ese Estatuto alusión a las distintas formas de autoría (directa, 
mediata, coautoría propia e impropia, ni las formas de determinación) y su correspondencia 
con las clasificaciones doctrinarias, tarea que correspondió a la jurisprudencia, donde fueron 
resueltos los problemas suscitados por la figura de la participación.
Dicha situación varió con el advenimiento del Código Penal de 2000 (Ley 599 del año 
referido) donde, en términos generales, fueron resueltas la mayor parte de las dificultades 
generadas por la normativa anterior, como lo fue diferenciar las categorías de autores y 
partícipes, aclarando el concepto de autor y partícipe desde el punto de vista óntico y jurídico. 
Igualmente, con la nueva descripción legal se podía distinguir entre las diversas clases de 
autoría, directa y mediata, la coautoría, así como la autoría mediata cuando el instrumento 
actúa inculpablemente, o aquellos en los que el determinador se comporta conservando el 
dominio del hecho y el instrumento no realiza conducta antijurídica.
De cualquier manera, en el nuevo código el asunto fue regulado en un capítulo único donde 
se diseña todo lo concerniente a autores y partícipes; por ejemplo, el tema de la concurrencia 
plural a la realización de la conducta delictiva fue prevista en el artículo 28, y se dijo que 
concurrían los autores y partícipes a la realización de la conducta punible. 
Igualmente, se llevaron al código algunas definiciones dogmáticas sobre la autoría1 como 
ocurre en el artículo 29 del Código Penal, y fue incluido el concepto de partícipes en un sentido 
restringido y más coherente con lo que la dogmática entiende por tal, incluyendo cuatro 
incisos en el artículo 30, último de los cuales definió el asunto objeto de esta investigación, 
diciendo que al interviniente que no teniendo las calidades especiales exigidas en el tipo 
penal concurra en su realización, se le rebajará la pena en una cuarta parte, concepto que 
por su misma ubicación ha generado todo tipo de discusiones y, por lo mismo, ha sido objeto 
de análisis en el presente trabajo. 
Recordemos que una de las tareas más arduas que ha tenido el derecho penal históricamente 
ha sido la determinación de dos categorías: el concepto de acción (conducta) y estructurar 
1 MeJía escobaR, caRLos eduaRdo (2008). “El interviniente en el Código Penal colombiano: ¿una nueva categoría 
jurídica?”. En: Derecho Penal Contemporáneo. Revista Internacional. N° 22. Bogotá: Legis, pp. 5 y ss. 
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un criterio definido de autor. En este último objetivo la doctrina apeló a criterios ontológicos 
(partiendo del mundo del ser y lo naturalístico consideró que el autor y el partícipe se distinguen 
según fuere el causante del resultado o sólo un ayudante de él), teleológicos (surge del 
mundo de los valores y explicaciones normativo-racionales e indica que el autor y el partícipe 
se distinguen con base en juicios de imputación), objetivos (al estar relacionado con lo óntico 
dice que autor es quien causa el daño y partícipe quien sólo ayuda a causarlo) y subjetivos 
(al partir de lo valorativo según relaciones culturales, autor es quien lesiona el valor o bien 
jurídico y partícipe es el sujeto que ayuda a producir esa lesión)2.
Aún así, dichas teorías resultaron insuficientes, y como consecuencia de ello surgió la teoría 
del dominio del hecho, cuyos propulsores3 aludieron las debilidades de las fórmulas anteriores. 
Así dijo Welzel, citado por sAlAzAr mArín:
“ni la teoría objetiva ni la subjetiva son suficientes, pues la separación objetivo-subjetiva 
no basta cuando se trata de problemas de acción. La acción es una síntesis inseparable 
de momentos objetivos y subjetivos. Por ellos no es posible solucionar el problema de la 
coautoría (o de la autoría y la participación, agregamos) con fórmulas míticas a base de 
lemas (voluntad de ejecución o de acción de ejecución)”4 
En consecuencia, se combinaron tesis objetivas con subjetivas, y ontológicas con 
axiológicas para darle un entendimiento omnicomprensivo a la estructura de la autoría y la 
participación.
“(…) No se puede por eso hablar exclusivamente de un derecho penal de autor o de acto; 
de un derecho penal objetivo y otro subjetivo; de un injusto penal apenas forma o sólo 
material; de un desvalor de acto sin desvalor de resultado, o viceversa; de un derecho 
penal de ánimo o de responsabilidad objetiva, etc. Así como la confrontación del hombre 
y del mundo que lo rodea es ánimo y es materia, es lo espiritual y lo objetivo, también la 
autoría y la participación están inmersas en los extremos objetivos y subjetivos, dado que 
las conductas del hombre son precisamente objetivo-subjetivas.
2 saLazaR MaRín. Ob. cit., p. 407.
3 HegLeR, Lobe; fRank, goLdscHMidt; HoRn, V. WebeR; bRuns, gaLLas; Hanz WeLzeL y su mayor impulsor cLaus 
Roxin,
4 WeLzeL, Hans (1979). Derecho penal alemán. 11ª ed. Trad. de Juan Bustos Ramírez y Sergio Yáñez. Santiago de 
Chile: Ed. Jurídica de Chile, p. 158.
El Interviniente 109
”Sólo quien domine el hecho, aquel que «tenga en las riendas del acontecimiento típico», 
el sujeto que «se encuentra en la situación real de dejar correr, detener o interrumpir, por 
su comportamiento, la realización del tipo» –como precisa MauracH– puede ser tenido 
como autor, mientras partícipe es aquel que simplemente presta una ayuda o brinda un 
apoyo que no es de significativa importancia para la realización del tipo de injusto”5.
Se acoge entonces un concepto diferenciador de autor, pues autor es quien, como figura 
central del suceso, tiene el dominio del hecho, conforme a un plan, y de esa manera está 
en condiciones de frenar o no la realización del tipo. Se diferencia del partícipe porque éste 
auxilia el acto finalmente dominado por aquél, o bien porque incita la decisión. Así, autor es 
el “dueño del suceso”, mientras que partícipe “no ejerce dominio sobre el hecho”.
No obstante, la teoría del dominio del hecho resulta un tanto cuestionada en los delitos de 
infracción de deber, puesto que hay situaciones en las que puede haber dominio del hecho 
y no existir autoría frente al ejecutor material, 
“como en el caso del particular (extraneus) que obrando de acuerdo con un tesorero 
oficial ingresa en la caja de caudales y se apodera de dineros del Estado: en tal evento 
el particular no responderá como coautor de peculado a pesar de haber dominado el 
hecho material”6.
roxin, anota sobre el punto: 
“Comparando el concepto de autor de los delitos de dominio y de los de infracción de 
deber, son las diferencias las que primero saltan a la vista: el criterio del dominio del hecho 
resulta de las singularidades del curso concreto del suceso. En cambio, en los delitos 
de infracción de deber la forma externa de intervención es indiferente; basta cualquier 
«causar» de la índole que sea, de manera que, en lo que se refiere a la irrelevancia de 
las formas externas de la conducta, cabe advertir una concordancia con el concepto 
extensivo de autor”7.
5 saLazaR MaRín. Ob. cit., p. 429.
6 saLazaR MaRín. Ob. cit., p. 439.
7 Roxin. Autoría y Dominio del Hecho en Derecho Penal. Ob. cit., p. 413.
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3. ¿ES EL INTERVINIENTE UN AUTOR O UN 
PARTÍCIPE?
Precisemos que autor es quien con dominio del hecho realiza el comportamiento típico o 
utiliza a otro como instrumento, o quien, con división de trabajo, realiza comportamiento 
determinante para la consumación del delito, y partícipe es quien ayuda a la comisión del 
comportamiento delictivo mediante acuerdo previo o concomitante a la realización del delito 
o con ayuda posterior acordada anticipadamente, como también lo es quien instiga a otro 
a realizar comportamiento delictivo; esto es, en la complicidad se actúa para otro, mientras 
que en la determinación se actúa para sí mismo pero incidiendo en la voluntad de otro que 
materialmente ejecuta el hecho delictivo.
De la primera categoría surge la coautoría en la que el dominio del hecho es funcional 
porque hay distribución de tareas previamente acordadas, de tal manera que el dominio del 
hecho no lo ejerce una sola persona, sino todos mediante una realización mancomunada 
y recíproca, pero siendo el aporte de cada quien importante, por ello sólo puede ser autor 
quien en atención a la importancia de su aporte objetivo contribuya a dominar el curso del 
hecho, pero se reitera, para ser autor la importancia del aporte debe ser de tal entidad que 
se entienda como “esencial”.
Ahora bien, definir si el interviniente es autor o partícipe en realidad no resulta fácil desde la 
órbita de la teoría de los delitos de infracción de deber y desde la orilla de la línea jurisprudencial 
seguida mayoritariamente por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
como quiera que para aquélla especie de delitos –los de infracción de deber– sólo puede 
ser autor quien ostente la condición especial exigida por el tipo penal en el sujeto activo (en 
últimas es un ingrediente normativo, como la de servidor público en el caso del peculado), 
de tal manera que nadie, absolutamente nadie más, podría tener tal calidad.
Se desprende, igualmente, que en el Código Penal colombiano (Ley 599 de 2000) la figura 
del interviniente objetivamente quedó incluida en el artículo 30 de dicho estatuto, es decir, 
el de la participación, lo que daría a pensar prima facie que se trata de otro partícipe pero, 
con diferente lógica, se podría concluir que tal instituto no es una figura autónoma, sino una 
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categoría de referencia y con ella se pretende solucionar los problemas surgidos de aquellos 
casos en los que concurren a la realización del delito sujetos cualificados y particulares, y 
por lo tanto la figura debía aplicarse sólo en esos casos, equiparando a los particulares con 
los sujetos especiales, pero disminuyéndoles la sanción en la forma establecida en el inciso 
final del artículo 30.
No obstante, también podría razonarse que al no ser la figura analizada una categoría 
autónoma, y el legislador haberla incluido en el inciso último del artículo 30, ella puede ser 
aplicable indistintamente a unos y otros, es decir, tanto a autores y coautores como a partícipes, 
disminuyendo la sanción en la proporción indicada por la norma.
En fin, llegar a una solución definitiva sobre el asunto no es tarea fácil, pero sí es posible 
aproximar soluciones que resulten coherentes entre el sistema normativo, consistente con 
la teoría de los delitos de infracción de deber, y sobre todo justa en la sanción a imponer. En 
lo que sigue ahondaré en el asunto.
4. POSICIÓN DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
El punto de análisis frente a la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, puede 
mencionarse preliminarmente como una posición de sin igual controversia en la línea 
jurisprudencia seguida por la Corporación, desde el año 2002 hasta la fecha, en la que si bien 
es cierto se adscribe a una posición en la que se considera mayoritariamente que la figura 
del interviniente se introdujo en el código del año 2000 para regular la responsabilidad del 
extraneus que coejecuta un delito especial con quien tenía la calidad exigida por la norma, 
debía ser sancionado como autor de delito especial, pero disminuida su pena en una cuarta 
parte de la asignada al intraneus, lo cierto es que dicha postura no ha sido pacífica al interior 
de la Sala Penal, dado que en otras providencias se ha considerado una aplicación mucho 
más amplia del interviniente, porque, en opinión minoritaria, el instituto fue incluido en la ley 
penal colombiana para asignar responsabilidad al extraneus no sólo como autor, sino como 
autor inmediato, coautor propio, impropio, determinador y cómplice, es decir para cualquier 
clase de aportante a la conducta delictiva. 
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5. POSICIÓN DE LA DOCTRINA
La doctrina tampoco ha sido coincidente con la posición del interviniente en la legislación 
penal patria, lo cual ha creado puntos de discrepancia, como quiera que el error se atribuye 
en gran medida a un defecto de técnica legislativa al incluir en el código al interviniente, en 
tanto creó múltiples confusiones al poderse interpretar que regula a los partícipes, lo cual da 
a entender en principio que tal figura obedece a una especie de dicha categoría y por lo tanto 
sería aplicable únicamente a tales participantes de la conducta delictiva, mientras que otros 
consideran que estamos ante una figura autónoma y por lo mismo aplicable tanto a autores 
como a partícipes, pero que frente a los cómplices sería ilógico una doble disminución punitiva, 
simplemente por participar en un delito especial, como quiera que la situación debiera ser 
al contrario y sancionar más drásticamente a quien contribuye a la realización de un delito 
especial, porque ha contribuido a esquivar y desconocer deberes especiales que ostenta el 
sujeto activo calificado, y que él, como particular, aunque no es portador de tales deberes, 
por lo menos contribuye a su vulneración, y ello daría lugar a una sanción agravada y no 
disminuida como quedó regulada.
6. ANÁLISIS CRÍTICO A LA POSICIÓN DE LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA
El punto requiere hacer alusión a la línea jurisprudencial seguido por la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, para entender un poco la problemática de la aplicación 
en nuestro país de la figura, pues no necesariamente esta posición encuentra respaldo en la 
doctrina que mira con desconfianza la interpretación dada por la Alta Corporación Judicial 
al instituto estudiado. Se observan dos líneas de pensamiento que han gobernado a la Sala 
durante los últimos nueve años.
La primera providencia que traza la línea jurisprudencial es la sentencia de fecha 25 de abril 
de 2002, cuyo extracto es el siguiente:
“5. Estima la Sala necesario efectuar algunas precisiones acerca de la aplicación de los 
arts. 28, 29 y 30 del Código Penal, a propósito del inciso final del artículo últimamente 
citado.
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”Dicho inciso consagra una disminución punitiva para el interviniente que no teniendo 
las calidades especiales exigidas en el tipo penal, concurre a la realización del hecho 
punible.
”Los puntos de partida de la norma en cuestión son entonces dos: Que se trate de un 
delito que fundamenta su existencia en una calidad especial, aspecto éste que se vincula 
con la presencia de deberes especiales que se concretan en el ámbito de protección 
del respectivo bien jurídico tutelado. Y que se trate de concurrencia o pluralidad de 
intervinientes, que pueden hacerlo, en principio, bajo cualquier modalidad de autoría (art. 
29) o bajo cualquier modalidad de participación (art. 30 incisos 1º, 2º y 3º).
”No regula esta norma, en consecuencia, hipótesis que tienen que ver con el nacimiento 
de agravantes o atenuantes por causa de la calidad del sujeto ya que éstas encuentran 
regulación en el artículo 62 del Código Penal que trata sobre su comunicabilidad .
”El interviniente no es, entonces, un concepto que corresponde a una categoría autónoma 
de co-ejecución del hecho punible sino un concepto de referencia para aludir a personas 
que, sin reunir las calidades especiales previstas en el respectivo tipo especial, toman parte 
en la realización de la conducta, compartiendo roles con el sujeto calificado o accediendo 
a ellos. La norma, en este sentido zanja de lege data toda disputa entre las distintas 
soluciones dogmáticas para disponer, de un lado, el carácter unitario de la imputación 
alrededor del tipo especial y, de otro, la rebaja punitiva que se explica y funda en que 
el particular no infringe ningún deber jurídico especial de aquellos que la necesidad de 
tutela particular del respectivo bien jurídico, demanda para su configuración. De ahí que 
se pueda ser interviniente a título de autor, en cualquiera de las modalidades de autoría 
(art. 29), o se pueda ser interviniente a título de partícipe (determinador o cómplice). 
”La Sala considera, además, que para que haya lugar a la configuración del tipo especial 
basta con que alguno de los concurrentes que toman parte en su realización ostente la 
calidad especial y, por supuesto, infrinja el deber jurídico especial alrededor del cual gira 
o se fundamenta la protección del bien jurídico, sea cual fuere la posición desde donde 
se ubique. Si el sujeto calificado, por así decirlo, realiza materialmente la conducta 
descrita, exclusiva o concurrentemente con otros, o lo hace instrumentalizando a otro, o 
es instrumento de alguien que actúa sobre su voluntad (forzándolo o induciéndolo a error), 
o si actúa en relación con organización de la que se predica la calidad especial, el tipo 
especial surge. Y establecido lo anterior habrá que mirar, para determinar el marco dentro 
del cual opera la pena, la conducta del particular que concurre al hecho, así: si interviene 
como coautor, como autor mediato, como miembro u órgano de representación autorizado 
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o de hecho de persona jurídica, de ente colectivo sin tal atributo o de persona natural 
cuya representación voluntaria se detente (C.P. art. 29), o si lo hace como determinador 
(instigador) de otro que actúa dolosamente, o como determinado (instigado), la pena 
será la prevista para el delito de acuerdo con los incisos final y 2º de los artículos 29 y 30 
respectivamente, rebajada en una cuarta parte (inciso 4º artículo 30) . Pero si se trata de 
un particular que interviene participando como cómplice de una de estas infracciones, su 
pena es la que corresponde a la naturaleza secundaria de su grado de participación (inciso 
3º del artículo 30 C.P.), a su vez disminuida en una cuarta parte tal cual lo prevé el inciso 
final de la misma disposición. Empero, si el particular es utilizado como instrumento de 
otro (sujeto calificado) o de otros (dentro de los cuales se encuentra un sujeto calificado) 
su compromiso penal es ninguno al tenor de lo dispuesto en el artículo 32 del Código 
Penal.
”Las disposiciones, así entendidas, realizan los propósitos del legislador frente a tres 
distinciones básicas y guardan correlación con ellas. Por una parte se preserva el postulado 
de la unidad de imputación, evitando que los concurrentes al hecho respondan por delitos 
diferentes. Por otro lado permite conservar la distinción entre formas de intervención 
principales y accesorias. Y por otro lado guarda o mantiene la correspondencia punitiva 
que condujo al legislador a adscribir grados de compromiso y consecuencias punitivas 
distintas para los autores y coautores, y para los determinadores, por una parte, y para 
los cómplices por la otra, dado que en éste último evento la participación además de 
accesoria es secundaria, menor y, por supuesto, menos grave.
”Ello también, finalmente, permite conservar, en términos de esa proporcionalidad, los 
fundamentos de las distinciones hechas por el legislador para justificar la diferencia de 
trato, es decir, para que produzcan efecto jurídico las diversas graduaciones del tratamiento 
diferencial entre quienes tienen a su cargo deberes jurídicos específicos que los vinculan 
con los tipos especiales, porque de ellos se espera una actitud de compromiso especial 
frente a su protección, y quienes no los tienen. Y entre quienes concurren al hecho llevando 
a cabo aportes de conducta que el legislador disvalora por igual (autores y determinadores) 
y quienes lo hacen en menor grado y medida (cómplices)
”Todo lo anterior supone que el servidor público o el sujeto calificado en cuya condición 
y deber jurídico especial se fundamenta la realización objetiva del tipo, no puede actuar 
como determinador o cómplice, por definición. Su participación no se concibe sino a título 
de autoría en cualquiera de sus modalidades o, en último extremo y residualmente, por 
comisión por omisión (al tener el deber jurídico de evitar el resultado, lo cual no hace 
porque concurre a la realización del hecho en connivencia con los demás). 
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”Una última precisión debe realizarse cuando se trata de casos fallados bajo la legislación 
anterior, cuya solución jurídica no era la de ahora y la cual daba lugar a que al particular 
interviniente se le calificara como un cómplice, con independencia de la modalidad 
en que concurría a la realización del delito especial. En estos casos, que son típicos 
tránsitos de legislación construidos sobre dos esquemas diferentes de solución para tales 
intervenciones, la aplicación del inciso final del artículo 30 del Código Penal no depende 
del tipo de participación declarado en la sentencia sino del tipo de intervención revalorado 
frente a los nuevos textos legales, es decir, frente al nuevo sistema regulador del concurso 
de personas en el hecho punible. En otras palabras, si se le consideró cómplice en la 
acusación o la sentencia, pero lo que en realidad llevó a cabo fue conducta de autor o 
determinador, la imputación y la pena, en letra y sentido de la nueva codificación, serán 
las previstas para la infracción especial con punibilidad disminuida en una cuarta parte. 
Pero si se le consideró cómplice porque llevó a cabo aporte causal de tal, porque su 
participación además de accesoria fue secundaria, la imputación y la pena se fijarán 
considerando la diminuente por complicidad y, concurriendo con ella, la que correspondería 
al interviniente que no tiene la calidad especial, esto es la del inciso final del artículo 30 
del Código Penal”8 (subrayo fuera de texto),
De tal manera que la posición de la Corte Suprema, en la referida providencia, indica que 
se adscribe a un concepto unitario de autor, pues entiende que independiente de la calidad, 
condición y aporte del coejecutor del hecho, quien realiza aportes materiales de autor debe 
ser tratado como tal, aún en delitos de infracción de deber, así el particular no ostente tal 
calidad, pues la figura, al no ser autónoma de ejecución del hecho punible sino una categoría 
de referencia, puede ser aplicada para definir casos en los que contribuyen a la realización de 
delito especial particulares, sancionándolos con la pena establecida para el sujeto calificado, 
pero disminuida en una cuarta parte, como lo cita el inciso final del artículo 30.
Toma partido la Corte en esta providencia por un concepto uniforme de aplicación de la figura, 
por cuanto también podría aplicarse dicho instituto a los partícipes de delitos especiales, o 
sea al determinador, cuya sanción será la que corresponda al autor (sujeto activo calificado), 
disminuida en una cuarta parte, y al cómplice la pena atribuida al autor, disminuida en una 
sexta parte, y a su vez con el descuento punitivo del interviniente, correspondiente a una 
cuarta parte.
8 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de 25 de abril de 2002. M.P.: Carlos Eduardo Mejía 
Escobar.
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En últimas, con esta forma de pensar la figura del interviniente sería predicable de todos los 
institutos de la autoría y la participación, es decir, para el autor, coautor –propio e impropio– 
autor mediato y directo, lo mismo que para la participación, así para el determinador y para 
el cómplice, con lo cual se podría inferir que pueden coexistir las siguientes categorías: 
autor interviniente, autor mediato interviniente, coautor propio interviniente, coautor impropio 
interviniente: cómplice interviniente y determinador interviniente, situaciones que no resultan 
del todo coherentes con la sistemática del Código Penal colombiano y con la naturaleza de 
los delitos de infracción de deber, como lo referiré en la parte final de esta investigación.
En siguiente providencia la Corte señaló sobre el tema:
“En estos casos, que son típicos tránsitos de legislación construidos sobre dos esquemas 
diferentes de solución para tales intervenciones, la aplicación del inciso final del artículo 
30 del Código Penal no depende del tipo de participación declarado en la sentencia sino 
del tipo de intervención revalorado frente a los nuevos textos legales, es decir, frente al 
nuevo sistema regulador del concurso de personas en el hecho punible. En otras palabras, 
si se le consideró cómplice en la acusación o la sentencia, pero lo que en realidad llevó 
a cabo fue conducta de autor o determinador, la imputación y la pena, en letra y sentido 
de la nueva codificación, serán las previstas para la infracción especial con punibilidad 
disminuida en una cuarta parte. Pero si se le consideró cómplice porque llevó a cabo 
aporte causal de tal, porque su participación además de accesoria fue secundaria, la 
imputación y la pena se fijarán considerando la diminuente por complicidad y, concurriendo 
con ella, la que correspondería al interviniente que no tiene la calidad especial, esto es, 
la del inciso final del artículo 30 del Código Penal”9.
En la providencia referida la Corte mantiene en líneas generales la postura trazada en la 
sentencia del 25 de abril de 2002, en tanto se acepta la aplicación del interviniente para 
cualquiera de las categorías propias de la autoría y la participación, estableciendo que la pena 
será la prevista para la infracción disminuida en una cuarta parte, y si se le consideró cómplice 
y su participación fue –además de accesoria secundaria– tendría derecho el interviniente a 
la doble rebaja, una por su calidad de cómplice, y otra por su condición de interviniente.
9 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Auto de 20 de junio de 2002. M.P.: Jorge Córdoba Poveda.
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Con esta postura, respecto del cómplice, la Corte regresa un tanto a la concepción de antaño 
en cuanto a la complicidad, pues se deduce de las palabras de la providencia que puede 
haber un cómplice necesario “porque su participación además de accesoria fue secundaria”, 
afirmación con la que se da a entender que puede haber categorías de ayuda en la complicidad, 
pues si el aporte es sólo accesorio le correspondería únicamente la disminución de la sexta 
parte propia del cómplice, pero si su participación además de accesoria es secundaria, había 
lugar al doble descuento punitivo.
Más adelante, la Alta Corporación sostuvo la misma posición, cuando advirtió:
“2. Para evitar equívocos sobre este tópico, es bueno dejar en claro que a la luz del 
anterior Código Penal, en los delitos especiales –el soborno no tiene esta característica– 
cuando en su realización concurría un particular, por ese sólo hecho se le atribuía a título 
de cómplice sin necesidad de valorar la forma como había participado en él; en tanto que 
el nuevo Código Penal (artículo 30) al crear la figura del interviniente que carece de las 
calidades especiales exigidas por ciertos tipos penales, exige determinar la forma en que 
concurre en la realización de la conducta punible como autor (mediato o coautor) y como 
partícipe (instigador o cómplice); en ese orden, se le disminuirá la pena en una cuarta 
parte si participa como autor o determinador, pero si lo hace como cómplice se acumulará 
la disminución por la participación y la cuarta parte por interviniente”10.
Posteriormente, la Corte varió su posición inicial advirtiendo una serie de cambios en la 
interpretación de la figura del interviniente, y particularmente estudió el radio de aplicación de 
la figura, al referirse al interviniente como un concepto de referencia. Esta nueva interpretación 
se observa en la providencia de 8 de julio de 2003. Estas fueron sus palabras:
“3. Finalmente, condenado Herrera Acuña, como cómplice, razón por la cual el a quo 
interpretó le correspondía una disminución punitiva de una cuarta parte, de conformidad 
con lo previsto en el inciso final del artículo 30 del Código Penal, o le comportaría una 
rebaja de una sexta parte a la mitad, de acuerdo con el inciso 3º de la misma norma, 
más otra equivalente a la cuarta parte por tratarse, según criterio de la Corte expuesto 
en providencia de abril 25 de 2002, de interviniente que no tiene la calidad especial 
10 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de 25 de septiembre de 2002. M.P.: Édgar Lombana 
Trujillo.
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exigida en el tipo penal, resulta, sin embargo, procedente hacer un reexamen de tales 
posiciones en aras de definir qué se entiende por interviniente en ese contexto y cuál es 
ciertamente la pena que corresponde a quien, actuando como determinador o cómplice, 
no reúne las calidades requeridas en la descripción típica y cuál la que debe imponerse 
a quien ejecutando como suya la acción contenida en el verbo rector carece también de 
dichas calidades.
”En efecto, definiendo el artículo 29 de la Ley 599 de 2.000 como autor a «quien realice 
la conducta punible por sí mismo o utilizando a otro como instrumento», también a «quien 
actúa como miembro u órgano de representación autorizado o de hecho de una persona 
jurídica, de un ente colectivo sin tal atributo, o de una persona natural cuya representación 
voluntaria se detente, y realiza la conducta punible, aunque los elementos especiales 
que fundamentan la penalidad de la figura punible respectiva no concurran en él, pero sí 
en la persona o ente colectivo representado» y como coautores, a «los que, mediando 
un acuerdo común, actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia 
del aporte», e incluyendo, el artículo 30 del Código Penal vigente, por su parte, bajo el 
título de partícipes al determinador y al cómplice, para, en el inciso segundo, señalar 
que a aquél corresponde la pena prevista para la infracción y en el tercero que éste (el 
cómplice) incurrirá en la pena prevista para el punible disminuida de una sexta parte a la 
mitad, al tiempo que en el inciso final dispone que «al interviniente que no teniendo las 
calidades especiales exigidas en el tipo penal concurra en su realización, se le rebajará la 
pena en una cuarta parte», podría, todo lo anterior, significar, en principio, que el término 
interviniente por hallarse en ese contexto, sólo se refiere a determinadores y cómplices 
o que, por su acepción gramatical, como lo señalara la Sala en aquella decisión, «no es, 
entonces, un concepto que corresponde a una categoría autónoma de co-ejecución del 
hecho punible sino un concepto de referencia para aludir a personas que, sin reunir las 
calidades especiales previstas en el respectivo tipo especial, toman parte en la realización 
de la conducta, compartiendo roles con el sujeto calificado o accediendo a ellos».
”Sin embargo, bajo el necesario supuesto de que en el delito propio los extraños, valga 
decir el determinador y el cómplice, no requieren calidad alguna, pues aquél no ejecuta de 
manera directa la conducta punible y el cómplice tiene apenas una participación accesoria, 
surge evidente la exclusión que a tales partícipes hace el inciso final del precitado artículo 
30, ya que si a éstos no se les exige calidad alguna, valga decir que su condición o no de 
servidor público no tiene incidencia alguna en la participación que respecto a la conducta 
punible despliegan, ningún sentido lógico tiene el que se les dispense un adicional 
tratamiento punitivo definitivamente más favorable precisamente por una calidad que 
resulta intrascendente en sus respectivos roles, en cuanto al determinador que no siendo 
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servidor público, condición que para nada importa en el despliegue de la instigación, se le 
estaría rebajando la pena en una cuarta parte y al cómplice, cuya condición o no de servidor 
público tampoco comporta ninguna trascendencia en la ejecución del papel accesorio, se 
le estaría favoreciendo igualmente con una rebaja de esa proporción pero sumada a la 
que correspondería por su participación, prevista entre una sexta parte a la mitad.
”Es que, siendo absolutamente claro el artículo 30 en señalar que al determinador le 
corresponde la pena prevista en la infracción y al cómplice esta misma rebajada en una 
sexta parte a la mitad, si ellos carecen de la cualificación especial que el tipo penal no exige 
para que su participación se entienda consumada, en nada desnaturaliza los propósitos 
del legislador, pues aún se mantiene la unidad de imputación, se conserva la distinción 
entre formas de intervención principales y accesorias y se guarda la correspondencia 
punitiva frente a los diversos grados de compromiso penal.
”Por eso, cuando dicha norma utiliza el término intervinientes no lo hace como un símil 
de partícipes ni como un concepto que congloba a todo aquél que de una u otra forma 
concurre en la realización de la conducta punible, valga decir determinadores, autores, 
coautores y cómplices, sino lo hace en un sentido restrictivo de coautor de delito especial 
sin cualificación, pues el supuesto necesario es que el punible propio sólo lo puede ejecutar 
el sujeto que reúna la condición prevista en el tipo penal, pero como puede suceder que 
sujetos que no reúnan dicha condición, también concurran a la realización del verbo rector, 
ejecutando la conducta como suya, es decir como autor, es allí donde opera la acepción 
legal de intervinientes para que así se entiendan realizados los propósitos del legislador 
en la medida en que, principalmente, se conserva la unidad de imputación, pero además 
se hace práctica la distinción punitiva que frente a ciertos deberes jurídicos estableció el 
legislador relacionándolos al interior de una misma figura y no respecto de otras en que 
esa condición no comporta trascendencia de ninguna clase. 
”Pero además, tal entendimiento, ya dinamizado en relación con hechos punibles de sujeto 
activo que no requiera calidades y frente a un criterio de política criminal, tiende a hacer real 
el principio de igualdad pues, de iterarse el criterio ya expresado de la Sala en la decisión 
antes citada, no se entendería porqué razón a un determinador de peculado, por ejemplo, 
se le beneficiaria con una rebaja de la cuarta parte de la pena, mas no así a un instigador 
de un delito de hurto, o porqué a un cómplice de concusión se le rebajaría en principio 
la pena de una sexta parte a la mitad, y luego en una cuarta más por no ser servidor 
público. Más aún, tampoco se entendería porqué a un particular, cómplice de peculado 
se le harían tales rebajas mientras que a un servidor público cómplice del mismo delito 
no se le haría sino la primera, cuando ciertamente su condición nada tendría que ver con 
su participación, pues ella, en tal caso, la ley la encuentra carente de trascendencia. 
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”Por tanto, al determinador de un delito, con o sin la condición exigida para el sujeto 
activo, le corresponde la pena prevista para la infracción; al cómplice de un delito propio, 
que obviamente no necesita condición alguna y en definitiva careciendo o no de ella, 
le corresponde la pena prevista para la infracción disminuida de una sexta parte a la 
mitad.
”Pero al coautor, pues necesariamente el inciso final tiene como supuesto el concurso 
de sujetos, que realizando como suyo obviamente el verbo rector del tipo penal especial, 
no cuente sin embargo con la cualidad que para el sujeto activo demanda la respectiva 
norma, la pena que le corresponderá será la prevista para la infracción disminuida en una 
cuarta parte, de conformidad con el inciso final del precitado artículo 30. Así, v. gr., si con 
un servidor público, un particular, concurre a apropiarse en provecho suyo o de un tercero 
de bienes del Estado, la pena que le corresponderá será la del peculado, por conservarse 
la unidad de imputación, disminuida en una cuarta parte, he ahí el trato diferencial, por 
no poseer la cualidad exigida para el sujeto activo.
”Además, así entendida esa acepción, se explica porqué conductas como el peculado 
por extensión ya no encuentran una específica regulación en la Ley 599 de 2000, pues 
aquella opera como un amplificador del tipo penal”11 (el subrayo es fuera de texto).
En tan importante providencia la Corporación recoge su precedente haciendo una revaloración 
sobre la naturaleza jurídica y la posición ocupada por el interviniente en la ley penal nuestra, 
pues como lo afirma el texto de la sentencia, al hacer una amplia explicación de la forma 
como quedó integrado el artículo 30 del Código Penal, aclarando que en los delitos de 
infracción de deber el determinador y el cómplice no requieren condición alguna, toda vez 
que aquél no ejecuta la conducta directamente y éste tan sólo presta una colaboración que 
resulta accesoria, y por ende los partícipes quedan excluidos de la aplicación del artículo 30 
del Código Penal, en su último inciso. En otras palabras, en la providencia citada, la Corte 
restringe la aplicación de la figura del interviniente de manera exclusiva a los coautores de 
delito especial, excluyendo a los determinadores y cómplices. Esta postura ha sido mantenida 
durante los años venideros como se puede constatar en la jurisprudencia de la Corporación, 
aunque no de manera unánime:
 
11 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de 8 de julio de 2003. M.P.: Carlos Augusto Galvez 
Argote.
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“La decisión apunta a la figura del interviniente, circunscrita al autor. El suscrito piensa, 
de acuerdo con la primera postura adoptada por la Corte sobre el tema, que tal fenómeno 
se predica no solamente del autor, sino de todos los autores y partícipes que no poseen 
la cualificación exigida por el tipo legal aplicable”12.
Es lo cierto que la tesis mayoritaria sostenida hasta la fecha13 encuentra respaldo al entender 
que la figura del interviniente diseñada en la Ley 599 de 2000 en el último inciso del artículo 
30, establece:
“4. De acuerdo con la jurisprudencia vigente de la Sala, la reducción punitiva de la cuarta 
parte de la pena prevista para el interviniente «que no teniendo las calidades exigidas en 
el tipo penal concurra en su realización», sólo es aplicable al «coautor de delito especial 
sin cualificación», sin que sea procedente tener en cuenta la dosificación punitiva allí 
prevista, respecto de quienes ostentan la calidad de determinadores o de cómplices”14.
Tal como queda demostrado en este recorrido histórico de la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia, son dos las posiciones adoptadas por dicha Corporación en la materia 
estudiada.
Por una parte, inicialmente la Sala Penal entendió que la figura del interviniente era aplicable 
no sólo a autores y coautores, sino a también a los partícipes, determinadores y cómplices, 
éstos últimos con doble descuento punitivo pues era de una sexta parte a la mitad por su 
calidad de cómplice y de una cuarta parte por ser cómplice de delito especial. 
De otro lado, una segunda postura de esa Alta Corporación de justicia indica que el concepto 
de interviniente tiene una aplicación restringida, y por lo tanto sólo es aplicable a los coautores 
12 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de 15 de junio de 2005. M.P.: Édgar Lombana Trujillo. 
Aclaración de Voto del Magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón.
13 Pueden consultarse las siguientes providencias de la misma Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia: Auto de 
20 de abril de 2007. M.P.: Marina Pulido de Barón. Sentencia de 23 de mayo de 2007. M.P.: Julio Enrique Socha 
Salamanca. Auto de 15 de agosto de 2007. M.P.: Sigifredo Espinosa Pérez. Casación discrecional de 5 de diciembre 
de 2007. M.P.: Yesid Ramírez Bastidas. Auto de 23 de enero de 2008. M.P.: Augusto Ibáñez Guzmán. Auto de 20 
de febrero de 2008. M.P.: Javier Zapata Ortiz. Auto de 9 de abril de 2008. M.P.: Augusto Ibáñez Guzmán. Auto de 
12 de mayo de 2010. M.P.: Yesid Ramírez Bastidas. Auto de 10 de mayo de 2011. Auto de Sala, entre otros.
14 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de 7 de septiembre de 2006. M.P.: Marina Pulido de 
Barón.
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de delitos especiales cuando no tienen la calidad exigida en el tipo penal, a quienes se les 
debe imponer la misma sanción prevista para los coautores con la condición especial, pero 
disminuida en una cuarta parte por no ostentar la calidad exigida por el tipo penal especial, 
posición actual de dicho ente judicial.
Las intimidades de cada una de estas posiciones y su respectiva crítica hacen parte del 
segmento final de esta tesis, a lo cual me apresto a continuación.
7. TOMA DE POSICIÓN
Las dificultades interpretativas generadas por la deficiente técnica legislativa, al momento 
de consagrar normativamente la figura del interviniente, me llevan a asumir una posición 
dentro del marco del debate general alrededor de este fenómeno15, teniendo en cuenta que 
del enfoque que se asuma, los efectos punitivos tienen también un significado que desde la 
órbita de la política criminal del Estado, va a producir unos efectos relacionados la prevención 
general, cuyo fin es la estabilización y la paz social mediante la influencia de los valores16.
Frente al Código Penal (Ley 599 de 2000), donde se introdujo en el artículo 30, inciso final , 
la figura del interviniente y en otras normas como los artículos 58, 61 y 62, el código no utilizó 
de manera indistinta las expresiones coparticipación y participación criminal, ya que en varias 
ocasiones se refirió a ellos para cobijar tanto las formas de concurrencia principal –autoría– 
como accesoria –participación– de varias personas en la participación de la conducta punible 
como en el caso de los artículos 58 y 62; en otras ocasiones utilizó el concepto en sentido 
estricto, como en el caso del artículo 29 y el inciso 1 del artículo 30, y en otras normas omitió 
cualquier referencia a determinadores y autores, y se refirió únicamente a los cómplices, 
como en el artículo 6117. 
15 uRbano MaRtínez, José Joaquín. La legitimidad del derecho penal. Bogotá: Ed. Universidad Externado de Colombia, 
pp. 118 y ss.
16 saLazaR MaRín. Ob. cit., p. 794.
17 MeJía escobaR. El Interviniente en el Código Penal colombiano. ¿Una nueva categoría jurídica? Ob. cit., p. 10.
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Esa situación indicaría que cuando el artículo 30 en el inciso final prescribe la posibilidad 
de personas que concurren a la realización del tipo sin ostentar las calidades especiales 
previstas por la norma, no está creando una nueva categoría autónoma frente a la pluralidad 
de sujetos intervinientes, porque en el artículo 28 el código había establecido que quienes 
concurren a la realización de la conducta son los autores y los partícipes.
Si fuera esa la interpretación, se tendría que concluir que el código al no crear una nueva 
categoría jurídica de intervención ni hacer ninguna distinción para el interviniente, el concepto 
se convierte en un término de referencia y por lo mismo podría predicarse de autores, 
coautores, determinadores y cómplices, es decir, se trataría de un término omnicomprensivo 
y, por ende, aplicable a todos los sujetos que intervienen en el hecho punible.
Fue ésta precisamente la primera postura de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia 
de 25 de abril de 2002, con ponencia del Magistrado Carlos Eduardo Mejía Escobar, dejando 
en claro que en ella la Corporación acoge un criterio unitario de autor en el que le da igual 
valor al aporte del intraneus y al del extraneus, como quiera que ambos son autores, pero 
diferencia las responsabilidades en la punibilidad dado que al extraño le asigna la misma 
sanción que al sujeto calificado, aunque disminuida en una cuarta parte, mientras que al 
determinador le asigna descuento punitivo de la cuarta parte respecto de la pena del intraneus, 
y al cómplice le otorga un doble descuento, la sexta parte por ser cómplice más la cuarta 
parte de la sanción por ser interviniente.
Esta postura sería recogida, como se demostró, en la sentencia de 8 de julio de 2003, con 
ponencia del Magistrado Carlos Augusto Gálvez Argote, en la que la Alta Corte recoge su 
precedente y excluye de la aplicación de la figura del interviniente a los determinadores y 
cómplices, bajo el entendido que el legislador utiliza la expresión interviniente en un sentido 
restringido para aquellas personas que participan en la realización de la conducta delictiva en 
calidad de autores pero sin tener la cualificación exigida por la norma, lo cual implica que dicha 
restricción deja la aplicación del interviniente exclusivamente para coautores sin cualificación 
y excluye de la misma a determinadores y cómplices, bajo el supuesto que el determinador 
no merece ningún descuento punitivo, pues a él la ley le asigna la misma pena que al autor 
material y para ser determinador en cualquiera de sus fases no se requiere tener cualificación 
alguna, como quiera que dicha exigencia es para el autor y no para el determinador. En el 
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mismo sentido según la sentencia, se excluiría la doble rebaja para el cómplice, como quiera 
que para ostentar dicha condición tampoco se requiere calidad especial alguna, en tanto el 
cómplice colabora para la ejecución del delito de otro y, como tal, no requiere cualificación 
de ninguna naturaleza.
Puestas así las cosas, ninguna de las posiciones asumidas por la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia resulta plenamente convincente ni ofrece los argumentos que merezcan 
credibilidad y, menos, seguridad jurídica, como quiera que se debe partir de una premisa 
fundamental que corresponde a la estructura lógica y objetiva de la categoría que se analiza 
en este trabajo de tesis, cual es la de los delitos de infracción de deber o delitos especiales, 
cuya naturaleza conceptual y jurídica no puede ser modificada por el legislador, y menos por 
el vaivén de la interpretación que de la figura ha realizado durante estos años la H. Corte 
Suprema de Justicia.
Lo anterior en atención a que desde la órbita conceptual se debe precisar el alcance de los 
delitos de infracción de deber, para decir que frente a tal posición, la teoría del dominio del 
hecho admite una interpretación tangencialmente válida, como quiera que frente a los delitos 
especiales sólo tiene el dominio del hecho quien ostente la calidad o condición especialmente 
exigida por el tipo penal, el sujeto activo cualificado, como en el caso del peculado, en donde 
sólo, exclusiva y únicamente el servidor público puede ser sujeto activo de tal comportamiento 
y desde esa base cualquiera de las posiciones asumidas por la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia resultan insuficientes, pues ontológicamente no se le puede dar una 
condición a alguien que no la tiene, como darle la calidad de autor interviniente a un particular 
que no posee la exigencia advertida por el tipo penal, pues desde un punto de vista lógico, 
a un sujeto de derecho no se le puede hacer exigencias sobre deberes de los cuales no es 
titular y, por lo tanto, asignarle una pena propia de quien es titular de los deberes especiales, 
lo que resultaría incoherente e ilegal, así dicha sanción sea disminuida en una cuarta parte 
respecto de la del intraneus, como lo plantea la línea jurisprudencial vigente en la materia.
Por otro lado, tampoco resulta consistente acoger un criterio amplio para aplicar la figura del 
interviniente, como el adoptado inicialmente por la Corte Suprema de Justica, en la sentencia 
de 8 de abril de 2002, con ponencia del Magistrado Carlos Eduardo Mejía Escobar, donde se 
aceptó la aplicación del concepto tanto para autores en cualquiera de sus modalidades, como 
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a los partícipes –determinadores y cómplices–, los primeros con descuento punitivo de una 
cuarta parte, y los segundos con doble atenuación por cómplice y por interviniente, postura 
que resulta, a mi parecer, mucho más cuestionable, porque se acepta un contrasentido lógico 
objetivo, como el de darle la condición de autor en delito de infracción de deber a quien no 
es titular de tales deberes, e igualmente conceder una disminución punitiva al determinador, 
cuyo merecimiento no resulta consistente desde la lógica de la responsabilidad de la autoría 
y la participación, pues el determinador no requiere condición alguna para ser tal, tanto en 
delitos especiales como en delitos comunes, luego no se observa justo, y menos jurídico, 
otorgar un descuento punitivo de la cuarta parte al determinador, simplemente por haber 
instigado a un intraneus. 
Más criticable resulta aún la doble rebaja punitiva atribuida por dicha sentencia al cómplice, 
como quiera que para tener tal condición no se requiere calidad especial y, por lo tanto, su 
aporte fáctica y jurídicamente resulta igual, no solo en delitos especiales sino en los delitos 
comunes; en consecuencia, el cómplice sólo debe tener una descuento punitivo, que para 
el caso debe ser de una cuarta parte por su condición de interviniente en un delito especial, 
descuento que cobija su calidad de cómplice. 
Al no compartir ninguna de las posiciones asumidas por la H. Corte Suprema de Justicia, 
propongo un esquema de interpretación y aplicación de la figura del interviniente en el que 
no resulte tan amplio y permisivo el descuento punitivo, pero tampoco tan restringido como 
el aceptado en la actualidad por dicha Corporación de justicia, inclusive porque parte de 
un presupuesto equivocado a la luz de la teoría de los delitos de infracción de deber, cual 
es darle la condición de autor a quien óntica y materialmente no la tiene, pues el particular 
“jamás” podrá ser autor de un delito de infracción de deber. 
La percepción que arroja la presente investigación me permite proponer algunas soluciones 
sobre el punto, que parten de la concepción misma de los delitos especiales y abarca un 
sentimiento de justicia e interpretación sistemática de la ubicación del interviniente en el 
Código Penal.
Así, recordemos, que según roxin, en los delitos de infracción de deber sólo es autor de los 
mismos quien infringe el deber especial jurídico público o jurídico privado, lo cual significa 
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que no importa la cantidad ni la calidad de los aportes que se haga para la concreción de 
la conducta delictiva, en esta clase de delitos el único y verdadero autor es el intraneus, o 
sea aquél que ostenta el deber especial público o privado, por lo tanto ninguna postura que 
avale la condición de autor para un extraneus es válida a la luz de la teoría de los delitos 
de infracción de deber y, en tal caso, no importa que el aporte del detentador de deberes 
sea decisivo o no, es decir, si tiene el dominio del hecho material, porque lo determinante 
para la autoría no es el dominio del hecho sino el incumplimiento, fidelidad o infidelidad a los 
deberes y, por lo tanto, nunca un particular puede ser autor, ni coautor interviniente de delito 
de infracción de deber, caso en el cual el intraneus será autor mediato de delito especial, y 
el extraneus cómplice de dicho delito especial, pues aquí no importa, se repite, la calidad ni 
la cantidad del aporte material, sino la infracción al deber jurídico público o privado.
Por otra parte, si el particular utiliza al sujeto calificado como un instrumento, aquél no podrá 
ser un autor mediato de delito especial, como quiera que para ser autor requiera tener la 
calidad especial o, lo que es lo mismo, los deberes jurídicos públicos o privados, en tal evento, 
el extraneus será apenas un determinador de delito especial, pero como tal no se ve por qué 
razón se le habrá de conceder un descuento punitivo de la cuarta parte, como quiera que 
para ser determinador no requiere ninguna cualificación, y por lo tanto la sanción a imponer 
es la misma que corresponde al autor –instrumento doloso calificado– sin ningún descuento 
punitivo. Aunque debe advertirse que en los casos en los que el intraneus es utilizado como 
instrumento bajo la modalidad de error o coacción, no se puede hablar de delito especial 
porque la voluntad del intraneus está viciada y en tales casos no estamos en presencia de 
una determinación de delito especial, sino de una autoría mediata de delito común. Valga el 
ejemplo de aquellos eventos en que el extraño utiliza a un servidor para apropiarse de los 
caudales estatales, bajo amenaza o constreñimiento, evento en el que al estar excusada la 
conducta del instrumento que para el caso sería autor material de delito especial, no había 
lugar a sanción para el autor material y, por ende, al no existir responsabilidad del autor, 
tampoco podría existir para el determinador que es un partícipe y el comportamiento resultaría 
impune, por ello tendríamos que salir de la esfera de los delitos especiales para sancionar 
al verdadero y único autor, en este caso autor mediato de delito común, hurto agravado y no 
determinador de peculado.
Con lo dicho llego a las siguientes conclusiones respecto de la forma en que puede ser 
interpretada la conducta del interviniente:
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Autor de delito especial sólo puede ser el a) intraneus, pues sólo en él concurren los 
deberes públicos o privados impuestos por el ordenamiento jurídico. Entendido 
así el fenómeno, el particular únicamente puede ser determinador o cómplice 
de delito especial.
Sólo el b) intraneus puede ser coautor –propio o impropio– de delito especial, 
porque sólo en él concurren los deberes especiales.
Autor mediato puede serlo únicamente el c) intraneus porque sólo él es titular de 
los deberes especiales y, por lo mismo, él puede utilizar a un extraneus como 
instrumento.
El particular puede ser determinador de delito especial, pues para lograrlo no d) 
requiere cualidad o deber especial impuesto por el ordenamiento jurídico.
El particular puede ser cómplice de delito especial, pues, como tal, no requiere e) 
cualificación alguna ya que colabora en el delito de otro.
El f) extraneus que realiza aportes materiales de autor sólo puede ser un cómplice 
interviniente, nunca un autor interviniente, y como tal se le debe imponer la 
sanción prevista para la infracción pero disminuida en una cuarta parte.
El g) extraneus que utiliza a un intraneus como instrumento no puede ser autor 
mediato, sino determinador de delito especial, por lo que se le debe imponer la 
sanción prevista para la infracción sin ningún descuento punitivo, como quiera 
que para determinar a alguien no se requiere cualificación alguna. Pero si se 
trata de la utilización del intraneus como instrumento, dándose el error o el 
constreñimiento en él, no estamos ante un determinador, sino ante un autor 
mediato, pero no de delito especial sino común, pues al no haber responsabilidad 
para el autor material que es lo principal (intraneus), mal podría sancionarse a un 
partícipe, que es accesorio. Por ello propongo que en dichos casos la calificación 
para el extraneus debe ser la de autor mediato, pero no de delito especial sino 
de delito común, con lo cual se superaría una eventual contradicción al entender 
que existe un delito de partícipe sin autor.
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CONCLUSIONES GENERALES
Con fundamento en las consideraciones y análisis realizados a lo largo de este trabajo de tesis, 
y sin incurrir en iteraciones innecesarias, es pertinente formular una serie de conclusiones 
que sintetizan la investigación y las propuestas que a nivel teórico se plantean:
La evolución de la teoría del delito ha permitido construir un concepto diferenciador 1. 
de autor, con el cual se advierte una estratificación en la definición de responsabili-
dades en las que la figura central del comportamiento delictivo es el autor, en sus di-
ferentes versiones, y secundario son los partícipes, determinadores y cómplices.
El concurso de personas en la realización de la conducta delictiva ha sido tema de 2. 
permanente desarrollo en la ley penal colombiana, habida consideración que en 
el Código Penal de 1980 sólo existían dos normas que regulaban la autoría y la 
participación, más una tercera donde se prescribía lo relacionado con la comunica-
bilidad de circunstancias, por lo que era imposible sancionar como autor de delito 
especial al particular que intervenía en tal comportamiento, pues en ese evento la 
cualificación del tipo no era una circunstancia personal, sino una condición especial 
que no podía transmitirse de autores a partícipes, y por lo que en esos casos el 
particular recibía tratamiento de cómplice.
Con el advenimiento del nuevo Código Penal (Ley 600 de 2000) se introdujo la figura 3. 
del interviniente en el inciso final del artículo 30, donde se regula el instituto de la 
participación, lo cual dio lugar en un comienzo a interpretar que dicha figura era 
otra forma de participación criminal y por lo tanto sólo a autores como a partícipes, 
lo cual resultaba insuficiente para solucionar los diversos casos ya que no siempre 
el particular actúa como cómplice o determinador, sino que también puede actuar 
como autor, coautor o autor mediato.
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La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia se ha enmarcado en dos posicio-4. 
nes a partir del año 2002 con relación al tema del interviniente. En la primera postura 
entendió que la figura del interviniente no era un concepto que correspondiera a 
una categoría autónoma de co-ejecución del hecho punible, sino a un concepto de 
referencia para aludir a personas que, sin reunir las calidades especiales previstas 
en el respectivo tipo especial, toman parte en la realización de la conducta, com-
partiendo roles con el sujeto calificado o accediendo a ellos, lo cual significaba que 
interviniente podía ser tanto el autor, el coautor –propio o impropio– como el autor 
mediato, aunque también podía aplicarse la figura para el cómplice interviniente 
con doble descuento punitivo y para el determinador con descuento punitivo de la 
cuarta parte de la pena prevista para la infracción. Es decir que se trataba de una 
interpretación amplia sobre la aplicación de la figura.
En una segunda posición, estructurada en el año 2003, a partir de un concepto 5. 
restrictivo de interpretación del interviniente, se dijo que cuando el código incluyó 
figura no lo hizo como un símil de partícipes ni como un concepto que congloba a 
todo aquél que de una u otra forma concurre en la realización de la conducta pu-
nible, valga decir, determinadores, autores, coautores y cómplices, sino lo hace en 
un sentido restrictivo de coautor de delito especial sin cualificación, tesis imperante 
hasta este momento de la discusión.
Para quien funge como autora de esta investigación ninguna de las posturas de la 6. 
H. Corte Suprema de Justicia resulta adecuada desde el punto de vista de la teoría 
de los delitos de infracción de deber, la primera, por ser demasiado amplia, al co-
bijar tanto a autores como a partícipes y conceder descuentos punitivos que riñen 
con los criterios de proporcionalidad y justicia de la sanción penal, y la segunda 
por entrar en contradicciones lógico-objetivas inherentes a los delitos especiales 
o de infracción de deber, pues nada autoriza una interpretación como la asumida 
por la Alta Corporación Judicial, dado que contradice el postulado central de la 
tesis en tanto según los propulsores de los delitos de infracción de deber, el único 
que puede ser autor en tales comportamientos es aquel que tenga en su haber la 
asignación de deberes jurídicos públicos o privados especiales y por lo tanto resulta 
contradictorio con tal planteamiento la interpretación que hace la Corte al asignarle 
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a un particular la calidad de autor interviniente, pues eso choca con la estructura 
lógica y objetiva de los delitos de infracción de deber.
Si bien es cierto la teoría del dominio del hecho es acogida por la ley penal colom-7. 
biana, ella debe ser considerada de manera tangencial en los delitos de infracción 
de deber, pues en tal categoría de comportamiento delictivos, el dominio del hecho, 
parte y se sostiene únicamente por la condición especial del sujeto garante o titular 
de tales derechos y no por el aporte material. Es decir que en ellos el tener o no el 
curso del suceso causal o la “riendas” del mismo no garantiza tener la condición 
de autor, porque por muy insignificante que sea el aporte material del intraneus, 
siempre será autor, y, contrariamente, por importante que resulte el aporte material 
del extraneus, éste no podrá ser autor porque él no ostenta ni es titular de deberes 
especiales, y mientras no tenga tal calidad a lo sumo podrá ser determinador o 
cómplice pero jamás autor de delito especial.
Más lógico y jurídico resulta interpretar que en los delitos de infracción de deber 8. 
sólo puede ser autor (intraneus) quien ostente la calidad especialmente exigida en 
el tipo penal y, por lo tanto, los particulares (extraneus) sólo pueden ser tenidos 
como determinadores o cómplices.
Aun así, el determinador no será objeto de ningún descuento punitivo dado que 9. 
para representar tal papel no se le exige condición o deber especial alguno, por 
cuanto el extraneus siempre puede determinar al intraneus y para ellos no requiere 
cualificación alguna, pues tal exigencia es para el autor y no para el partícipe, por 
lo mismo no hay lugar a descuento punitivo alguno para el determinador.
 El determinador no puede ser autor mediato, dado que no posee la condición es-10. 
pecial exigida por el delito de infracción de deber, y por ende en tales supuestos el 
determinador será sólo eso, un determinador, pero nunca autor mediato.
No obstante, cuando el 11. extraneus utiliza a un intraneus como instrumento pero vi-
ciando la voluntad del sujeto cualificado producto del error o la coacción, el inductor 
no puede ser tal de un delito especial porque se caería en el vacío de sancionar a 
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un determinador sin autor, pero para evitar la impunidad en casos como ese, y al 
no poder ser el particular autor mediato, se le debe castigar como autor mediato 
pero no de delito especial, sino de delito común.
 Al cómplice que actúa como tal en delito especial se le ha de imponer la sanción 12. 
propia de tal condición, disminuida en una cuarta parte, pero no con doble descuento 
punitivo, sino sólo con la reducción que le corresponde por ser interviniente.
Se debe precisar que la filosofía de los delitos de infracción de deber indica que 13. 
poco o nada incide, en la determinación de la sanción, el mayor o menor aporte 
material a la realización de la conducta, porque en realidad lo que determina la 
sanción es el ostentar o no la calidad especial exigida y no tanto si se hizo aportes 
de autor o de cómplice, pues ello sólo determina con certeza que el extraneus no 
puede ser autor.
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